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COMUNICACIÓN 

 

DE LA DIP. DOLORES PADIERNA LUNA POR LA 

QUE INVITA A LA INSTALACIÓN DEL FRENTE 

PARLAMENTARIO CONTRA EL HAMBRE 

 

Estimadas y estimados diputados: 

 

Por medio de la presente, nos es muy grato 

invitarlas e invitarlos a sumarse a la iniciativa del 

Frente Parlamentario contra el Hambre (FPH), una 

plataforma plural que busca reunir a legisladoras y 

legisladores de todas las fuerzas políticas del país, 

para en promover el derecho a la alimentación y 

combatir el hambre. 

 

Los Frentes Parlamentarios Contra el Hambre, 

surgen del trabajo con los Congresos y Asambleas 

Legislativas en el marco de la Iniciativa América 

Latina y Caribe sin Hambre, por la Organización 

de las Naciones Unidas para la Alimentación y la 

Agricultura (FAO). En México, el primer Frente 

Parlamentario Contra el Hambre fue instalado en 

2011, en el marco de la LXI Legislatura del 

Congreso de la Unión. 

 

Los objetivos de los Frentes Parlamentarios 

Contra el Hambre son: conjuntar los esfuerzos de 

las y los congresistas a nivel nacional y regional 

para priorizar la erradicación del hambre en las 

agendas públicas, así como fortalecer los medios 

legales, institucionales y financieros para 

conseguirlo. 

 

 El Frente Parlamentario Contra el Hambre cuenta 

con dos ejes centrales: 

 

Promover leyes que garanticen el derecho a la 

alimentación: marcos legales para la 

institucionalización de la lucha contra el hambre 

de manera eficaz y la realización del derecho a la 

alimentación para todas las y los ciudadanos. 

 

Impulsar el financiamiento de la lucha contra el 

hambre, para asegurar que los presupuestos 

nacionales estén orientados en la lucha contra la 

desnutrición crónica infantil y sean adecuados a la 

gravedad del problema en el país. 

 

Con base en lo anterior, y teniendo en cuenta que 

el trabajo de las y los legisladores, autoridades, 

especialistas, organizaciones y personas 

interesadas en el tema es clave para priorizar la 

seguridad alimentaria y la lucha contra el hambre 

en el más alto nivel de las agendas políticas y 

legislativas, las y los invitamos cordialmente a la 

re-instalación del capítulo mexicano del Frente 

Parlamentario Contra el Hambre, que tendrá lugar 

el 10 de abril del año en curso, a las 9:00 a.m. en 

el salón Legisladores de la República (verde) de la 

Cámara de Diputados. 

 

En espera de poder contar con su valiosa 

asistencia, le enviamos saludos cordiales. 

 

Crispim Moreira 

Representante de la FAO en México: 

 

Dip. Dolores Padierna Luna 

Vicepresidenta de la Mesa Directiva de la Cámara 

de la Diputados: 

 

Sen. Ana Lilia Rivera Rivera 

Presidenta de la Comisión de Estudios 

Legislativos Segunda del Senado de la República 
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INICIATIVAS 

 

DE LA DIP. MARÍA BERTHA ESPINOZA SEGURA 

CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL 

PÁRRAFO OCTAVO DEL ARTÍCULO 4° DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS 

 

La que suscribe, María Bertha Espinoza Segura, 

diputada federal integrante de la LXIV Legislatura 

del Honorable Congreso de la Unión y miembro 

del Grupo Parlamentario de Morena, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, 

fracción II de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a 

la consideración de esta Soberanía, la presente 

Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el 

párrafo octavo del artículo 4° de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia de registro y acreditación de identidad, 

con base a la siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

En México hay por lo menos 14 millones de 

mexicanos y mexicanas que carecen de su acta de 

nacimiento. La mayoría de ellos son niñas y niños 

que habitan en municipios indígenas de alta y muy 

alta marginación en el Sur y Sur-Sureste del país. 

Sin registro de nacimiento, son privados de su 

derecho constitucional a la identidad y a la 

ciudadanía y, por tanto, a una vida en condiciones 

de equidad. Esta situación agrava el contexto de 

rezago social y marginación de las personas. Es 

una cadena de vulnerabilidad que hace a la 

persona, con frecuencia pobre o muy pobre de 

comunidades rurales del país, padecer los 

extremos de una vida marcada por la falta de 

acceso a bienes y servicios básicos como la 

alimentación, la salud o la educación. En una 

sociedad de derechos como a la que aspira la 

cuarta transformación, esto es simplemente 

inadmisible. 

 

Este es un problema que se registra en todo el país, 

con mayor incidencia en algunas entidades como 

Veracruz, en regiones y zonas específicas. En 

todos los estados, ésta es una cuestión que toca las 

fibras más sensibles de los derechos de las 

personas, de su dignidad y, por supuesto, que 

afecta sus niveles mínimos de bienestar. 

 

Sin acta de nacimiento, las personas carecen de 

personalidad jurídica para acceder al sistema 

educativo nacional; para ser beneficiarios de la 

seguridad social o para recibir los apoyos de los 

programas de desarrollo comunitario del gobierno 

de la República, de las administraciones estatales 

o de los municipios. Es un documento origen, 

clave para ejercer la ciudadanía y los derechos 

individuales y sociales que ampara la constitución 

general de la República. Uno de ellos, por cierto, 

el de votar y ser votado. 

 

Es una iniciativa que busca poner punto final a una 

situación que obra en contra de sectores sociales 

altamente vulnerables; hombres y mujeres de 

carne y hueso que son invisibles, que no existen 

para las instituciones. Son mexicanos sin serlo 

jurídicamente; en su propio país, son trabajadores 

y trabajadoras sin papeles; ilegales en una nación 

extraña, que con frecuencia los desconoce. 

 

Muchos son los testimonios que dan cuenta de esta 

lacerante realidad. “De sus padres, María no sólo 

heredó los genes, también la desgracia de vivir en 

un anonimato forzado. Como ellos no tenían 

papeles oficiales, nunca pudieron sacar el acta de 

nacimiento de su hija. Así, María vivió su niñez, 

como una indocumentada en su propio país. No 

estudió porque en la escuela no la aceptaron sin un 

papel que acreditara su identidad y hoy, a sus 19 

años, no puede tramitar su credencial de elector, 

tener un trabajo formal ni registrar el nacimiento 

de sus hijos, condenándolos a repetir el mismo 

drama”. [Hernández, Saúl (2015), Sin acta 14 

millones de mexicanos. El Universal. México, 

junio 22, 2015]. 

 

Es una cuestión de derechos, pero sobre todo de 

justicia elemental. “Carecer de acta de nacimiento, 

es factor de exclusión social, mientras que contar 

con ella es la puerta de entrada para todos los 

demás derechos”.    
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[Skoog, Christian (2019), Derecho a la identidad: 

la cobertura del registro de nacimiento en México. 

La Jornada. México, enero 23, 2019]. 

 

La Declaración Universal de los Derechos 

Humanos establece que toda persona tiene 

derecho al reconocimiento de su identidad 

jurídica; la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos determina que toda persona 

tiene derecho a un nombre propio; el Programa 

Interamericano para el Registro Civil Universal, 

estipula que el aseguramiento del derecho a la 

identidad, es indispensable para el ejercicio de los 

derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 

culturales. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto y con 

fundamento en el artículo 71, fracción II de la 

Constitución de los Estados Unidos Mexicanos y 

77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someto a la consideración de esta 

Soberanía, la siguiente Iniciativa con Proyecto de: 

 

Decreto por el que se reforma el párrafo octavo 

del artículo 4° de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos en materia de 

registro y acreditación de identidad. 
 

Único. Se reforma el párrafo octavo del Artículo 

4° de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos para quedar en los siguientes 

términos: 

 

Artículo 4º. El varón y la mujer son iguales ante 

la ley. Esta protegerá la organización y desarrollo 

de la familia. 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

 

Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser 

registrado de manera inmediata o a posteriori a su 

nacimiento. El Estado garantizará el cumplimiento 

de estos derechos mediante el establecimiento de 

una política pública a cargo de la autoridad 

competente, con base en la cual se deberá 

expedir al recién nacido, al menor de edad o al 

adulto, en forma gratuita, la primera copia 

certificada del acta de registro de nacimiento. 

… 

… 

… 

… 

 

Transitorios 

 

Primero. - El presente decreto entrará en vigor al 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Segundo. - A partir de la entrada en vigor del 

presente decreto, las Legislaturas de los estados, 

dispondrán de seis meses para establecer en sus 

constituciones y leyes, la obligación de la 

autoridad de registrar, expedir y, en su caso, 

corregir las actas de nacimiento a todas las 

personas que carezcan de ella o que soliciten su 

corrección. 

 

Tercero. - El Congreso de la Unión en un plazo 

no mayor a seis meses a partir de la entrada en 

vigor del presente decreto, deberá realizar las 

adecuaciones a las leyes que regulan el registro y 

la acreditación de identidad de los habitantes del 

país. 

 

Cuarto. - La Secretaría de Gobernación, en un 

lapso no mayor a seis meses a partir de la entrada 

en vigor del presente decreto, formulará el 

Programa Nacional para el Registro y Expedición 

de Actas de Nacimiento a la población que carezca 

de esta identidad jurídica. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 8 de abril de 

2019 

 

Dip. María Bertha Espinoza Segura 
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DE LA DIP. SUSANA BEATRIZ CUAXILOA 

SERRANO CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 

QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 

103 DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE 

NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

 

La que suscribe, Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, 

diputada integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena en la LXIV Legislatura del Congreso de 

la Unión, con fundamento en lo establecido en los 

artículos 71,fracción II y 72 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; los 

artículos 6, fracción I y IV, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados y demás 

relativos y aplicables, somete a consideración esta 

asamblea la presente iniciativa con proyecto de 

decreto, por el que se reforma la fracción V del 

artículo 103 de la Ley General de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes, al tenor de la 

siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

Uno de los grupos más importantes para el Estado 

mexicano, sin duda alguna son los niños, niñas y 

adolescentes, debido a que ellos son el presente y 

el futuro de éste país, motivo por el cual nos 

interesa que ellos crezcan con la mejor formación 

educativa dentro de las aulas y en casa, así como 

tener buenos valores proyectados en cualquier 

lugar, todo esto para formar ciudadanos modelo, 

listos para desempeñarse como miembros activos 

y productivos de la sociedad, pero, 

lamentablemente éstas aspiraciones se quedan 

rezagadas con la realidad social por la cual 

atraviesa el país, siendo una de ellas la mala 

educación dentro del hogar, y una de las más 

lamentables es el aprendizaje de conductas que 

incitan a la violencia, como es el caso de las armas 

de juguete.  

 

Las armas de juguete han estado desde hace 

mucho tiempo en la cultura mexicana, identificado 

a dichos “juguetes” como una forma de 

distracción, pero sobretodo de comportamiento 

entre los menores de edad. Ahora bien, ¿Cuál es la 

                                                 
1 Véase: http://www.eumed.net/rev/ced/10/amgg2.htm 

problemática de que los menores de edad utilicen 

éstos “juguetes” para interactuar entre ellos? La 

problemática recae en que se les enseña a los 

menores una forma nada recomendable de 

interactuar con otro menor, o con una persona 

adulta, debido a que la interacción se realiza a 

través de la violencia, con la justificación de que 

solamente es un “juego inofensivo”, pero no es así 

debido a que la interacción de los menores de 

edad, utilizando este tipo de juguetes contempla 

finalidades como: a) matar, b) lastimar, c) 

amenazar, d) detener a una persona, entre otras, 

que podrían derivar en lesiones entre menores; 

para tener una mejor comprensión respecto a la 

importancia de proyectar una conducta pacífica, 

respetable, amable y divertida de un juego y sus 

finalidades, me permito citar a la psicóloga Ana 

María Merced Gómez, quien es egresada de la 

Universidad de Málaga, en España: 

 

“El juego es la actividad más generalizada, 

significativa e incluso más seria de las que 

desempeña el ser humano a lo largo de su vida, 

además de ser una actividad lúdicra y placentera. 

Pero lo más importante es que es un medio de 

aprendizaje "espontáneo" y de ejercitación de 

hábitos intelectuales, físicos, sociales y morales.”1 
 

En relación con lo anterior, no se debe de enseñar 

a los menores de edad a relacionarse con otras 

personas a través de la violencia, tal y como lo 

argumentan diversas organizaciones de la 

sociedad civil en los Estados Unidos (país en el 

cual han existido demasiadas tragedias provocadas 

por personas que utilizaban armas de fuego), 

argumentos que me permito citar a continuación:  

 
“También la AAP (American Academy of Pediatrics) 

reconoce que la exposición a la violencia en los 

media, incluyendo televisión, películas, música y 

videojuegos tiene una influencia significativa sobre 

la salud de niños y adolescentes. Asímismo, se llama 

la atención sobre la evidencia que de la violencia 

mediática puede contribuir a las conductas 

agresivas, desensibilización hacia la violencia y 

otros problemas. De igual modo han reaccionado la 

American Academy of Child and Adolescent 

Psyquatry, la American Medical Association, 

American Academy of Family Physicians y, la 
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American Psyquiatric Association, al igual que U.S. 

Department of Health & Human Services. También 

van en la misma línea la Royal Australasian College 

of Pysicians, Paediatrics and Child Health Division 

y la Canadian Paedriatics Society.”2 

 

Ahora bien, una vez razonado que el juego es una 

de las actividades más influyentes en el desarrollo 

en la vida de cualquier menor de edad, tenemos 

que comprender que también debemos de tomar en 

cuenta el tipo de sociedad en la cual se van a 

desenvolver los menores. La situación de 

violencia y desobediencia de la ley que atraviesa 

el país, no es nada plausible, de hecho, hasta llega 

a ser abrumador conocer los estudios y estadísticas 

sobre el nivel de violencia que permea y perdura 

en nuestro país, tan solo en el año 2018 se 

registraron más de 34,000 homicidios, haciendo 

un promedio de 94 personas asesinadas al día, tal 

y como lo refiere el siguiente artículo publicado 

por Animal Político: 
  

“De las 34 mil 202 personas asesinadas en todo 

2018, 33 mil 341 corresponden a víctimas de 

homicidio doloso y 861 a mujeres víctimas de 

feminicidio. Estos datos significan que durante el año 

pasado fueron asesinadas, en promedio, casi 94 

personas todos los días, un aproximado de cuatro 

personas asesinadas violentamente cada hora. 

Este balance también confirma un incremento de los 

homicidios dolosos por cuarto año consecutivo. 

Mientras que en 2014 la tasa de homicidio doloso era 

de 12.96 casos por cien mil habitantes, para 2015 

pasó a 13.32, en 2016 ascendió a 16.49, en 2017 se 

disparó hasta 20.27 casos, y 2018 cierra con 23.1 

casos.”3 

 

En relación con el párrafo anterior, es menester 

recordar el estado crítico de seguridad en nuestro 

país, hoy en día en cualquier estado, municipio y 

colonia de la República mexicana se puede 

apreciar en persona el nivel de delincuencia que se 

permea en la respectiva localidad.  Ahora bien, 

lamentablemente, en los medios de comunicación 

masivos, el índice de violencia y delincuencia son 

vanagloriados y engrandecidos, esto se puede 

apreciar fácilmente en las series televisivas, en 

donde el criminal vive una vida lujosa en total 

impunidad, y utilizando todo tipo de armas para 

                                                 
2 Véase:https://www.redalyc.org/html/1350/135022618003/ 

pág.33 

lograr sus fines perversos; y como las utilizan para 

intimidar, torturar, herir, matar, entre otras cosas 

igual de terribles. Ahora bien, en relación con lo 

anterior, es necesario responder la siguiente 

pregunta ¿Los criminales nacen o se hacen? 

 

A lo largo de la historia ha habido múltiples teorías 

sobre el origen de la conducta violenta en el 

hombre. Estas se pueden reducir en dos grandes 

corrientes: la corriente biológica y la corriente 

social. La corriente biológica busca el origen de la 

conducta criminal en el organismo del individuo. 

Cessare Lombroso afirmo tras estudiar los cuerpos 

de muchos delincuentes mediante la 

antropometría, que había características físicas en 

estos que eran coincidentes lo que le llevo a crear 

su teoría del Delincuente Nato. Sin embargo, las 

teorías de Lombroso no se limitaron a la rama 

biológica pues en sus teorías ya consideraba la 

influencia de los factores externos al hombre en el 

desarrollo de sus patologías. Enrico Ferri, uno los 

estudiantes de Lombroso, centró sus estudios en 

los factores exógenos del individuo como fuente 

primaria del desarrollo de la personalidad 

criminal. Hubo muchos otros especialistas de 

distintas ramas de las ciencias sociales y 

biológicas que se inclinaban tanto por una como 

por otra teoría. Lo cierto es que en la actualidad se 

puede confirmar que tanto los factores biológicos 

como genéticos coinciden en los individuos con 

conductas violentas, siendo los factores sociales 

los más determinantes según el director del 

Laboratorio de Neurociencia y Psicopatología de 

la Universidad de Harvard, Joshua Buckholtz. La 

Organización Mundial de la Salud resume los 

aportes de estas teorías e una interpretación del 

Modelo Ecológico de Bronfenbrenner que ha 

generado una aceptación general. Este modelo 

plantea la división en 4 capas o contextos de todo 

aquello que rodea la vida de una persona en 

sociedad: estructural, institucional, interpersonal e 

individual. Cada capa es contenida en la anterior, 

razón por la que todas están relacionadas y la 

conducta violenta aparece cuando por lo menos 

una de estas no tiene el desarrollo o no cumple la 

3 Véase: https://www.animalpolitico.com/2019/01/2018-

violencia-homicidios-delitos-mexico/ 

https://www.redalyc.org/html/1350/135022618003/
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función que debería, motivo por el cual 

respondemos a la pregunta afirmando que los 

criminales se hacen dependiendo de los factores 

previamente señalados. 

 

Ahora bien, a partir de las primeras convenciones, 

o tratados internacionales en materia de derechos 

humanos, como la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos; la Convención sobre los 

Derechos del Niño; la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, etcétera, se les ha 

reconocido a los menores de edad derechos 

humanos tan esenciales como:  

 

A.- Derecho a un nombre. 

B.- Derecho a una familia. 

C.- Derecho a la educación. 

 

Sin dejar de mencionar que en nuestro marco 

constitucional en el artículo 4º, se establece la 

atención a la niñez de manera directa, amplia e 

incluyente, al señalarse que: 

 
“En todas las decisiones y actuaciones del Estado se 

velará y cumplirá con el principio del interés 

superior de la niñez, garantizando de manera plena 

sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a 

la satisfacción de sus necesidades de alimentación, 

salud, educación y sano esparcimiento para su 

desarrollo integral. Este principio deberá guiar el 

diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las 

políticas públicas dirigidas a la niñez. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la 

obligación de preservar y exigir el cumplimiento de 

estos derechos y principios. 

 

El Estado otorgará facilidades a los particulares 

para que coadyuven al cumplimiento de los derechos 

de la niñez.” 

 

De manera complementaria, por lo que hace a los 

tratados internacionales que se mencionan en esta 

fracción, es indispensable aludir a lo que señala al 

respecto el artículo 133 de nuestra Carta Magna: 
 

“Esta Constitución, las leyes del Congreso de la 

Unión que emanen de ella y todos los tratados que 

estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se 

celebren por el Presidente de la República, con 

aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de 

toda la Unión. Los jueces de cada entidad federativa 

se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, 

a pesar de las disposiciones en contrario que pueda 

haber en las Constituciones o leyes de las entidades 

federativas.” 

 

Esta disposición constitucional nos permite aludir 

a uno de los instrumentos internacionales más 

importantes que ha signado México, el cual, a su 

vez, es uno de los instrumentos más respaldado 

por las naciones en todo el mundo. Este es el caso 

de la Convención sobre los Derechos del Niño, 

instrumento internacional aprobado por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas que, el 

cual obliga a los estados que lo han ratificado a 

respetar, proteger y garantizar el ejercicio de los 

derechos civiles y políticos, económicos, sociales 

y culturales de todas las personas menores de 18 

años de edad, independientemente de su lugar de 

nacimiento, sexo, religión, etnia, clase social, 

condición familiar, entre otros.  

 

Por otro lado, en el primer párrafo del artículo 4° 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, se establece que: 

 
“El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta 

protegerá la organización y el desarrollo de la 

familia.” 

 

A partir del precepto antes señalado se puede 

“afirmar que el estudio jurídico de la familia entra 

en la órbita del derecho constitucional y, 

concretamente, en el campo de estudio de los 

derechos fundamentales.”, como sostiene Miguel 

Carbonell.4 Esta aseveración denota el interés 

fundamental que el Legislador ha dado al concepto 

de familia, para trascender de su ubicación en el 

derecho civil a la esfera del derecho 

Constitucional. Ahora bien, el análisis de las 

relaciones paternas filiales, es decir padre y/o 

madre con el hijo, se tiene que realizar dividiendo 

dos etapas de su vida muy importantes, las cuales 

son: 

 

1.- Niños y niñas menores de 10 años; y, 

2.- Niños y niñas mayores de 10 años. 
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Primeramente me concentraré en analizar a los 

niños y niñas menores de 10 años, los cuales tienen 

la necesidad de estar más apegados o integrados 

en el núcleo familiar, es decir, con los padres de 

familia, motivo por el cual en ésta primera etapa el 

menor busca y desea la aceptación e integración 

en la vida de sus padres, y es responsabilidad de 

los padres incluir al menor a ése núcleo familiar, 

para así poder velar por un crecimiento integral 

para el menor, sobretodo, velando por la parte 

emocional. Lamentablemente esto no es así, hoy 

en día en nuestro país, es casi imposible que un 

padre o madre de familia pueda trabajar y cuidar a 

sus hijos de forma personal, debido a las agotables 

jornadas laborales a las cuales están sujetos, y a la 

necesidad de que ambos padres de familia laboren 

jornadas laborales mayores a 8 horas diarias, sin 

contar las horas realizadas desde el domicilio hasta 

el lugar de trabajo y viceversa; en términos 

generales, un trabajador mexicano, labora en 

promedio  2,236 horas al año4, motivo por el cual 

los padres de familia tienen que optar por poner al 

cuidado de los menores a los familiares, vecinos, 

amigos, o contratar un servicio de guardería. 

Ahora bien, en nuestra sociedad mexicana, esto 

cada vez más se va volviendo una práctica muy 

común, y lo alcanzamos a comprender como algo 

normal y natural de la vida misma, pero no es así, 

las repercusiones que resiente el menor son 

estratosféricas, en virtud de que esa necesidad que 

tiene el menor por convivir con sus padres no es 

satisfecha, lo cual le genera un detrimento en su 

personalidad, sobretodo en su identidad. 

 

Ahora bien, por lo que hace a los niños y niñas 

mayores de 10 años, es decir, a los que 

comúnmente se les conoce como “adolescentes”, 

podemos decir que este grupo vulnerable es uno 

de los más desprotegidos, e injustamente lleno de 

prejuicios de parte de la sociedad hacia ellos. Tan 

sólo es menester recordar que no debemos de 

perder de vista la crueldad del reclutamiento 

forzoso que realiza día a día el crimen organizado 

en todo el Estado mexicano, sobretodo tratándose 

de adolescentes. Ahora bien, según estudios 

                                                 
4 Véase: https://www.dineroenimagen.com/horas-trabajo-

mexico-alemania-comparativa-ocde 

realizados por la Red por los Derechos de la 

Infancia en México, tan sólo en el año 2017, más 

de 30,000 adolescentes habían sido reclutados 

forzosamente por el crimen organizado, so pena de 

muerte a ellos y a sus familias, tal y como lo 

describe la siguiente nota periodística: 

 
“Grupos criminales y la delincuencia organizada 

han reclutado al menos a 30 mil jóvenes, muchos de 

ellos de manera forzada, aseguró el director 

ejecutivo de la Red por los Derechos de la Infancia 

en México (Redim), Juan Martín Pérez García. 

… 

… 

 

El enganche –explicó– suele ser mediante engaños, 

por amigos o familiares vinculados con bandas 

delictivas y por captura forzada”, que se cobra con 

la muerte si los jóvenes no actúan como se les pide.”5 

 

También uno de los principales problemas es que 

los adolescentes, quienes por no contar con 

políticas sociales sólidas se ven envueltos por el 

crimen organizado, tal y como lo establece el 

estudio realizado por la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos en el año 2015, respecto al 

crimen organizado y su influencia en los menores 

de edad, el cual me permito citar:   

 
134. La presencia de grupos dedicados a actividades 

delictivas en las zonas o comunidades más pobres y 

excluidas suponen un riesgo para los adolescentes de 

estas áreas. Estos grupos, aprovechándose de las 

condiciones de vulnerabilidad en las que se 

encuentran estos niños y adolescentes, los captan 

para utilizarlos en diversas actividades asociadas a 

su actuar, desde la vigilancia (o “alconeo”), a 

actividades de carácter delictivo (como la extorsión 

o el traslado y venta de drogas) y el ejercicio de 

acciones violentas (como el secuestro y el sicariato). 

En determinados contextos de exclusión y pobreza, la 

vinculación a estos grupos es vista por los 

adolescentes como una oportunidad para generar 

ingresos e incluso para obtener reconocimiento y 

respeto. La visión que se tiene del narcotráfico en 

algunos círculos sociales, así como la representación 

en algunos medios de comunicación, asociado con 

una vida opulenta y de poder atrae el interés de 

algunos jóvenes y adolescentes, en una visión 

distorsionada de lo que en realidad supone la 

criminalidad. En adición, en los entornos con mayor 

5Véase:https://www.jornada.com.mx/2017/05/12/politica/0

07n1pol 
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presencia de los grupos criminales es bastante 

habitual que los niños y adolescentes tengan algún 

familiar, amigo o persona cercana que pertenece al 

grupo criminal lo cual facilita el contacto del niño 

con el mismo. La presencia de los grupos dedicados 

a actividades delictivas se ha convertido en un hecho 

habitual en la vida de muchos niños, niñas y 

adolescentes de la región, difícil de eludir para 

aquellos que viven en estas zonas.”6 

 

Esto aunado a que en los países como México son 

fábricas para la insaciable demanda de los ricos 

países que necesitan hacer sus mercancías a bajo 

costo. La débil economía de nuestro país y el bajo 

nivel educativo de la mayoría de la población 

mantiene a la gran mayoría de la población con 

bajos sueldos; en algunas familias ambos padres 

deben salir a trabajar, o en algunas los padres 

deben tener varios trabajos, dejando a los niños al 

cuidado del internet, la televisión o la calle, en 

estas, en las colonias de más bajos recursos, suelen 

crearse pandillas que dan a los jóvenes el sentido 

de identidad y de integridad que carecen en casa, 

parece ser que hasta era perecible esta situación 

tan alarmante y lamentable que se vive hoy en día 

en nuestro país. 

 

Es por esto que no podemos más ignorar más esta 

problemática, debido a que se le realiza al 

adolescente una doble victimización por parte del 

Estado, en un primer momento se logra victimizar 

al menor cuando éste no cuenta con políticas 

sociales y de seguridad ciudadana que le permitan 

desarrollarse ampliamente; el segundo momento 

es cuando se activa todo el aparato del ius puniendi 

en su contra, desde el momento de su detención 

hasta su condena. Muy recientemente, el 18 de 

Octubre del 2018, el jefe de gobierno de la Ciudad 

de México, José Ramón Amieva, presentó ante el 

congreso capitalino una iniciativa de ley para que 

todo sujeto que sea detenido por delinquir con un 

arma de fuego, sin importar el calibre, si es 

hechiza o de juguete, se le imponga prisión 

preventiva oficiosa7, propuestas que no se 

                                                 
6 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 

Violencia, Niñez y Crimen Organizado, Pág. 68, 2015. 
7 Véase https://www.excelsior.com.mx/comunidad/portar-

arma-de-fuego-real-o-de-juguete-deberia-ameritar-

prision/1272555 

aprobaron debido a la doble revictimización, a la 

cual aludí  previamente. 

 

Por lo que es menester que se aplique las medidas 

pertinentes para que sean acorde a los principios 

fundamentales emitidos por las Directrices de 

Riad, los cuales son los siguientes: 

 
I. Principios fundamentales 

1. La prevención de la delincuencia juvenil es parte 

esencial de la prevención del delito en la sociedad. Si 

los jóvenes se dedican a actividades lícitas y 

socialmente útiles, se orientan hacia la sociedad y 

enfocan la vida con criterio humanista, pueden 

adquirir actitudes no criminógenas.  

2. Para poder prevenir eficazmente la delincuencia 

juvenil es necesario que toda la sociedad procure un 

desarrollo armonioso de los adolescentes, y respete 

y cultive su personalidad a partir de la primera 

infancia. 

 

Es menester señalar que éstas Directrices de Riad, 

tienen el carácter obligatorio ya que se consideran. 

  

Alguno de los programas realizados por los 

estados de la república, es el del gobierno de San 

Luís Potosí en coordinación con la Doceava Zona 

Militar y pusieron en marcha una campaña en la 

que exhortaban a los ciudadanos a cambiar las 

“réplicas de armas de fuego” que tenían en sus 

domicilios, con el fin de lograr lo siguiente:  

 
“En estos módulos se recibirán este tipo de juguetes 

bélicos o réplicas de armamento y a cambio 

recibirán juguetes tradicionales de mesa, didácticos 

y deportivos, cuyo fin es evitar la formación de 

patrones de conducta en los niños, que 

posteriormente degeneren comportamientos 

violentos, sobre todo con el empleo de armas"8  

 

En virtud de lo aquí expuesto someto a 

consideración de esta honorable asamblea: 

 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA LA FRACCIÓN V DEL 

ARTÍCULO 103 DE LA LEY GENERAL DE 

8 Véase: https://www.milenio.com/policia/sedena-cambia-

pistolas-juguete-juegos-didacticos. 
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LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES 

 

Único. - Se reforma la fracción V del artículo 103 

de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños 

y Adolescentes. 

 

Artículo 103. Son obligaciones de quienes ejercen 

la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así 

como de las demás personas que por razón de sus 

funciones o actividades tengan bajo su cuidado 

niñas, niños o adolescentes, en proporción a su 

responsabilidad y, cuando sean instituciones 

públicas, conforme a su ámbito de competencia, 

las siguientes:  

 

I a IV. … 

 

V. Asegurar un entorno afectivo, comprensivo y 

sin violencia para el pleno, armonioso y libre 

desarrollo de su personalidad. Para lograr los 

fines perseguidos en esta fracción se prohíbe 

comprar, prestar o enseñar al menor la 

utilización de armas de “juguete”, ni de 

cualquier medio violento que pueda poner en 

riesgo el libre desarrollo de la personalidad del 

menor; 

 

VI a XI. … 

… 

… 

 

Transitorio 

 

Único. - El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
 

Palacio legislativo de San Lázaro a 2 de abril de 

2019  
 

Dip. Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano 

 

 

 

 

DE LA DIP. SUSANA BEATRIZ CUAXILOA 

SERRANO CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 

QUE SE ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO AL 

ARTÍCULO 55 DE LA LEY ORGÁNICA DEL 

CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS; Y UNA FRACCIÓN XLIX AL 

ARTÍCULO 70 DE LA LEY FEDERAL DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA 

 

La que suscribe, Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, 

diputada federal integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido Morena en la LXIV 

Legislatura del Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo establecido en los artículos 

71,fracción II y 72 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 6, 

fracción I y IV, 77 y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados y demás relativos y 

aplicables, somete a consideración esta asamblea 

la presente iniciativa con proyecto de decreto, por 

el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 

55 de la Ley Orgánica del Congreso General de los 

Estados Unidos Mexicanos; y una fracción XLIX 

al artículo 70 de la Ley Federal de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública, al tenor de la 

siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

Con la reforma al artículo 113 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 

27 de mayo del 2015, se propusieron nuevas 

directrices para la investigación, persecución y 

sanciones administrativas por hechos corruptos. 

Ésta reforma es de gran importancia debido a que 

apertura un nuevo paradigma para el derecho 

punitivo sancionador, pero ahora desde la 

perspectiva administrativa, lo novedoso de ésta 

reforma es que reconoce y garantiza principios 

Democráticos Constitucionales de vital 

importancia, tales como: a) Principio de 

presunción de inocencia; b) Garantía al debido 

proceso; c) Taxatividad de la ley; d) derecho a la 

verdad, etcétera, tal y como ya lo señaló el pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 

siguiente jurisprudencia: 
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Época: Décima Época  

Registro: 2006590  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación  

Libro 7, junio de 2014, Tomo I  

Materia(s): Constitucional  

Tesis: P./J. 43/2014 (10a.)  

Página: 41  

 
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE 

PRINCIPIO ES APLICABLE AL 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

SANCIONADOR, CON MATICES O 

MODULACIONES. 

 

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002, sostuvo 

que, de la interpretación armónica y sistemática de 

los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo 

primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 

102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su 

texto anterior a la reforma publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), 

deriva implícitamente el principio de presunción de 

inocencia; el cual se contiene de modo expreso en los 

diversos artículos 8, numeral 2, de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 

2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos; de ahí que, al ser acordes dichos preceptos 

-porque tienden a especificar y a hacer efectiva la 

presunción de inocencia-, deben interpretarse de 

modo sistemático, a fin de hacer valer para los 

gobernados la interpretación más favorable que 

permita una mejor impartición de justicia de 

conformidad con el numeral 1o. constitucional. 

Ahora bien, uno de los principios rectores del 

derecho, que debe ser aplicable en todos los 

procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar 

alguna pena o sanción como resultado de la facultad 

punitiva del Estado, es el de presunción de inocencia 

como derecho fundamental de toda persona, 

aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar 

sometidos a un procedimiento administrativo 

sancionador y, en consecuencia, soportar el poder 

correctivo del Estado, a través de autoridad 

competente. En ese sentido, el principio de 

presunción de inocencia es aplicable al 

procedimiento administrativo sancionador -con 

matices o modulaciones, según el caso- debido a su 

                                                 
1https://www.eleconomista.com.mx/economia/Corru

pcion-le-cuesta-a-Mexico-entre-5-y-10-del-PIB-

OCDE-20181122-0062.html 

naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la 

persona que debe reconocérsele en todo 

procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una 

pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre 

otras, es desplazar la carga de la prueba a la 

autoridad, en atención al derecho al debido proceso. 

 

Ahora bien, considerando que la corrupción es un 

fenómeno complejo que afecta armónicamente a 

los derechos fundamentales de toda persona, sobre 

todo el derecho fundamental al desarrollo, 

entendemos que la corrupción debilita la 

gobernabilidad y las instituciones democráticas, 

fomenta la impunidad, socava el Estado de 

Derecho y exacerba la desigualdad.  

 

A finales del año 2018, el director de la 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos (OCDE) en México para América 

Latina, Roberto Martínez Yllescas, reportó que la 

corrupción disminuye hasta el 10% del Producto 

Interno Bruto de nuestro país:  

 
El daño económico en México alcanza entre 5% y 

10% del PIB. Esto es alarmante porque son recursos 

que se pierden, ya que no se van a las áreas del interés 

público o para el bienestar y desarrollo”, expuso en el 

panel "La corrupción, obstáculo para la 

competitividad en México.1 

 

Ahora bien, con la entrada del Sistema Nacional 

Anticorrupción, se dio un paso agigantado para 

combatir a la corrupción que envenena a nuestro 

gran país, sistema cuya finalidad es convertirlo en 

un estado de derecho, pero para eso aún falta 

terminar de pulir nuestro ordenamiento jurídico, es 

por esto que tenemos que atacar y eliminar las 

prácticas corruptas desde la raíz, tal y como lo 

recomienda Transparencia Internacional en su 

última visita a México, en la cual señaló diversos 

puntos en los cuales México podría mejorar en 

materia de transparencia y anticorrupción, 

enfatizando en que las técnicas utilizadas 

anteriormente solamente han servido para 

perjudicar al Estado mexicano: 
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“Una vez más México cayó 3 lugares en el Índice de 

Precepción de la Corrupción (IPC) 2018, pasando del 

135 al 138 de 180, a nivel global, informó este Lunes 

Transparencia Internacional. 

 

El organismo destacó en su informe anual que 

México obtuve 28 puntos, en una escala que va del 

0 al 100, en el IPC 2018 por lo que se ubicó como 

el país peor calificado entre los miembros de la 

OCDE…”2 

 

Ahora bien, es nuestro deber implementar 

procesos públicos para intentar eliminar el 

problema de raíz, y eso solamente se logra 

implementando sistemas de prevención eficaces y 

sencillos, toda vez que si bien es cierto el Estado 

mexicano ha peleado contra la corrupción 

implementando distintas políticas y programas, tal 

y como lo es la aprobación en el Congreso de la 

Unión de la prisión preventiva oficiosa cuando se 

presuma que una persona cometió un probable 

hecho constitutivo de delito, esto no es suficiente 

debido a que esta política criminal solamente es 

para prevenir, y en su caso, retribuir la conducta 

ilícita con una pena de prisión, pero lo que 

realmente necesita nuestro Estado mexicano, es la 

implementación de políticas públicas a fin de 

prevenir con mecanismos claramente planificados 

que se cometa un hecho ilícito tal y como lo es la 

corrupción.  

 

Es por esto que propongo implementar mayor 

transparencia desde el momento en que se 

pretende otorgar un cargo público, o un empleo 

que encuentra una íntima relación con las 

instituciones de gobierno, en éste caso en el 

Congreso de la Unión, para así eliminar con 

prácticas corruptas como el nepotismo, el tráfico 

de influencias, entre otras conductas prohibidas 

por la ley. Esto encuentra una estrecha relación 

con el artículo 7 de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, toda vez que 

señala que todo servidor público se debe de guiar 

por los principios de objetividad, profesionalismo, 

honradez, imparcialidad, eficacia, eficiencia, entre 

                                                 
2 Véase: https://lasillarota.com/nacion/cae-mexico-3-

lugares-mas-en-indice-de-transparencia-internacional-

corrupcion-mexico/268436 

otros tantos, motivo por el cual me permito citar el 

artículo en comento: 

 
Artículo 7. Los Servidores Públicos observarán en el 

desempeño de su empleo, cargo o comisión, los 

principios de disciplina, legalidad, objetividad, 

profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, 

integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia 

que rigen el servicio público. Para la efectiva 

aplicación de dichos principios, los Servidores 

Públicos observarán las siguientes directrices: 

 

III. Satisfacer el interés superior de las necesidades 

colectivas por encima de intereses particulares, 

personales o ajenos al interés general y bienestar de 

la población 

 

Ahora bien, más allá de lo que nos establece 

nuestro marco nacional, debemos de atender a lo 

establecido en los Tratados Internacionales en 

materia de derechos humanos, así como a lo 

recomendaciones emitidas por las organizaciones 

internacionales en materia de derechos humanos,  

es decir, debemos de atender a lo establecido en el 

marco supra-nacional, toda vez que eso nos 

permitirá ampliar nuestra visión y entendimiento 

de los problemas sociales, culturales y jurídicos, 

pudiendo así aprender de las experiencias no 

solamente nacionales, sino internacionales, un 

ejemplo de esto es la Recomendación emitida por 

la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos, respecto a las medidas de prevención 

para combatir la corrupción en el continente 

americano, la cual establece lo siguiente: 

 
iii. Establecer obligaciones de transparencia activa de 

aquella información necesaria para la efectiva 

rendición de cuentas y la lucha contra la corrupción, 

en particular, en relación con: a) los sistemas de 

convocatoria, contratación, empleo y salarios de 

funcionarios públicos, b) los mecanismos para 

prevenir conflictos de interés.3 

 

De lo anterior, se puede razonar que ésta iniciativa 

va encaminada a adoptar las recomendaciones 

emitidas por la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos, para así atacar con mayor 

3 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 

Corrupción y Derechos Humanos-Recomendación 1/2018, 

Pág. 5, 2018. 
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eficacia a la corrupción que carcome a nuestro 

gran país.  

 

Asimismo, obedece a los tratados internacionales 

en materia de derechos humanos, tal y como lo es 

la Convención de las Nacionales Unidas Contra la 

Corrupción, el cual establece que todos los 

procedimientos que realice un ente de gobierno 

debe de hacerse público para así poder combatir a 

la corrupción, extracto del cual nos permitimos 

citar a continuación:  

 
Artículo 10. Información pública  

 

Habida cuenta de la necesidad de combatir la 

corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con 

los principios fundamentales de su derecho interno, 

adoptará las medidas que sean necesarias para 

aumentar la transparencia en su administración 

pública, incluso en lo relativo a su organización, 

funcionamiento y procesos de adopción de 

decisiones, cuando proceda. Esas medidas podrán 

incluir, entre otras cosas:  

 

a) La instauración de procedimientos o 

reglamentaciones que permitan al público en general 

obtener, cuando proceda, información sobre la 

organización, el funcionamiento y los procesos de 

adopción de decisiones de su administración pública 

y, con el debido respeto a la protección de la 

intimidad y de los datos personales, sobre las 

decisiones y actos jurídicos que incumban al público;  

b) La simplificación de los procedimientos 

administrativos, cuando proceda, a fin de facilitar el 

acceso del público a las autoridades encargadas de la 

adopción de decisiones; y, 

 

c) La publicación de información, lo que podrá 

incluir informes periódicos sobre los riesgos de 

corrupción en su administración pública. 

 

Es menester no pasar desapercibido que si bien es 

cierto estamos realizando procesos administrativos 

que salen a la luz pública, tan bien es cierto que éstos 

procesos se realizaran bajo los principios de certeza, 

legalidad, independencia, imparcialidad, eficacia, 

objetividad y profesionalismo, tal y como se 

establece en el artículo 6 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, motivo por el cual 

los datos personales de las personas que realizarán 

este proceso no correrán riesgo alguno. Asimismo, 

esto es acorde con el artículo 2, fracciones II y VI, de 

la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, el cual a la letra establece: 

 

Artículo 2. Son objetivos de la presente Ley: 

… 

II. Transparentar la gestión pública mediante la 

difusión de la información oportuna, verificable, 

inteligible, relevante e integral; 

… 

… 

…  

VI. Consolidar la apertura de las instituciones del 

Estado mexicano, mediante iniciativas de gobierno 

abierto, que mejoren la gestión pública a través de la 

difusión de la información en formatos abiertos y 

accesibles, así como la participación efectiva de la 

sociedad en la atención de los mismos. 

  

Asimismo, es acorde al artículo 2, fracción II de la 

Ley General del Sistema Anticorrupción, el cual a 

la letra establece: 

 
Artículo 2. Son objetivos de esta Ley: 

… 

 

II. Establecer las bases mínimas para la prevención 

de hechos de corrupción y faltas administrativas; 
 

 

En virtud de lo aquí expuesto someto a 

consideración de esta asamblea el siguiente 

Proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN 

SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 55 DE 

LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO 

GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS; Y UNA FRACCIÓN XLIX AL 

ARTÍCULO 70 DE LA LEY FEDERAL DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA 

 

Primero. - Se adiciona un párrafo segundo al 

artículo 55 de la Ley Orgánica del Congreso 

General de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Segundo. - Se adiciona una fracción XLIX al 

artículo 70 de la Ley Federal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública. 

 

Ley Orgánica del Congreso General de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

Artículo 55 
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1. La Unidad de Capacitación y Formación 

Permanente de los integrantes de los servicios 

parlamentario y administrativo y financiero de la 

Cámara de Diputados es el órgano técnico 

responsable de la formación, actualización y 

especialización de los candidatos a ingresar y de 

los funcionarios de carrera en ambas ramas, de 

conformidad con el Estatuto respectivo. La 

Unidad está a cargo de un Coordinador nombrado 

en los términos que establezca el Estatuto del 

Servicio de Carrera y se estructura con las oficinas 

que se requieran. 

 

A fin de lograr mayor transparencia, se 

crearán, publicaran y actualizaran 

convocatorias para que toda persona mayor de 

edad, con capacidad jurídica suficiente, y que 

cuente con los conocimientos necesarios, pueda 

ingresar a concursos de oposición los cuales se 

realizaran mínimo una vez al año, a fin de 

ocupar los apoyos técnicos y de servicios, 

asistencia, análisis y recopilación, evaluación, 

enlace técnico, enlace parlamentario “A”, 

asistente parlamentario. Posteriormente de 

haber sido publicada la convocatoria, se deberá 

de publicar lo siguiente: 

 

I.- El registro de aspirantes;  

 

II.- La lista de aspirantes aceptados;  

 

III.- La lista de los aspirantes que avanzan cada 

una de las etapas;  

 

IV.- El resultado de las evaluaciones de cada 

etapa protegiendo; y, 

 

V.- Los datos personales de los aspirantes y la 

lista de aspirantes aceptados en la Cámara de 

Diputados Federal. 

 

LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

 

Artículo 70. En la Ley Federal y de las Entidades 

Federativas se contemplará que los sujetos 

obligados pongan a disposición del público y 

mantengan actualizada, en los respectivos medios 

electrónicos, de acuerdo con sus facultades, 

atribuciones, funciones u objeto social, según 

corresponda, la información, por lo menos, de los 

temas, documentos y políticas que a continuación 

se señalan: 

 

I a XLVIII. … 

 

XLIX. La información del procedimiento de 

designación de apoyo técnico y de servicios, 

asistencia, análisis y recopilación, evaluación, 

enlace técnico, enlace parlamentario “A”, 

asistente parlamentario, mediante concurso de 

oposición: la convocatoria, el registro de 

aspirantes, la lista de aspirantes aceptados, la 

lista de los aspirantes que avanzan cada una de 

las etapas, el resultado de las evaluaciones de 

cada etapa protegiendo, en su caso, los datos 

personales de los aspirantes y la lista de 

aspirantes aceptados en la Cámara de 

Diputados Federal. 

 

Transitorio 

 

Único. - El presente decreto entrará en vigor el día 

siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 2 de abril de 

2019 

 

Dip. Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano 
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DE LA DIP. RAQUEL BONILLA HERRERA CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE 

LA LEY GENERAL PARA LA COORDINACIÓN, 

PLANEACIÓN Y DESARROLLO DE LAS ZONAS 

METROPOLITANAS 

 

La que suscribe, Raquel Bonilla Herrera, diputada 

integrante del Grupo Parlamentario de Morena, de 

la LXIV Legislatura del H. Congreso de la Unión, 

con fundamento en lo dispuesto por la fracción II 

del artículo 71 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, fracción I del numeral 

1 del artículo 6 y los artículos 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión, someto a la consideración 

de esta Honorable Asamblea, la siguiente 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

expide la Ley General para la Coordinación, 

Planeación y Desarrollo de las Zonas 

Metropolitanas, al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

En México y en el mundo cada vez más población 

vive en metrópolis, en este escenario algunas 

ciudades han alcanzado grandes dimensiones, 

implicando grandes desafíos en términos de 

provisión de servicios como transporte público, 

vivienda y empleo y, el cuidado del medio 

ambiente, entre otros. La formación de zonas 

metropolitanas está ligada al desarrollo 

económico, social y tecnológico, en razón de que 

en esas regiones se observan los componentes de 

concentración demográfica, especialización 

económico-funcional y expansión física, 

resultando que estas sean consideradas como 

espacios estratégicos entre las regiones del país y 

el resto del mundo.1 

 

El crecimiento metropolitano está cobrando cada 

vez más fuerza e intensidad debido a la formación 

desordenada de grandes ciudades, en donde es 

visible un importante flujo de personas, de 

                                                 
1 El área metropolitana es el espacio urbano construido y 

continuo, con límites irregulares que finaliza cuando la 

superficie deja de presentar uso de suelo urbano; es resultado 

del crecimiento de las ciudades dispersas y fragmentadas; su 

producción y prestación de servicios, lo que está 

ocasionando invariablemente buscar nuevas 

formas de urbanización que consideren de manera 

prioritaria una planeación, evaluación y control de 

la misma bajo condiciones óptimas, de forma 

ordenada y sistemática. 

 

El fenómeno metropolitano se inicia a partir de 

1940 en los Estados Unidos y Europa, en donde se 

comienza abordar los problemas humanos y 

ambientales, como son la sobrepoblación, la 

inseguridad, la contaminación y la escasez de 

agua, así como la insuficiencia de otros servicios 

públicos. Desde esa fecha se observa 

paulatinamente como las naciones fueron 

implementando diversas soluciones para hacer 

frente a la complejidad de los problemas 

metropolitanos. El diseño de políticas públicas, 

estuvieron encaminadas desde la creación de un 

órgano de gobernanza de carácter metropolitano, 

el cuál asume todas las decisiones, hasta el 

establecimiento de diversos sistemas de 

desconcentración y descentralización de los 

órganos responsables y de las actividades.  

 

Estas experiencias las efectuaron distintas 

naciones, tomando en cuenta las particularidades 

de cada región y las características especiales en 

su forma de administrarse, tal fue el caso de las 

ciudades como Buenos Aires, Bruselas, 

Barcelona, Sao Paulo, Toronto, Bogotá, Londres, 

París, Tokio y Washington. En cada una de estas 

regiones se agruparon y abordaron los problemas 

de distinta forma, apreciándose un común 

denominador el poder de las grandes ciudades para 

absorber las zonas rurales circundantes, así como 

la urgente necesidad de contar con una planeación 

detallada con una visión de conjunto para países 

en desarrollo, el resultado demostró cómo se 

pueden enfrentar con éxito los procesos de 

metropolización y organización. 

 

  

delimitación es difícil y complicada, ya que es altamente 

dinámica y requiere de métodos propios. Sobrino, J., 

Gobierno y administración metropolitana y regional, 

Instituto Nacional de Administración Pública, México, 

1993. 
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Con respecto a nuestro país, en 1940 Luis Unikel 

reconoció la existencia de cinco zonas 

metropolitanas, las cuales se han incrementado 

hasta alcanzar 74, las cuales concentran el mayor 

número de la población total del país. Luis Unikel, 

definió el concepto de zona metropolitana, como, 

la extensión territorial que incluye a la unidad 

político-administrativa que contiene la ciudad 

central, y las unidades político–administrativas 

contiguas a ésta que tienen características urbanas, 

tales como sitios de trabajo o lugares de residencia 

de trabajadores dedicados a actividades no 

agrícolas y que mantienen una interrelación 

socioeconómica directa, constante e intensa con la 

ciudad central, y viceversa.2  

 

En tanto, el Consejo Nacional de Población, 

(Conapo) la entiende como el conjunto de dos o 

más municipios que integran una ciudad de 50 mil 

habitantes o más, cuya área urbana, funciones y 

actividades sobrepasan el límite municipal, 

incorporando ayuntamientos vecinos 

predominantemente urbanos con los que mantiene 

un alto grado de integración socioeconómica; esta 

definición incluye, además, municipios que son 

relevantes para la planeación y política urbanas.3 

 

El fenómeno de la metropolización genera 

cambios significativos en los territorios y en la 

forma de entender los hechos sociales y 

económicos; en materia económica se observan un 

conjunto de efectos sinérgicos en el espacio que 

benefician las actividades y explican que el 

crecimiento, el cambio estructural y los procesos 

                                                 
2 Para Luis Unikel, la ciudad es el área contigua edificada, 

habitada o urbanizada con usos de suelo de naturaleza no 

agrícola y que, partiendo de un núcleo, presenta continuidad 

física en todas direcciones hasta que sea interrumpida en 

forma notoria por terrenos de uso no urbano. Su proceso de 

crecimiento sobre los límites administrativo-municipales es 

referido como metropolización y la superficie integrada por 

las entidades político-administrativas se denomina zona 

metropolitana. Unikel, L., G. Garza y C. Ruiz. El desarrollo 

urbano en México: diagnóstico e implicaciones futuras. El 

Colegio de México, México, 1978. 
3 Consejo Nacional de Población (CONAPO). Delimitación 

de las zonas metropolitanas de México. 2015, CONAPO, 

México, 2017. 

de innovación estén asociados con los espacios 

metropolitanos. 

 

El proceso de modernización que vivió la sociedad 

mexicana en lo concerniente a la conformación de 

las ciudades, tuvo como consecuencias la 

disminución de la mortalidad y aumentó la 

expectativa de vida, la educación se extendió y se 

crearon oportunidades de empleo, no obstante, 

esta modernización ha sido parcial.4 En 2003, la 

Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), el 

Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 

Informática (INEGI) y Conapo, acordaron la 

conformación de un grupo de trabajo para 

establecer la delimitación de las zonas 

metropolitanas del país,5 la Secretaría de 

Desarrollo Social, se encargó de la conducción de 

la política nacional en cuanto al desarrollo urbano 

y ordenación del territorio; el INEGI, la 

generación de información estadística y 

geográfica encaminada a la planeación del 

desarrollo; y Conapo, la formulación de políticas 

que armonicen el crecimiento demográfico y la 

distribución territorial de la población.6 

 

En el desarrollo de los trabajos se estableció como 

criterio para delimitar una zona metropolitana, que 

el conjunto de dos o más municipios donde se 

localiza una ciudad de 50 mil o más habitantes, 

cuya área urbana, funciones y actividades rebasan 

el límite del municipio que originalmente la 

contenía, incorporando como parte de sí misma o 

de su área de influencia directa a municipios 

vecinos, predominantemente urbanos, con los que 

mantiene un alto grado de integración 

4 Moreno Toscano, Alejandra y Jorge Gamboa del Buen, "La 

modernización de las ciudades en México", Universidad 

Nacional Autónoma de México, México, 1990, pp. 61-71 
5 Topelson, Sara, “Zonas Metropolitanas”, Secretaría de 

Desarrollo Social, 28 de febrero de 2010, en 

file:///C:/User/Usuario/Downloads/PRESENTACI%C3%93

N_ZM_SEDESOL.pdf      
6 Secretaría de Gobernación, Consejo Nacional de 

Población, Secretaria de Desarrollo Social, Instituto 

Nacional de Estadística y Geografía, “Delimitación de las 

Zonas Metropolitanas de México 2010”, disponible en 

http://www.conapo.gob.mx/es/CONAPO/Delimitacion_zon

as_metropolitanas_2010_Capitulos_I_a_IV     

file:///C:/User/Usuario/Downloads/PRESENTACIÃ�N_ZM_SEDESOL.pdf
file:///C:/User/Usuario/Downloads/PRESENTACIÃ�N_ZM_SEDESOL.pdf
http://www.conapo.gob.mx/es/CONAPO/Delimitacion_zonas_metropolitanas_2010_Capitulos_I_a_IV
http://www.conapo.gob.mx/es/CONAPO/Delimitacion_zonas_metropolitanas_2010_Capitulos_I_a_IV
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socioeconómica; en esta definición se incluye 

además a aquellos municipios que por sus 

características particulares son relevantes para la 

planeación y política urbanas. Adicionalmente, 

todos aquellos municipios que contienen una 

ciudad de un millón o más habitantes, así como 

aquellos con ciudades de 250 mil o más habitantes 

que comparten procesos de conurbación con 

ciudades de Estados Unidos de América.7 

 

Resulta importante señalar que el aspecto de la 

distribución geográfica fue un elemento 

trascendental para la organización del sistema 

urbano nacional, ya que a través de ello, se genera 

77.1% del Producto Interno Bruto del país,8 así 

mismo incide en el desarrollo económico y social 

de las regiones, donde la participación de los 

diferentes sectores y órdenes de gobierno 

constituyen un paso fundamental para lograr el 

desarrollo sustentable del país.  

                                                 
7 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, “Zonas 

Metropolitanas. Censos Económicos 2014”. 

www.inegi.org.mx/est/contenidos/Proyectos/ce/ce2014/doc

/infografias/infzm_ce.pdff     
8 Participación porcentual de las Zonas Metropolitanas, 

2013, Total Nacional: 13 984 313 218, millones de pesos, 

(100%), Total Zonas Metropolitanas: 10 787 067 383 

millones de pesos, (77.1%). Desde una perspectiva 

económica y demográfica, las Zonas metropolitanas del país 

son muy importantes, ya que concentran 73 de cada 100 

personas ocupadas y generan 77 de cada 100 pesos 

 

Ante este escenario las zonas metropolitanas son 

un motor del desarrollo económico y social, los 

estudios demuestran que la mayor concentración 

de la población y de las actividades económicas se 

da en las metrópolis ya que es ahí donde existen 

las mayores oportunidades de generación de 

riqueza, inversión, empleo y valor agregado, 

variables que se traducen en bienestar económico 

e inclusión social.9 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

producidos. Instituto Nacional de Estadística y Geografía, 

“Nuevos productos de los censos económicos 2014”, Boletín 

de Prensa, n° 562/15, 16-diciembre-2016, Aguascalientes, 

Ags, en 

www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2015/especiales/

especiales2015_12_38.pdf    
9 Trejo Nieto, Alejandra, “Las economías de las zonas 

metropolitanas de México en los albores del siglo XXI,” 

en Estudios Demográficos y Urbanos, El Colegio de 

México, A.C., volumen 28, número 3, septiembre-

diciembre, 2013, pp. 545-591, en 

http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=31230011001     

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/305634/Delimitacion_Zonas_Metropolitanas_2015.pdf 

 

http://www.senado.gob.mx/index.php?ver=sp&mn=2&sm=2&id=56189#_ftn7
http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/Proyectos/ce/ce2014/doc/infografias/infzm_ce.pdff
http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/Proyectos/ce/ce2014/doc/infografias/infzm_ce.pdff
http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2015/especiales/especiales2015_12_38.pdf
http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2015/especiales/especiales2015_12_38.pdf
http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=31230011001
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/305634/Delimitacion_Zonas_Metropolitanas_2015.pdf
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Resulta fundamental la existencia de una 

coordinación metropolitana, la cual se convierta 

en el espacio de concurrencia que vincule a los 

municipios en diversas materias de manera 

homogénea y concertada con su entidad 

federativa, y lo tocante con la federación. En este 

sentido, el artículo 115 de la ley fundamental,10 

refiere que los municipios, previo acuerdo entre 

sus ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse 

para la más eficaz prestación de los servicios 

públicos o el mejor ejercicio de las funciones que 

les correspondan. En este caso y tratándose de la 

asociación de los municipios de dos o más estados, 

deberán contar con la aprobación de las 

legislaturas de los estados respectivos. Asimismo, 

cuando a juicio del ayuntamiento respectivo, sea 

necesario, podrán celebrar convenios con el 

Estado. 

 

Así mismo, se señala que los municipios, en los 

términos de las leyes federales y estatales 

relativas, estarán facultados para participar en la 

formulación de planes de desarrollo regional, los 

cuales deberán estar en concordancia con los 

planes generales de la materia, cuando la 

federación o los estados, elaboren proyectos de 

desarrollo regional deberán asegurar la 

participación de los municipios.  

 

Y cuando dos o más centros urbanos situados en 

territorios municipales de dos o más entidades 

federativas, formen o tiendan a formar una 

continuidad demográfica, la federación, las 

entidades federativas y los municipios respectivos, 

en el ámbito de sus competencias, planearán y 

regularán de manera conjunta y coordinada el 

desarrollo de dichos centros con apego a la ley 

federal de la materia. 

 

Mientras tanto, el artículo 116, expresa que la 

federación y los estados, en los términos de ley, 

podrán convenir la asunción por parte de éstos del 

ejercicio de sus funciones, la ejecución y 

operación de obras y la prestación de servicios 

                                                 
10 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

disponible en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_270818.p

df  

públicos, cuando el desarrollo económico y social 

lo hagan necesario11. 

 

Por ello, esta organización intermunicipal debe ser 

corresponsable con el marco de rectoría, 

planeación, coordinación fiscal, y administrativa 

entre el gobierno estatal y municipal, con la 

finalidad de fortalecer, promover, diseñar, 

desarrollar, y ejecutar proyectos de carácter 

metropolitano, en los rubros de agua, salud, 

residuos sólidos, medio ambiente, movilidad en lo 

que respecta a la conectividad y transporte, 

vivienda, seguridad, protección civil y cambio 

climático, temas que son de trascendencia en el 

territorio de las metrópolis.  

 

Es conocido que las metrópolis concentran al 

interior de su región demandas de servicios 

públicos por parte de la sociedad, por ello, es 

necesario que diseñar un órgano encargado que 

establecer una coordinación y planeación 

metropolitana con las distintas zonas con el 

objetivo de responder conjuntamente a una 

planeación metropolitana, en donde se 

homologuen los problemas ambientales, sociales, 

económicos e institucionales de cada zona para 

que las autoridades responsables de la 

coordinación y planeación metropolitana 

resuelvan de manera uniforme. Las metrópolis 

vinculadas a los procesos de globalización se han 

transformado con una rapidez inusitada, sin 

embargo, aún coexiste acceso desigual a los bienes 

y servicios de la ciudad.  

 

Es oportuno recordar que la delimitación de las 

zonas metropolitanas obedeció al tema de que 

pudieran ser objeto de asignación de recursos 

federales, los cuales se han etiquetado en el 

Presupuesto de Egresos de la Federación en el 

Fondo Metropolitano dentro del ramo 23, 

Provisiones Salariales y Económicas, es así, como 

desde 2006 en cada ejercicio presupuestal se 

contemplan recursos para el Fondo Metropolitano 

destinado a las zonas metropolitanas que serán 

11 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

disponible en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_270818.p

df 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_270818.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_270818.pdf
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beneficiadas, para el ejecución de los recursos la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, publica 

en el Diario Oficial de la Federación, las Reglas 

de Operación del Fondo Metropolitano. Ante este 

escenario es oportuno que en cada entidad 

federativa se requiera de un mayor rango en la 

normatividad que rige a las zonas metropolitanas, 

así como la vigilancia y transparencia a la función 

que desempeña el Fondo Metropolitano. 

 

La Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos ha manifestado que las 

ventajas de las zonas metropolitanas son: la 

existencia de una correlación entre el tamaño y los 

ingresos que aportan producto de una importante 

gama de recursos, servicios e infraestructura; la 

especialización y diversificación productiva, 

traduciéndose en un importante valor añadido por 

el acceso a conocimientos y en la concentración de 

actividades de investigación y desarrollo; mayor 

disponibilidad de capital humano y físico, que les 

permite tener una mayor competitividad, 

conectividad y comunicación. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
12 OCDE, “Estudios Territoriales de la OCDE: Ciudades 

Competitivas en la Economía Global,” en OECD Territorial 

Reviews, pp. 1-8, en http://www.oecd.org/gov/37840132.pdf 

 

 

 

 

 

 

Así mismo, los desafíos están enfocados a la 

concentración del desempleo; la exclusión y la 

pobreza, las dificultades de la población con 

mayores rezagos para incorporarse al sector 

formal de la economía; las diferencias en el acceso 

a servicios y equipamientos básicos; la congestión 

vial, la contaminación ambiental y la falta de 

disponibilidad de infraestructura básica; la 

vivienda y, los procesos de expansión periférica 

que generan deseconomías y reducción de la 

calidad de vida de la población.12 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

Fuente: Índice de Movilidad Urbana.  IMCO. 

http://api.imco.org.mx/release/latest/vendor/imco/indicesapi/documentos/Competitividad/%C3%8Dndice%20de%20Movi

lidad%20Urbana/2019-01-

23_0900%20%C3%8Dndice%20de%20movilidad%20urbana%3A%20Barrios%20mejor%20conectados%20para%20ciu

dades%20m%C3%A1s%20incluyentes/Documentos%20de%20resultados/2019%20IMU%20Documento%20de%20an%

C3%A1lisis.pdf 

 

http://www.oecd.org/gov/37840132.pdf
http://api.imco.org.mx/release/latest/vendor/imco/indicesapi/documentos/Competitividad/%C3%8Dndice%20de%20Movilidad%20Urbana/2019-01-23_0900%20%C3%8Dndice%20de%20movilidad%20urbana%3A%20Barrios%20mejor%20conectados%20para%20ciudades%20m%C3%A1s%20incluyentes/Documentos%20de%20resultados/2019%20IMU%20Documento%20de%20an%C3%A1lisis.pdf
http://api.imco.org.mx/release/latest/vendor/imco/indicesapi/documentos/Competitividad/%C3%8Dndice%20de%20Movilidad%20Urbana/2019-01-23_0900%20%C3%8Dndice%20de%20movilidad%20urbana%3A%20Barrios%20mejor%20conectados%20para%20ciudades%20m%C3%A1s%20incluyentes/Documentos%20de%20resultados/2019%20IMU%20Documento%20de%20an%C3%A1lisis.pdf
http://api.imco.org.mx/release/latest/vendor/imco/indicesapi/documentos/Competitividad/%C3%8Dndice%20de%20Movilidad%20Urbana/2019-01-23_0900%20%C3%8Dndice%20de%20movilidad%20urbana%3A%20Barrios%20mejor%20conectados%20para%20ciudades%20m%C3%A1s%20incluyentes/Documentos%20de%20resultados/2019%20IMU%20Documento%20de%20an%C3%A1lisis.pdf
http://api.imco.org.mx/release/latest/vendor/imco/indicesapi/documentos/Competitividad/%C3%8Dndice%20de%20Movilidad%20Urbana/2019-01-23_0900%20%C3%8Dndice%20de%20movilidad%20urbana%3A%20Barrios%20mejor%20conectados%20para%20ciudades%20m%C3%A1s%20incluyentes/Documentos%20de%20resultados/2019%20IMU%20Documento%20de%20an%C3%A1lisis.pdf
http://api.imco.org.mx/release/latest/vendor/imco/indicesapi/documentos/Competitividad/%C3%8Dndice%20de%20Movilidad%20Urbana/2019-01-23_0900%20%C3%8Dndice%20de%20movilidad%20urbana%3A%20Barrios%20mejor%20conectados%20para%20ciudades%20m%C3%A1s%20incluyentes/Documentos%20de%20resultados/2019%20IMU%20Documento%20de%20an%C3%A1lisis.pdf
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De acuerdo con los resultados del último censo 

económico efectuado por el INEGI, en México 

durante el periodo de 2008 a 2013, en las zonas 

metropolitanas se registró un crecimiento de 

14.3% en unidades económicas y 8.7% en 

personal ocupado total, superando el crecimiento 

nacional con diferencias de 0.7 y 1.4 puntos 

porcentuales; del total de unidades económicas a 

nivel nacional, 60.5% se concentraron en las zonas 

metropolitanas y de la producción bruta total, la 

actividad económica que destacó a nivel nacional 

fue la de manufacturas, al producir 40 de cada 100 

pesos (36.9%).13  

 

Ante estos datos contundentes es de suma 

importancia que en nuestro país iniciemos el 

camino dirigido al fortalecimiento de las zonas 

metropolitanas con la finalidad de obtener un 

crecimiento sostenido, impulsando el 

aprovechamiento de los recursos disponibles en 

cada región, y generar oportunidades de desarrollo 

con la finalidad de obtener como resultado una 

elevación en la calidad de vida de los mexicanos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
13 La información presentada en los Censos Económicos y 

de los Censos de Población, pueden ayudar en la toma de 

decisiones para la aplicación de estrategias y políticas que 

promueven el desarrollo regional en el caso de las instancias 

gubernamentales; y en la iniciativa privada para la 

realización de la planeación, el apoyo a clientes y 

proveedores, el fortalecimiento de cadenas productivas y la 

aplicación de estrategias de mercado entre otras. INEGI, 

“Las Zonas Metropolitanas de México. Censos Económicos 

2014, en 

Así mismo, en la delimitación de las zonas 

metropolitanas efectuada en el año 2015, y 

publicada en 2017, se reitera la consolidación del 

país como metropolitano, las 74 zonas 

metropolitanas comprenden 417 municipios en las 

32 entidades federativas, con una concentración de 

población que supera ligeramente a seis de cada 

diez mexicanos. La evolución desde 1960 señala 

que el número de zonas metropolitanas se ha 

sextuplicado, su población se ha multiplicado por 

ocho, el monto de demarcaciones territoriales y 

municipios se ha incrementado en más de seis 

veces y su participación en la población nacional 

ha crecido poco más del doble.14  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

www.inegi.org.mx/est/contenidos/Proyectos/ce/ce2014/doc

/minimonografias/m-zmm_ce2014pdf     
14 Los resultados de la delimitación de zonas metropolitana 

2015, derivan de la información de la Encuesta Intercensal 

2015. Con respecto a los de 2010, se aprecia un aumento en 

el número de zonas metropolitanas de 59 a 74, a su vez, sus 

habitantes pasaron de 63.8 millones a 75.1 millones, lo que 

representa el 56.8 y 62.8 por ciento de la población nacional 

respectivamente. Consejo Nacional de Población 

(CONAPO). Delimitación de las zonas metropolitanas de 

México. 2015, CONAPO, México, 2017. 

 
https://www.gob.mx/cm

s/uploads/attachment/file

/305634/Delimitacion_Z

onas_Metropolitanas_20

15.pdf 

 

http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/Proyectos/ce/ce2014/doc/minimonografias/m-zmm_ce2014pdf
http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/Proyectos/ce/ce2014/doc/minimonografias/m-zmm_ce2014pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/305634/Delimitacion_Zonas_Metropolitanas_2015.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/305634/Delimitacion_Zonas_Metropolitanas_2015.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/305634/Delimitacion_Zonas_Metropolitanas_2015.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/305634/Delimitacion_Zonas_Metropolitanas_2015.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/305634/Delimitacion_Zonas_Metropolitanas_2015.pdf
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Como ejemplo tenemos que el estado de Veracruz 

de Ignacio de la Llave, las 8 zonas metropolitanas 

concentran el 45% de la población,15 las Zona 

Metropolitanas que conforman el Estado son:  

Córdoba, Veracruz, Xalapa, Coatzacoalcos, 

Orizaba, Acayucan, Minatitlan, y Poza Rica.16  

 

                                                 
15 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Censo de 

Población y Vivienda 2010, en 

http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/ccpv/cpv

2010/    
16 Las 8 Zonas Metropolitas de Veracruz están integradas 

bajo los criterios del INEGI, Sedesol y Conapo: ZM de Poza 

Rica: Poza Rica, Tihuatlan, Coatzintla, Cazones y Papantla; 

ZM de Xalapa: Xalapa, Banderilla, Jilotepec, Rafael Lucio, 

Tlalnelhuayocan, Emiliano Zapata y Coatepec; ZM de 

Veracruz-Boca del Rio: Veracruz, Boca del Rio, Medellín y 

Alvarado; ZM de Orizaba: Orizaba, Ixhuatlancillo, Mariano 

Escobedo, Atzacan, Río Blanco, Nogales, Camerino Z. 

 

 

 

 

 

  

Mendoza, Huiloapan, Rafael Delgado, Tlilapan, 

Ixtaczoquitlán y Maltrata; ZM de Córdoba: Córdoba, Fortín, 

Amatlán de los Reyes y Yanga; ZM de Acayucan: 

Acayucan, Soconusco y Oluta; ZM de Minatitlán: 

Minatitlán, Cosoleacaque, Chinameca, Oteapan, Jaltipan y 

Zaragoza; y la ZM de Coatzacoalcos: Nanchital de Lázaro 

Cárdenas, Ixhuatlán del Sureste Y Coatzacoalcos. Vela 

Martínez, Rafael, El Sistema de Ciudades en el estado de 

Veracruz, en 20° Encuentro Nacional sobre Desarrollo 

Regional en México. AMECIDER – CRIM, UNAM, 

Cuernavaca, Morelos del 17 al 20 de noviembre de 2015, p. 

3, en http://ru.iiec.unam.mx/3044/1/Eje9-244-Vela.pdf      

 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/305634/Delimitacion_Zonas_Metropolitanas

_2015.pdf 

 

http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/ccpv/cpv2010/
http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/ccpv/cpv2010/
http://ru.iiec.unam.mx/3044/1/Eje9-244-Vela.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/305634/Delimitacion_Zonas_Metropolitanas_2015.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/305634/Delimitacion_Zonas_Metropolitanas_2015.pdf
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Las zonas metropolitanas están consideradas por 

los expertos como ejes de la actividad económica 

y prestación de servicios, señalando que estas han 

demostrado ser una opción para trascender, debido 

a la concurrencia y coordinación intersectorial e 

intergubernamental entre los tres niveles de 

gobierno federal, estatal y municipal, motivo por 

el cual, es recurrente observar un enriquecimiento 

en los planes y proyectos. 

 

Con la regulación de la planeación y coordinación 

metropolitana se estará en la posibilidad de 

contribuir a continuar obteniendo beneficios para 

la realización de grandes obras de infraestructura, 

e implementación de programas, planes y 

estrategias de impacto social, cultural, económico, 

turístico y educacional para el enriquecimiento y 

fortalecimiento de cada una de las entidades 

federativas del país. Como es sabido, las zonas 

metropolitanas concentran actividades de 

planeación, coordinación y administración para la 

sustentabilidad de las regiones, alcanzando mayor 

competitividad económica, elevando la calidad de 

vida y generando una mejor distribución de costos 

y beneficios. 

 

La premisa principal es dejar atrás las deficiencias 

por la constante improvisación y desinterés 

cometidos en el pasado, procurando rescatar los 

aciertos y adelantos alcanzados en algunas zonas 

metropolitanas de nuestro país y de la experiencia 

internacional, buscando mecanismos alternativos 

de acción para mejorar a las metrópolis 

proyectándolas hacia el futuro a través de 

adecuada planeación y regulación acorde con la 

nueva realidad mexicana. 

 

En este sentido, la actual Ley General de 

Asentamientos Humanos, Ordenamiento 

Territorial y Desarrollo Urbano presenta la falta de 

incentivos efectivos que impulsen la 

homologación de la normatividad estatal y local 

relacionada con los contenidos en materia de 

desarrollo de las zonas metropolitanas, 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/305634/Delimitacion_Zonas_Metropolitanas_2015.pdf 

 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/305634/Delimitacion_Zonas_Metropolitanas_2015.pdf
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ocasionando que la coordinación y planeación 

metropolitana quede a expensas de la voluntad 

política de los gobiernos estatales y locales. 

Aunado a ello, el hecho de que no se contemplen 

penalizaciones o retención de recursos federales 

como los provenientes del Fondo Metropolitano, 

genera que ninguna de las figuras para la 

coordinación y planeación metropolitana, sean 

vinculantes entre sí. Como resultado tenemos que 

en la realidad este ordenamiento ha sido rebasado 

por el acelerado crecimiento de las ciudades y sus 

problemáticas adyacentes. 

 

Por ello, es trascendental que cuenten con un 

marco normativo las propias zonas 

metropolitanas, con el objetivo de impulsar el 

desarrollo sustentable de la entidad federativa,17 

permitiendo con ello, canalizar recursos a 

programas y proyectos con mayor rentabilidad 

social y mayor rentabilidad económica para cada 

región, reflejándose un mejor ordenamiento en las 

áreas de comercio, industriales, comunicaciones, 

tecnológicas, culturales, y sociales, beneficiando a 

los municipios que conforman cada una de las 

zonas metropolitanas, particularmente a sus 

pobladores. 

 

Otro de los objetivos de la presente iniciativa es 

fomentar una coordinación intermunicipal e 

interestatal y planeación de las zonas 

metropolitanas, para atender la problemática que 

presentan hoy en día, de manera conjunta, 

coordinada y con bases determinadas por las 

experiencias nacionales e internacionales para dar 

soluciones en beneficio de los ciudadanos de las 

metrópolis y no sólo soluciones parciales que 

terminan en acciones limitadas y que no resuelven 

los conflictos, lo cual podría ocasionar una 

                                                 
17 Entre las ventajas más evidentes de promover el acceso de 

servicios básicos son contar con agua potable, drenaje, 

energía eléctrica, transporte público sustentable, conexiones 

viales, educación, vivienda entre otros, y una conexión a las 

áreas de la ciudad con actividad económica intensa, son más 

frecuentes en aquellas zonas que se constituyeron de manera 

formal. En las zonas que carecen de al menos uno de los 

servicios básicos son inexistentes dichas ventajas, además de 

que la calidad de vida de quienes las habitan se ve 

considerablemente disminuida. Vera, Jordi, (coord.), 

Reporte de Indicadores ONU – Habitat, en las ciudades 

deficiencia en la oferta de vivienda, servicios 

públicos e infraestructura; por ello es necesario 

promover el crecimiento ordenado de las 

metrópolis sin descuidar en ningún momento sus 

áreas productivas; con la planeación se permitirá 

ubicar áreas de oportunidad, generando zonas 

económicamente activas, repercutiendo en 

mejores niveles de calidad de vida y economía per 

cápita.18 

 

Así mismo, con la presente iniciativa, se estará 

regulando el correcto ejercicio del fideicomiso 

federal denominado Fondo Metropolitano, siendo 

congruentes en que las zonas metropolitanas 

cuenten con su propio marco jurídico, es prudente 

que se garantice que la aplicación de los recursos 

del fondo metropolitano cumplan con los 

objetivos para el cual es creado, así como la 

participación activa de los municipios en la toma 

de decisiones permitiendo una coordinación eficaz 

y eficiente en la repartición de recursos, ante esto, 

la ley regulará un órgano estatal y municipal 

encargado de discutir las problemáticas 

metropolitanas con objeto de dirigir los esfuerzos 

y recursos conjuntos para mitigarlas o 

solventarlas. 

 

Con el Consejo Nacional de Planeación y 

Desarrollo Metropolitano, como organismo 

descentralizado de la Administración Pública 

Federal, no sectorizado, con personalidad jurídica, 

patrimonio propio y autonomía operativa, técnica, 

presupuestal y administrativa, el cual, tendrá por 

objeto el diseño de los instrumentos operacionales 

de contenido técnico, administrativo, financiero y 

de gestión, que permitan impulsar el desarrollo de 

los proyectos estructurales, con la finalidad de 

lograr alcanzar un crecimiento armónico de la 

veracruzanas 2000 – 2010, Coordinación Universitaria de 

Observatorios Metropolitanos, en 2015 Objetivos de 

Desarrollo del Milenio, p. 76, en 

http://www.uv.mx/cuo/files/2013/11/ATLAS-DE-

INDICADORES-ONU-2000-2010.pdf   
18 Avilés, Eva, “Las ciudades: retos de la competitividad 

global,”, en Revista Comercio Exterior, volumen 57, número 

9, septiembre 2007, p. 775, en 

http://revistas.bancomext.gob.mx/rce/magazines/107/7/RC

E7.pdf      

http://www.uv.mx/cuo/files/2013/11/ATLAS-DE-INDICADORES-ONU-2000-2010.pdf
http://www.uv.mx/cuo/files/2013/11/ATLAS-DE-INDICADORES-ONU-2000-2010.pdf
http://revistas.bancomext.gob.mx/rce/magazines/107/7/RCE7.pdf
http://revistas.bancomext.gob.mx/rce/magazines/107/7/RCE7.pdf
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conurbación, así como la concreción de 

instrumentación de políticas públicas adecuadas 

que permitan un ejercicio público más eficiente, 

con carácter intermunicipal. 

 

El Consejo Nacional contará con la participación 

de los diferentes niveles de gobierno, del sector 

privado, social, así como de los académicos. Se 

integrará con una junta directiva, como órgano de 

gobierno, teniendo las funciones y 

responsabilidades que las disposiciones legales le 

otorguen para ejercer una administración eficaz, 

además contará con Consejo Técnico Consultivo, 

que estará compuesto por personas que se hayan 

destacado por su desempeño dentro del ámbito 

metropolitano y trayectoria profesional 

comprobable. 

 

Contar con un marco normativo propio, 

garantizará que la ejecución de los recursos sea 

transparente y que los requisitos para obtenerlos 

sean claros y de fácil cumplimiento. Con ello, la 

entidad federativa y municipios que conforman las 

metrópolis sean beneficiados con recursos para 

obras tangibles. La propuesta que presento no 

implica un gasto extraordinario, al no crear nuevas 

estructuras que impliquen el crecimiento del gasto 

corriente, ya que los gobiernos estatal y municipal 

mediante sus estructuras subsanaran las funciones 

que la propia ley describe. 

                                                 
19 García Canclini, Néstor, (coord.), Cultura y comunicación 

en la ciudad de México, Grijalbo, Universidad Autónoma 

Metropolitana, México, 1998, p. 20. 

Es importante recordar que el escenario global y 

nacional que vive nuestro país, nos obliga a 

enfrentar los retos económicos con programas y 

planes que detonen el desarrollo de las zonas con 

potencial económico, y social, con el objetivo de 

estar a la altura del proceso de globalización. 

Aunado a ello, es trascendental no dejar de lado, 

el carácter multicultural de las grandes ciudades 

mexicanas, el cual, se manifiesta, por una parte, en 

el espacio urbano diferenciado que debe 

entenderse tanto en términos estadísticos como 

simbólicos y, por otra, en los distintos grupos 

sociales que las habitan.19 En este sentido, las 

ciudades son escenario de heterogeneidad social y 

lugar de convergencia de culturas por la presencia 

de diversas procedencias sociales,20 ya que, en el 

pasado inmediato, su crecimiento y expansión 

fueron debido a la incorporación de tierras rurales, 

pueblos y municipios cercanos, así como por las 

costumbres y tradiciones que acompañan a los 

migrantes en su traslado, entre otros aspectos.  

Panorama Social de América Latina. Comisión 

Económica para América Latina y el Caribe.  

 

20 Prévot Schapira, Marie-Frances, “Fragmentación espacial 

y social: conceptos y realidades", en Perfiles 

Latinoamericanos, núm. 19, 2001, p. 36. 
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Índice de Competitividad Internacional 2017. Los países que forman parte de la muestra son: Alemania, 

Argentina, Australia, Austria, Bélgica, Brasil, Canadá, Chile, China, Colombia, Corea del Sur, Costa 

Rica, Dinamarca, España, Estados Unidos de América, Finlandia, Francia, Grecia, Guatemala, Holanda, 

Hungría, India, Indonesia, Irlanda, Israel, Italia, Japón, Malasia, México, Nigeria, Noruega, Panamá, 

Perú, Polonia, Portugal, Reino Unido, República Checa, Rusia, Sudáfrica, Suecia, Suiza, Tailandia y 

Turquía. 

Fuente:http://api.imco.org.mx/release/latest/vendor/imco/indicespi/documentos/Competitividad/%C3%8

Dndice%20de%20Competitividad%20Internacional/2017%20Memor%C3%A1ndum%20para%20el%20

presidente%20%282018-

2024%29/Documentos%20de%20resultados/2017%20ICI%20Libro%20completo%20-

%20Memor%C3%A1ndum%20para%20el%20Presidente.pdf 

Fuente:    

https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/44395/11/S1900051_es.pdf  

Desde esta perspectiva, la actual apertura comercial y el proceso de reestructuración económica 

mundial presentan a las naciones una diversificación de actividades productivas, por 

consecuencia unas nuevas tendencias en la distribución poblacional y en la expansión e 

interacción de las ciudades,1 en el cual, los aspectos positivos y negativos de las regiones 

metropolitanas están fuertemente ligados unos con otros, convirtiendo a la calidad del diseño y 

el uso eficiente de la infraestructura en factores para la estrategia de competitividad proveyendo 

un contexto de integración social.  

 

http://api.imco.org.mx/release/latest/vendor/imco/indicespi/documentos/Competitividad/%C3%8Dndice%20de%20Competitividad%20Internacional/2017%20Memor%C3%A1ndum%20para%20el%20presidente%20%282018-2024%29/Documentos%20de%20resultados/2017%20ICI%20Libro%20completo%20-%20Memor%C3%A1ndum%20para%20el%20Presidente.pdf
http://api.imco.org.mx/release/latest/vendor/imco/indicespi/documentos/Competitividad/%C3%8Dndice%20de%20Competitividad%20Internacional/2017%20Memor%C3%A1ndum%20para%20el%20presidente%20%282018-2024%29/Documentos%20de%20resultados/2017%20ICI%20Libro%20completo%20-%20Memor%C3%A1ndum%20para%20el%20Presidente.pdf
http://api.imco.org.mx/release/latest/vendor/imco/indicespi/documentos/Competitividad/%C3%8Dndice%20de%20Competitividad%20Internacional/2017%20Memor%C3%A1ndum%20para%20el%20presidente%20%282018-2024%29/Documentos%20de%20resultados/2017%20ICI%20Libro%20completo%20-%20Memor%C3%A1ndum%20para%20el%20Presidente.pdf
http://api.imco.org.mx/release/latest/vendor/imco/indicespi/documentos/Competitividad/%C3%8Dndice%20de%20Competitividad%20Internacional/2017%20Memor%C3%A1ndum%20para%20el%20presidente%20%282018-2024%29/Documentos%20de%20resultados/2017%20ICI%20Libro%20completo%20-%20Memor%C3%A1ndum%20para%20el%20Presidente.pdf
http://api.imco.org.mx/release/latest/vendor/imco/indicespi/documentos/Competitividad/%C3%8Dndice%20de%20Competitividad%20Internacional/2017%20Memor%C3%A1ndum%20para%20el%20presidente%20%282018-2024%29/Documentos%20de%20resultados/2017%20ICI%20Libro%20completo%20-%20Memor%C3%A1ndum%20para%20el%20Presidente.pdf
https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/44395/11/S1900051_es.pdf
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En la actualidad, más de 70% de la población del 

país vive en zonas urbanas, este proceso que inició 

a partir de los años cuarenta del siglo pasado en 

razón al auge del dinamismo económico y social 

que se registraba en las grandes ciudades basado 

en la concentración y centralización, dicha 

concentración se tradujo en mejores oportunidades 

de empleo, educación y vida, estimulando la 

migración del campo a la ciudad. Sin embargo, 

durante este periodo se ha observado que el 

desarrollo urbano ha sido desequilibrado y no 

planificado, motivo por el cual, las ciudades 

enfrentan graves problemas de inseguridad, 

contaminación del medio ambiente, escasez de 

agua, falta de transporte urbano adecuado y 

congestionamiento vehicular. 

 

El desafío del desarrollo metropolitano comienza 

por entender que los habitantes tienen sus 

derechos sociales y económicos vinculados con el 

territorio a través de la cobertura, garantía y 

aplicación de las funciones y servicios públicos 

municipales, que a su vez concurren con las 

responsabilidades concurrentes del Estado y 

municipios. En ese tenor, la presente ley atenderá 

las necesidades de las metrópolis en virtud de la 

tendencia acelerada del país; a concentrar cada vez 

más actividad económica para afrontar la 

problemática que presentan las zonas 

metropolitanas, regular la concurrencia y 

participación de los diferentes niveles de gobierno 

en lo concerniente a la administración y 

planificación.  

 

Aunado a ello, es por todos conocidos que para 

lograr el desarrollo de las zonas metropolitanas, es 

necesario planear un crecimiento integrado con 

estrategias enfocadas a fortalecer y potenciar las 

capacidades regionales de nuestra entidad, para 

esto, es necesario diseñar un órgano destinados a 

realizar la coordinación metropolitana, el cual será 

a través del Instituto Nacional de Planeación 

Metropolitana, el cual se integrara por un Consejo 

Consultivo, una Coordinación de Desarrollo 

                                                 
21 Sorribes, J., R. y otros, La ciudad. Economía, espacio, 

sociedad y medio ambiente, Tirant Humanidades, Valencia, 

2012. 

Metropolitano y las Comisiones metropolitanas, 

en la propuesta se señalan su integración y 

atribuciones que corresponderán a cada una de 

ellos. Estos órganos existirán como mecanismos 

de amplia participación ciudadana en donde se 

debatan, propongan y acuerden el que hacer, para 

atender los servicios y fenómenos de interés de 

orden metropolitano. 

 

Cabe destacar que la iniciativa tendrá como 

objetivo principal impulsar la gestión en el 

proceso de planeación de las zonas metropolitanas 

identificadas en cada entidad federativa del país, 

así como dotará a las autoridades con los 

mecanismos de coordinación metropolitana, 

evaluación, rendición de cuentas, y ejecución de 

los recursos económicos al institucionalizar el 

fondo metropolitano como mecanismo de 

financiamiento, el cual permitirá establecerá 

asignaciones presupuestales etiquetadas. 

 

Los gobiernos no han logrado reforzar la 

capacidad institucional ni de gestión, a pesar de los 

avances significativos en algunas zonas.21 Uno de 

los más grandes desafíos es el desarrollo de un 

plan de desarrollo metropolitano y de 

ordenamiento, que sea continuo, así como apostar 

por la densificación y no la dispersión de 

habitantes.  

 

Nuestro país, tiene grandes retos en el rubro de las 

metrópolis o zonas metropolitanas, en donde la 

asimetría de los gobiernos locales muchas veces 

no conlleva a una complementariedad sino a una 

fragmentación22 ocasionando obstáculos socio-

políticos en el desarrollo sustentable, por tal 

motivo, es necesario redefinir las 

responsabilidades de los actores y plantear 

mecanismos, instituciones e instrumentos que 

atiendan los temas fundamentales que aquejan a 

las zonas metropolitanas. 

 

La planeación tiene que estar dirigida de manera 

permanente al redimensionamiento de la 

22 Basañez, Pablo y Trani, Rafael, Gobernanza 

Metropolitana en México, Reunión Regional de Hábitat III 

para América Latina y el Caribe, 2016, Toluca, Estado de 

México. 
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estructura urbana hacia un crecimiento 

sustentable, por tal motivo, la presente iniciativa 

pretende lograr esta meta a mediano y largo plazo. 

La clave principal consistirá en encontrar los 

factores económicos, sociales y políticos para 

diseñar ciudades más productivas, con la meta de 

alcanzar un desarrollo económico regional, que 

refleje la satisfacción de las necesidades básicas de 

la población, así como la maximización de sus 

oportunidades, consiguiendo un equilibrio 

armónico en la coordinación y planeación de los 

factores que intervienen en el proceso del 

desarrollo metropolitano. 

 

Por todo lo anteriormente expresado, presento ante 

el pleno de ésta Asamblea, el presente proyecto de 

decreto, por el que se expide la Ley General para 

la Coordinación, Planeación y Desarrollo de las 

Zonas Metropolitanas, quedando de la siguiente 

manera: 

 

Artículo Único: Se expide la Ley General para la 

Coordinación, Planeación y Desarrollo de las 

Zonas Metropolitanas, para quedar de la siguiente 

manera: 

 

LEY GENERAL PARA LA 

COORDINACIÓN, PLANEACIÓN Y 

DESARROLLO DE LAS ZONAS 

METROPOLITANAS  

 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1. La presente ley es de orden público, de 

interés social y de observancia general en todo el 

territorio nacional y tiene por objeto establecer los 

lineamientos y bases generales para la 

coordinación y planeación estratégica para el 

desarrollo sustentable de las zonas metropolitanas, 

así como la adecuada regulación de las acciones 

concurrente que se ejecuten entre los diferentes 

órdenes de gobierno. 

 

Artículo 2. Para efectos de la presente Ley, se 

entenderá por: 

 

I.  Alcaldías: Divisiones territoriales de la Ciudad 

de México a las que se refiere el artículo 122 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos;  

 

II. Centros de Población: Las áreas 

constituidas por las zonas urbanizadas y las que se 

reserven para su expansión; 

 

III. Conurbación: La continuidad física y 

demográfica que formen dos o más centros de 

planeación; 

 

IV. Consejo Nacional: El Consejo Nacional de 

Planeación y Desarrollo Metropolitano; 

V. Consejo Estatal: El Consejo Estatal de 

Desarrollo Metropolitano; 

 

VI. Consejo Municipal: El Consejo Municipal 

de Desarrollo Metropolitano; 

 

VII. Consejo Técnico: El Consejo Técnico 

Consultivo; 

 

VIII. Desarrollo económico: Es el incremento 

cuantitativo y cualitativo de los recursos, 

capacidades y de la calidad de vida de la 

población, resultado de la transición de un nivel 

económico concreto a otro, logrado a través de un 

proceso de transformación estructural del sistema 

económico enfocado a largo plazo con la 

participación de los factores productivos y el 

óptimo aprovechamiento del crecimiento 

equitativo entre los factores y sectores de la 

producción, obteniendo mayores oportunidades y 

bienestar para la población; 

 

IX. Desarrollo metropolitano: Proceso de 

planeación, regulación, gestión, financiamiento y 

ejecución de acciones, obras y servicios, en zonas 

metropolitanas, que, por su población, extensión y 

complejidad, deberán participar en forma 

coordinada los tres órdenes de gobierno de 

acuerdo a sus atribuciones; 

 

X. Desarrollo Urbano: Proceso de planeación, 

y regulación de la fundación, conservación, 
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mejoramiento y crecimiento de los centros de 

población; 

 

XI. Desarrollo regional: Proceso de 

Crecimiento económico en dos o más Centros de 

Población determinados, garantizando el 

Mejoramiento de la calidad de vida de la 

población, la preservación del ambiente, así como 

la conservación y reproducción de los recursos 

naturales; 

 

XII. Equipamiento Urbano: El conjunto de 

inmuebles, instalaciones, construcciones, y 

mobiliario utilizado para prestar a la población los 

servicios urbanos para desarrollar actividades 

económicas, sociales, culturales, deportivas, 

educativas, de traslado y de abasto; 

 

XIII. Estructura vial: Conjunto de calles 

intercomunicadas, de uso común y propiedad 

pública, destinadas al libre tránsito de vehículos, 

unidades móviles, y peatones, entre las diferentes 

zonas metropolitanas, de carácter local, urbano, o 

regional. 

 

XIV. Fondo: El Fondo de Desarrollo 

Metropolitano; 

 

XV. Impacto metropolitano: Los resultados, 

efectos e incidencias de los planes, programas, 

proyectos, estudios, acciones, evaluaciones de las 

obras de infraestructura y su equipamiento que se 

prevén realizar en las zonas metropolitanas, 

 

XVI. Impacto Urbano: Es la influencia o 

alteración causada por alguna obra de carácter 

público o privado, que por su magnitud rebase las 

capacidades de la infraestructura o de los servicios 

públicos de la zona metropolitano donde se 

pretenda realizar afecte negativamente el espacio 

urbano, la imagen urbana y la estructura 

socioeconómica; 

 

XVII. Infraestructura Urbana: Los Sistemas, 

redes de organización y distribución de bienes y 

servicios de los centros de población; 

 

XVIII. Megalópolis: sistema de zonas 

metropolitanas y Centros de Población y sus áreas 

de influencia, vinculados de manera estrecha 

geográfica y funcionalmente. El umbral mínimo 

de población de una Megalópolis es de 10 millones 

de habitantes; 

 

XIX. Movilidad: capacidad, facilidad y 

eficiencia de tránsito o desplazamiento de las 

personas y bienes en el territorio, priorizando la 

accesibilidad universal, así como la 

sustentabilidad de la misma; 

 

XX. Secretaría: la Secretaría de Desarrollo 

Agrario, Territorial y Urbano; 

 

XXI. Servicios Urbanos: Las actividades 

operativas y servicios públicos prestadas 

directamente por la autoridad competente o 

concesionaria para satisfacer necesidades 

colectivas en los centros de población; 

 

XXII. Zona Metropolitana: Centros de Población 

o conurbaciones que, por su complejidad, 

interacciones, relevancia social y económica, 

conforman una unidad territorial de influencia 

dominante y revisten importancia estratégica para 

el desarrollo nacional. 

 

Artículo 3. La planeación y los programas de 

desarrollo de las zonas metropolitanas deberán 

realizarse conforme a lo establecido en los Planes 

Nacional, Estatal y Municipales de Desarrollo, 

observando los criterios establecidos en la Ley de 

Planeación y los diversos ordenamientos de 

carácter estatal. 

 

Artículo 4. El Consejo Consultivo podrá conocer 

de asuntos relacionados con la Zona 

Metropolitana, siendo competencia exclusiva de 

los ayuntamientos integrantes de conformidad con 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y la propia del Estado, la prestación de 

los servicios respecto de sus municipios. 

 

Artículo 5. En lo no previsto en la presente Ley se 

aplicarán, en forma supletoria, las Reglas de 

Operación del Fondo Metropolitano, la Ley 
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Orgánica de la Administración Pública Federal y 

Estatal, la Ley Orgánica del Municipio, la Ley de 

Planeación, la Ley General de Asentamientos 

Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 

Urbano, y los demás ordenamientos jurídicos en la 

materia. 

 

CAPÍTULO II 

ZONAS METROPOLITANAS 

 

Artículo 6. La declaración de Zona Metropolitana 

estará a cargo de la Legislatura de las entidades 

federativas, debiendo ser ratificada mediante 

acuerdo de coordinación que al efecto suscriban 

los ayuntamientos que la integren. Cuando una 

población o comunidad sea susceptible de 

incorporarse a la Zona Metropolitana por su 

cercanía geográfica, vinculación económica y 

social, el ayuntamiento correspondiente presentará 

la solicitud por escrito a la Legislatura, misma que 

aprobará o denegará su incorporación. 

 

Artículo 7. Los Municipios que sean reconocidos 

por Decreto o Declaratoria de Zonas 

Metropolitanas, podrán participar de manera 

coordinada y conjunta a través de convenios y 

programas de planeación urbana y en los demás 

concernientes al orden metropolitano para el 

beneficio de sus habitantes.  

 

Artículo 8. Los Municipios que conforman las 

Zonas Metropolitanas deberán elaborar o adecuar 

sus Programas Municipales, Sectoriales o 

Parciales de Desarrollo Urbano de acuerdo al 

Programa de Desarrollo Urbano de Zonas 

Metropolitanas, observando los criterios 

establecidos en las Leyes de Planeación a nivel 

federal y estatal. 

 

Artículo 9. El otorgamiento de uso de suelo, 

reservas y destinos de áreas y predios, se emitirán 

con base en la Ley General de Asentamientos 

Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 

Urbano, así como por la respectiva a nivel estatal. 

 

Artículo 10. Una vez publicada la declaratoria de 

una Zona metropolitana se deberá crear el Consejo 

Municipal correspondiente de dicha Zona. 

Artículo 11. Cada municipio que integre las 

Zonas Metropolitanas le corresponde promover, 

apoyar y fomentar programas y proyectos 

metropolitanos, de conformidad con los criterios 

tomados por el Consejo Estatal y Municipal 

respectivamente. 

 

Artículo 12. Los municipios integrantes de las 

Zonas Metropolitanas deberán realizar las obras y 

acciones que se determinen el Consejo Estatal y 

Municipal. 

 

CAPÍTULO III 

COORDINACIÓN METROPOLITANA 

 

Artículo 13. Las Zonas Metropolitanas celebrarán 

convenios de coordinación metropolitana con el 

objeto que los gobiernos Federal, de las entidades 

federativas y de los municipios respectivos 

convengan libremente a la planeación y regulación 

conjunta y coordinada de: 

 

I. El desarrollo de la Zona Metropolitana; 

 

II. La coordinación de planes, programas, 

presupuestos, recursos públicos y ciclos 

hacendarios en la Zona Metropolitana, y 

 

III. Los proyectos y programas de servicios 

públicos objeto de coordinación metropolitana. 

 

Artículo 14. Los convenios de coordinación 

metropolitana serán obligatorios para las partes 

que los firmen y por el término que así se describa. 

Si no se describe un término específico en el 

convenio de coordinación metropolitana, el 

término será indefinido y para su extinción se 

requiere del acuerdo del total de las partes que lo 

suscribieron. 

 

Artículo 15. Los convenios de coordinación 

metropolitana deberán contener cuando menos los 

siguientes capítulos: 

 

I. De Declaraciones: integrado por los datos 

generales de las partes y sus representantes; 

 



Enlace Parlamentario 33  

 

Lunes 8 de abril de 2019 

II. De Obligaciones: integrado por las 

obligaciones contraídas conjunta e 

individualmente por cada parte, en el que se 

precisen: 

 

a) Las funciones y servicios públicos municipales 

que son materia de coordinación metropolitana; 

b) El grado y alcance de la intervención de las 

instancias de coordinación metropolitana en las 

etapas de planeación, programación, 

presupuestación, ejecución, control, revisión y 

evaluación de las funciones y servicios públicos 

municipales, realización de infraestructura en el 

caso de la zona metropolitana, y de las 

atribuciones reservadas a los municipios en dichas 

áreas; 

 

c) Las fórmulas, montos determinados o 

determinables, límites o topes, condiciones de 

ejecución, suspensivas y de exclusión, tiempos y 

demás aspectos relativos a las aportaciones en 

recursos financieros, humanos y materiales que 

harán las partes para el caso de cada función o 

servicio público materia de coordinación 

metropolitana, así como para el funcionamiento de 

las instancias de coordinación metropolitana; y 

 

d) Las bases generales de la integración y 

operación del Fondo que se constituirá para los 

recursos financieros que se aporten para el 

desarrollo de los proyectos metropolitanos; 

 

III. De Sanciones y Controversias: integrado por 

las sanciones convenidas para el caso del 

incumplimiento de las obligaciones contraídas y la 

indicación de las instancias jurisdiccionales ante 

las que se dirimirán las posibles controversias 

derivadas de su aplicación; y 

 

IV. De Validación: integrado por la indicación del 

lugar y fecha de su celebración, así como la 

identificación, firma autógrafa y sello oficial de 

los representantes de las partes. 

 

Artículo 16. Son materias de interés público, para 

efectos de coordinación metropolitana, las 

siguientes: 

 

I. La planeación del desarrollo sustentable 

metropolitano; 

 

II. La infraestructura metropolitana; 

 

III. El Impacto Urbano;  

 

IV. La Estructura vial;  

 

V. La realización de funciones y prestación de 

servicios públicos en coordinación metropolitana; 

y 

 

VI. Las demás que establezca el convenio 

respectivo o se autoricen conjuntamente dentro de 

sus respectivas competencias. 

 

Artículo 17. Los convenios de coordinación 

metropolitana estarán sujetos a revisión y, en su 

caso, a modificación, a solicitud de: 

 

I. Cualquiera de las partes integrantes de la Zona 

Metropolitana, durante los primeros doce meses 

del periodo constitucional de la entidad federativa 

o municipio correspondiente; 

 

II. Cuando menos la mitad más uno de los 

municipios integrantes de la Zona Metropolitana, 

en cualquier tiempo. 

 

Artículo 18. Para incluir a un municipio en un 

convenio de coordinación metropolitana se 

requiere que el municipio interesado o parte del 

mismo forme parte de la Zona Metropolitana en 

los términos de la declaración oficial 

correspondiente expedida por la Legislatura de la 

entidad federativa; o en su caso cuando las partes 

suscribientes del convenio acepten la inclusión del 

municipio interesado, realizando las 

modificaciones al convenio correspondiente. 

Cualquier modificación debe aprobarse por todas 

las partes suscribientes del convenio. 

 

Artículo 19. Los municipios integrantes de la 

Zona Metropolitana, y el gobierno del estado 

suscribirán y publicarán un Reglamento para la 

creación de las instancias metropolitanas y las 

demás instancias que resulten necesarias para la 
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administración de recursos públicos, la gestión de 

las acciones administrativas, de gobierno, la 

contratación pública, la regulación de funciones 

y/o servicios públicos que resulten de la 

coordinación de la Zona Metropolitana. 

 

CAPÍTULO IV 

EJES RECTORES METROPOLITANOS 

 

Artículo 20. Los ejes rectores para la 

coordinación, planeación y el desarrollo 

metropolitano serán los siguientes: 

 

I. Planeación, proponer planes de desarrollo 

metropolitano para mantener los centros de 

producción y sostenimiento económico, social, y 

cultural. 

 

II. Infraestructura, Se impulsarán obras de 

infraestructura o equipamientos que beneficien la 

calidad de vida bajo los principios de 

sustentabilidad y economía. 

 

III. Medio Ambiente y sustentabilidad, se 

priorizará la conservación del medio ambiente 

utilizando tecnologías sustentables, y buscando en 

todo momento la armonización de los 

ordenamientos locales a la metropolización para 

una mejor calidad de vida, observando en todo 

momento el impacto urbano; 

 

IV. Movilidad; deberá buscarse un transporte 

público acorde a las necesidades de las metrópolis, 

prefiriendo el transporte colectivo sobre el 

particular, la bicicleta, y cualquier otro medio de 

transporte sustentable que beneficie al medio 

ambiente, buscando en todo momento la 

sustentabilidad, la economía y la suficiencia; 

 

V. Seguridad Vial. Las políticas públicas en 

materia de movilidad y transporte de personas y 

bienes, las cuales privilegiaran las acciones de 

prevención del delito e incidentes de tránsito, con 

el fin de proteger la integridad física de las 

personas. Así como establecer las acciones 

correspondientes a fin de diseñar ciudades seguras 

para los peatones, y movilidad en las metrópolis.   

 

VI. Seguridad Pública, coordinación entre las 

fuerzas de seguridad pública federal, estatal y 

municipal para mitigar la inseguridad en las Zonas 

Metropolitanas. 

 

Artículo 21. Los programas, proyectos, convenios 

de coordinación y decisiones de los Consejos 

Estatal y Municipal deberán tener como principio 

cuando menos estos ejes. 

 

CAPÍTULO IV 

SISTEMA NACIONAL DE PLANEACIÓN 

DE LAS ZONAS METROPOLITANAS 

 

Artículo 22. El Sistema Nacional de Planeación 

de las Zonas Metropolitanas, será una política de 

carácter sectorial y regional que coadyuvará a los 

objetivos del Plan Nacional de Desarrollo, de los 

programas federales y planes estatales y 

municipales. 

 

La planeación de las zonas metropolitanas estará a 

cargo, de manera concurrente, en la Federación, 

las entidades federativas, los municipios y las 

alcaldías, de acuerdo a la competencia que les 

determina la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y las demás disposiciones en la 

materia. 

 

Artículo 23. La planeación se llevará a cabo 

sujetándose al Programa Nacional de 

Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, a 

través de: 

 

I. Los programas de zonas metropolitanas o 

conurbaciones; 

 

II. Los planes o programas municipales de 

Desarrollo Urbano, y 

 

Los planes o programas serán de carácter 

obligatorio, así mismo, los instrumentos de 

planeación deberán ser congruentes entre sí, 

contando con los dictámenes de validación 

emitidos por los diferentes órdenes de gobierno, 

para su aplicación y cumplimiento, además 

deberán incorporarse al sistema de información 

territorial y urbano.  
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El carácter obligatorio de los planes y programas, 

es con la finalidad de cumplir con el requisito para 

acceder a los recursos otorgados y asignados a la 

Zona Metropolitana a través del Fondo a que hace 

referencia esta ley. 

 

La Federación y las entidades federativas podrán 

convenir mecanismos de planeación de las zonas 

metropolitanas para coordinar acciones e 

inversiones que propicien el desarrollo y 

regulación de los asentamientos humanos, con la 

participación que corresponda a los municipios y 

alcaldías de la ciudad de México, de acuerdo con 

la legislación local. 

 

CAPÍTULO V 

PROGRAMA NACIONAL DESARROLLO 

PARA LAS ZONAS METROPOLITANAS 

 

Artículo 24. El programa nacional se sujetará a las 

previsiones del plan nacional de desarrollo y a la 

estrategia nacional de ordenamiento territorial y 

contendrá por lo menos: 

 

I. Las políticas, objetivos, prioridades y 

lineamientos estratégicos para el Desarrollo 

Urbano y Desarrollo Metropolitano del país; 

 

II. Las necesidades que en materia de Desarrollo 

Urbano planteen el volumen, estructura, dinámica 

y distribución de la población; 

 

III. Las políticas generales para el ordenamiento 

territorial, de las zonas metropolitanas, 

conurbaciones y centros de población; 

 

IV. Los lineamientos y estrategias que orienten la 

inversión pública y privada a proyectos 

prioritarios para el Desarrollo Urbano del país; 

 

V. Los mecanismos e instrumentos financieros 

para el desarrollo urbano; 

 

VII. Esquemas y mecanismos que fomenten la 

equidad, inclusión y accesibilidad universal en el 

Desarrollo Urbano. 

 

Artículo 25. El programa nacional para el 

desarrollo de las Zonas Metropolitanas será 

presentado por el titular del Ejecutivo Federal, 

treinta días después de la aprobación por parte de 

la Cámara de Diputados del Plan Nacional de 

Desarrollo. y estará sometido a un proceso 

permanente de control y evaluación. Tanto su 

presentación como sus modificaciones serán 

publicadas en el Diario Oficial de la Federación y 

remitidas a la Cámara de Diputados. 

 

La Secretaría promoverá la participación social en 

la elaboración, actualización y ejecución del 

programa nacional atendiendo a la Ley de 

Planeación. 

 

La Secretaría, anualmente, presentará un informe 

de ejecución y seguimiento del Programa 

Nacional a la Cámara de Diputados. 

 

CAPÍTULO VI 

PROGRAMAS ESTATALES DE 

PLANEACIÓN PARA LAS ZONAS 

METROPOLITANAS 

 

Artículo 26. El programa estatal será presentado y 

modificado por las autoridades locales, con las 

formalidades previstas en la legislación estatal en 

la materia. La legislación estatal determinará la 

forma y procedimientos para que los sectores 

social y privado participen en la formulación, 

modificación, evaluación y vigilancia de los 

planes estatales.  

 

Las autoridades encargadas de la ejecución tienen 

la obligación de facilitar su consulta pública de 

forma física en sus oficinas y de forma electrónica, 

a través de sus sitios web, en términos de la 

legislación en materia de transparencia. 

 

Artículo 27. Las entidades federativas, al elaborar 

sus programas estatales por lo menos deberán 

considerar los elementos siguientes: 

 

I. Los lineamientos generales de articulación y 

congruencia con la estrategia nacional de 

ordenamiento territorial; 
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II. El análisis y congruencia territorial con el 

programa nacional, y 

 

III. Las leyes federales, reglamentos, normas. 

Artículo 28. Los programas estatales por lo menos 

contendrán: 

 

I. Análisis de los objetivos y resultados deseados, 

respecto de las estrategias a mediano y largo plazo 

a implementarse, y su evaluación; 

 

II. La definición de las acciones y de los proyectos 

estratégicos que permitan su implementación; 

 

III. La determinación de metas; 

 

CAPÍTULO VII 

PROGRAMAS METROPOLITANOS Y DE 

ZONAS CONURBADAS 

 

Artículo 29. Cuando uno o más centros urbanos 

situados en territorios municipales o alcaldías de 

dos o más entidades federativas formen una 

continuidad física y demográfica, la Federación, 

las entidades federativas, los municipios o las 

alcaldías de la Ciudad de México respectivas, en 

el ámbito de sus competencias, planearán y 

regularán de manera conjunta y coordinada el 

desarrollo de dichos centros urbanos con apego a 

lo dispuesto por esta Ley, y constituirán una Zona 

Metropolitana o conurbada interestatal. 

 

Artículo 30. La Federación, las entidades 

federativas, los municipios y las alcaldías deberán 

convenir la delimitación y constitución de una 

Zona Metropolitana o conurbada cuando sea 

procedente el estudio y planeación conjunta de dos 

o más Centros de Población, situados en el 

territorio de entidades federativas vecinas. 

 

En las zonas metropolitanas interestatales y 

conurbaciones interestatales se constituirá una 

comisión de ordenamiento, que tendrá carácter 

permanente y será integrada por un representante 

de cada entidad federativa y de cada municipio que 

lo integre, así como un representante de la 

Secretaría quien lo presidirá; funcionará como 

mecanismo de coordinación institucional y de 

concertación de acciones e inversiones con los 

sectores social y privado. 

 

Dicha comisión formulará y aprobará el programa 

de ordenación de la Zona Metropolitana o 

conurbada interestatal e intermunicipal, así como 

gestionará y evaluará su cumplimiento. 

 

Artículo 31. Las zonas metropolitanas o 

conurbaciones ubicadas en el territorio de uno o 

más municipios de una misma entidad federativa, 

serán reguladas por la legislación local y se 

coordinarán con las autoridades federales y 

estatales, atendiendo a los principios, políticas y 

lineamientos a que se refiere esta Ley. Los 

gobiernos Federal, estatales, municipales y de las 

alcaldías de la Ciudad de México, planearán de 

manera conjunta y coordinada su desarrollo, con 

la participación efectiva de la sociedad, así como 

para la más eficaz prestación de los servicios 

públicos. 

 

Artículo 32. Son de interés metropolitano: 

 

I. La planeación del ordenamiento del territorio y 

los Asentamientos Humanos; 

 

II. La infraestructura vial, tránsito, transporte y la 

Movilidad; 

 

III. El suelo y las Reservas territoriales; 

 

IV. La Densificación, consolidación urbana y uso 

eficiente del territorio, con espacios públicos 

seguros y de calidad, como eje articulador; 

 

V. Las políticas habitacionales y las relativas al 

equipamiento regional y metropolitano; 

 

VI. La localización de espacios para desarrollo 

industrial de carácter metropolitano; 

 

VII. La gestión integral del agua y los recursos 

hidráulicos, incluyendo el agua potable, el drenaje, 

saneamiento, tratamiento de aguas residuales, 

recuperación de cuencas hidrográficas y 

aprovechamiento de aguas pluviales; 
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VIII. La preservación y restauración del equilibrio 

ecológico, el aprovechamiento sustentable de los 

recursos naturales y la protección al ambiente, 

incluyendo la calidad del aire y la protección de la 

atmósfera; 

 

IX. La gestión integral de residuos sólidos 

municipales, especialmente los industriales y 

peligrosos; 

 

X. La prevención, mitigación y Resiliencia ante 

los riesgos y los efectos del cambio climático; 

 

XI. La infraestructura y equipamientos de carácter 

estratégico y de seguridad; 

 

XII. La accesibilidad universal y la Movilidad; 

 

XIII. La seguridad pública, y 

 

XIV. Otras acciones que, a propuesta de la 

comisión de ordenamiento, se establezcan o 

declaren por las autoridades competentes. 

 

Artículo 33. Para efectos del artículo anterior, la 

Secretaría emitirá los lineamientos a través de los 

cuales se establecerán los métodos y 

procedimientos para medir y asegurar que los 

proyectos y acciones vinculados con políticas, 

directrices y acciones de interés metropolitano, 

cumplan con su objetivo de cobertura y guarden 

congruencia con los distintos niveles y ámbitos de 

planeación. 

 

CAPÍTULO VIII 

GOBERNANZA METROPOLITANA 

 

Artículo 34. Para lograr una eficaz gobernanza 

metropolitana, se establecerán los mecanismos y 

los instrumentos de carácter obligatorio que 

aseguren la acción coordinada institucional de los 

tres órdenes de gobierno y la participación de la 

sociedad. 

 

La gestión de las zonas metropolitanas o 

conurbaciones se efectuará a través de las 

instancias siguientes: 

 

I. Una comisión de ordenamiento metropolitano o 

de Conurbación, según se trate, que se integrará 

por la Federación, las entidades federativas, los 

municipios y las alcaldías de la zona de que se 

trate, quienes participarán en el ámbito de su 

competencia para cumplir con los objetivos y 

principios a que se refiere esta Ley. Tendrán como 

atribuciones coordinar la formulación y 

aprobación de los programas metropolitanos, así 

como su gestión, evaluación y cumplimiento. Esta 

Comisión podrá contar con subcomisiones o 

consejos integrados por igual número de 

representantes de los tres órdenes de gobierno; 

 

II. Un consejo consultivo de desarrollo 

metropolitano que promoverá los procesos de 

consulta pública e interinstitucional en las diversas 

fases de la formulación, aprobación, ejecución y 

seguimiento de los programas. 

 

Dicho Consejo se integrará con perspectiva de 

género, por representantes de los tres órdenes de 

gobierno y representantes de agrupaciones 

sociales legalmente constituidas, colegios de 

profesionistas, instituciones académicas y 

expertos en la materia, este último sector que 

deberá conformar mayoría en el consejo. Sus 

integrantes elegirán a quien los presida; 

 

III. Los mecanismos de carácter técnico a cargo de 

las entidades federativas, municipios y alcaldías, 

bajo la figura que corresponda sesionarán 

permanentemente. La comisión de ordenamiento 

metropolitano y el consejo consultivo de 

Desarrollo Metropolitano que sesionarán por lo 

menos trimestralmente. Los instrumentos 

jurídicos, para su integración y funcionamiento, y 

su reglamento interior, estarán sujetos a lo 

señalado por esta Ley y la legislación estatal 

aplicable; 

 

IV. Las instancias que permitan la prestación de 

servicios públicos comunes, y 

 

V. Los mecanismos y fuentes de financiamiento 

de las acciones metropolitanas contemplando, 

entre otros, el fondo metropolitano. 
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Artículo 35. Los programas de las zonas 

metropolitanas o conurbaciones, deberán tener por 

lo menos: 

I. Congruencia con la estrategia nacional de 

ordenamiento territorial; 

 

II. Un diagnóstico integral que incluya una visión 

prospectiva de corto, mediano y largo plazo; 

 

III. Estrategias y proyectos para el desarrollo 

integral de la Zona Metropolitana o Conurbación, 

que articulen los distintos ordenamientos, planes o 

programas de desarrollo social, económico, 

urbano, turístico, ambiental y de cambio climático 

que impactan en su territorio; 

 

IV. La delimitación de los Centros de Población 

con espacios geográficos de reserva para una 

expansión ordenada a largo plazo, que considere 

estimaciones técnicas del crecimiento; 

 

V. Las prioridades para la ocupación de suelo 

urbano vacante, la urbanización ordenada de la 

expansión periférica y la localización adecuada 

con relación al área urbana consolidada de suelo 

apto para la urbanización progresiva; 

 

VI. Las políticas e instrumentos para la 

reestructuración, localización, Mejoramiento de la 

infraestructura y los equipamientos del ámbito 

metropolitano; 

 

VII. Las acciones y las previsiones de inversión 

para la dotación de infraestructura, equipamiento 

y Servicios Urbanos que sean comunes a los 

Centros de Población de la zona conurbada; 

 

VIII. Las acciones de Movilidad, incluyendo los 

medios de transporte público masivo, los sistemas 

no motorizados y aquellos de bajo impacto 

ambiental; 

 

IX. Las previsiones y acciones para mejorar las 

condiciones ambientales y el manejo integral de 

agua; 

 

X. Las previsiones y acciones prioritarias para 

conservar, proteger, acrecentar y mejorar el 

Espacio Público; 

 

XI. Las estrategias para la Conservación y el 

Mejoramiento de la imagen urbana y del 

Patrimonio Natural y Cultural; 

 

XII. Las estrategias de seguridad, prevención del 

riesgo y Resiliencia, y 

 

XIII. Metodología o indicadores para dar 

seguimiento y evaluar la aplicación y el 

cumplimiento de los objetivos del programa de la 

Zona Metropolitana o Conurbación. 

 

Adicionalmente, los municipios y, en su caso, las 

alcaldías, podrán formular y aprobar programas 

parciales que establecerán el diagnóstico, los 

objetivos y las estrategias gubernamentales para 

los diferentes temas o materias, priorizando los 

temas de interés metropolitano establecidos en 

esta Ley. 

 

Artículo 36. Una vez aprobados los programas de 

las zonas metropolitanas o conurbaciones, los 

municipios y las alcaldías, respectivas, en el 

ámbito de sus jurisdicciones, tendrán el plazo de 

un año para expedir o adecuar sus planes o 

programas de desarrollo urbano y los 

correspondientes a los Centros de Población 

involucrados, los cuales deberán tener la debida 

congruencia, coordinación y ajuste con el 

programa de la zona metropolitana o conurbación 

correspondiente. 

 

Artículo 37. Las Megalópolis o zonas 

metropolitanas con relaciones funcionales 

económicas y sociales, y con problemas 

territoriales y ambientales comunes, se 

coordinarán en las materias de interés 

metropolitano con la Secretaría, demás 

dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal, y con el gobierno de las entidades 

federativas de las zonas metropolitanas 

correspondientes. 
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La atención y resolución de problemas y 

necesidades urbanas comunes a Centros de 

Población fronterizos con relación a localidades 

de otros países, se sujetarán a los tratados, 

acuerdos y convenios internacionales en la 

materia. En la atención y resolución de dichos 

problemas y necesidades urbanas se promoverá la 

participación de las entidades federativas y los 

municipios respectivos. 

 

CAPÍTULO IX 

PLANES Y PROGRAMAS MUNICIPALES 

DE DESARROLLO URBANO 

 

Artículo 38. Los planes y programas municipales 

de Desarrollo Urbano señalarán las acciones 

específicas necesarias para la Conservación, 

Mejoramiento y Crecimiento de los Centros de 

Población, asimismo establecerán la Zonificación 

correspondiente. En caso de que el ayuntamiento 

expida el programa de Desarrollo Urbano del 

centro de población respectivo, dichas acciones 

específicas y la Zonificación aplicable se 

contendrán en este programa. 

 

Artículo 39. Las entidades federativas, los 

municipios y las alcaldías, promoverán la 

elaboración de programas parciales y polígonos de 

actuación que permitan llevar a cabo acciones 

específicas para el Crecimiento, Mejoramiento y 

Conservación de los Centros de Población, para la 

formación de conjuntos urbanos y barrios 

integrales. 

 

Dichos programas parciales serán regulados por la 

legislación estatal y podrán integrar los 

planteamientos sectoriales del Desarrollo Urbano, 

en materias tales como: centros históricos, 

Movilidad, medio ambiente, vivienda, agua y 

saneamiento, entre otras. 

 

Artículo 40. Las leyes locales establecerán 

esquemas simplificados de planeación para las 

localidades menores a cincuenta mil habitantes 

que, en su caso, deberán tener la debida 

congruencia, coordinación y ajuste con planes o 

programas de Desarrollo Urbano elaborados 

conforme a las disposiciones de esta Ley. 

Artículo 41. Las autoridades de la Federación, las 

entidades federativas, los municipios y las 

alcaldías, en la esfera de sus respectivas 

competencias, harán cumplir los planes o 

programas de Desarrollo Urbano y la observancia 

de esta Ley y la legislación estatal de Desarrollo 

Urbano. 

 

Artículo 42. El ayuntamiento, una vez que 

apruebe el plan o programa de Desarrollo Urbano, 

y como requisito previo a su inscripción en el 

Registro Público de la Propiedad, deberá consultar 

a la autoridad competente de la entidad federativa 

de que se trate, sobre la apropiada congruencia, 

coordinación y ajuste de dicho instrumento con la 

planeación estatal y federal. La autoridad estatal 

tiene un plazo de noventa días hábiles para dar 

respuesta, contados a partir de que sea presentada 

la solicitud señalará con precisión si existe o no la 

congruencia y ajuste. Ante la omisión de respuesta 

opera la afirmativa ficta. 

 

En caso de no ser favorable, el dictamen deberá 

justificar de manera clara y expresa las 

recomendaciones que considere pertinentes para 

que el ayuntamiento efectúe las modificaciones 

correspondientes. 

 

Artículo 43. Los planes y programas de 

Desarrollo Urbano deberán considerar los 

ordenamientos ecológicos y los criterios generales 

de regulación ecológica de los Asentamientos 

Humanos establecidos en el artículo 23 de la Ley 

General del Equilibrio Ecológico y la Protección 

al Ambiente y en las normas oficiales mexicanas 

en materia ecológica. 

 

Las autorizaciones de manifestación de impacto 

ambiental que otorgue la Secretaría de Medio 

Ambiente y Recursos Naturales o las entidades 

federativas y los municipios conforme a las 

disposiciones jurídicas ambientales, deberán 

considerar la observancia de la legislación y los 

planes o programas en materia de Desarrollo 

Urbano. 

 

Artículo 44. Los planes o programas de 

Desarrollo Urbano deberán considerar las normas 
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oficiales mexicanas emitidas en la materia, las 

medidas y criterios en materia de Resiliencia 

previstos en el programa nacional de 

ordenamiento territorial y desarrollo urbano y en 

los atlas de riesgos para la definición de los Usos 

del suelo, Destinos y Reservas. Las autorizaciones 

de construcción, edificación, realización de obras 

de infraestructura que otorgue la Secretaría o las 

entidades federativas, los municipios y las 

alcaldías, deberán realizar un análisis de riesgo y 

en su caso definir las medidas de mitigación para 

su reducción en el marco de la Ley General de 

Protección Civil. 

 

CAPÍTULO X 

CONSEJO NACIONAL DE PLANEACIÓN 

Y DESARROLLO METROPOLITANO 

 

Artículo 45. El Consejo Nacional de Planeación y 

Desarrollo Metropolitano será un organismo 

descentralizado de la Administración Pública 

Federal, no sectorizado, con personalidad jurídica, 

patrimonio propio y autonomía operativa, técnica, 

presupuestal y administrativa, con sede en la 

Ciudad de México. 

 

El Consejo Nacional contará con Oficinas de 

Representación, cómo órganos de representación 

en las entidades federativas, en las que así se 

requiera. 

 

Artículo 46. El Consejo Nacional tendrá como 

objeto principal ofrecer a las autoridades de los 

tres niveles de gobierno, a los organismos 

privados, y al sector social, las herramientas de 

planeación y control para lograr un 

redimensionamiento de la estructura urbana, 

acorde con las necesidades presentes y futuras de 

las megalópolis o zonas metropolitanas, 

procurando mejorar y fortalecer su infraestructura 

de manera permanente. 

 

Artículo 47. El patrimonio del Consejo Nacional 

se integrará con: 

 

I. Los bienes muebles e inmuebles que le 

asigne el Ejecutivo Federal y los que adquiera por 

cualquier título legal; 

II. Las asignaciones presupuestales, 

transferencias, subsidios, participaciones, 

donaciones y legados que reciba y, en general, con 

los ingresos que obtenga por actividades 

relacionadas con su objeto, previstas en esta Ley, 

y 

 

III. Con los productos que adquiera por la 

venta de sus publicaciones. 

 

Artículo 48. El Consejo Nacional deberá 

desarrollar sus actividades a las políticas, 

estrategias y prioridades que se establezcan en el 

Plan Nacional de Desarrollo, así como el 

Programa Nacional de Desarrollo Urbano del 

Territorio. 

 

Artículo 49. Será competencia del Consejo: 

 

I. Efectuar y realizar a solicitud de los 

gobiernos federal, estatal, de los municipios o de 

las alcaldías, los estudios de planeación, 

supervisión y control de las obras tendientes a 

mejorar la infraestructura urbana de una zona 

metropolitana determinada. 

 

II. Instrumentar el contenido técnico, 

administrativo, financiero y de gestión, que 

permitan impulsar el desarrollo de los proyectos 

estructurales, logrando el crecimiento armónico de 

la conurbación. 

 

III. Realizar las observaciones y emitir 

recomendaciones para la instrumentación de 

políticas públicas adecuadas. 

 

IV. Impulsar y fomentar la celebración de 

convenios de colaboración entre municipios, y/o 

alcaldías, y/o estados para detonar el desarrollo 

urbano regional. 

 

V. Las demás atribuciones que se le otorguen 

en las disposiciones jurídicas aplicables. 

 

Artículo 50. El Consejo Nacional contará con los 

órganos siguientes: 
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I. Una Junta de Gobierno, como órgano de 

gobierno; 

 

II. Una Dirección General, como órgano de 

administración; 

 

III. Un Consejo Técnico Consultivo como 

órgano de participación, consulta y vinculación 

con las Megalópolis y/o Zonas Metropolitanas; y 

 

El Consejo Nacional tendrá las áreas 

administrativas necesarias para garantizar la 

atención que se establezcan en el reglamento. 

 

Artículo 51. La Junta de Gobierno estará 

integrada por: 

 

I. El Secretario de la Secretaría de Desarrollo 

Agrario, Territorial y Urbano, mismo que fungirá 

como Presidente; 

 

II. El Subsecretario de Desarrollo Urbano y 

Vivienda; 

 

III. El Subsecretario de Ordenamiento Territorial; 

 

IV. Un servidor público que fungirá como 

representante de las secretarías: 

 

a) Hacienda y Crédito Público; 

 

b) Gobernación; 

 

c) Comunicaciones y Transportes; 

 

d) Seguridad y Protección Ciudadana; 

 

e) Medio Ambiente Recursos Naturales; 

 

V. Un representante del Banco Nacional de Obras 

y Servicios Públicos S.N.C., 

 

VI. Una representación del Consejo Técnico 

Consultivo.  

 

VII. La persona titular de la Comisión de 

Desarrollo Urbano, Ordenamiento Territorial y 

Vivienda, y Zonas Metropolitanas y Movilidad de 

la Cámara de Senadores, así como de la Comisión 

de Desarrollo Metropolitano, Urbano, 

Ordenamiento Territorial y Movilidad de la 

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión; 

participarán como invitados permanentes con 

derecho a voz sin voto. 

 

Cada miembro propietario contará con un 

suplente. Los suplentes tendrán derecho a voz y 

voto en ausencia de su titular. 

 

Artículo 52. La Junta de Gobierno celebrará 

sesiones ordinarias por lo menos cuatro veces al 

año y las extraordinarias que proponga su 

Presidente, o en su caso, aquellas que convoquen 

cuando menos tres de sus miembros. 

 

Artículo 53. La Junta de Gobierno sesionará 

válidamente con la asistencia de por lo menos la 

mitad más uno de sus integrantes. Las 

resoluciones se tomarán por mayoría de votos de 

las y los integrantes presentes, teniendo su 

Presidente voto de calidad en caso de empate. 

 

Artículo 54. La Junta de Gobierno, además de las 

atribuciones que le confiere el artículo 58 de la 

Ley Federal de las Entidades Paraestatales, tendrá 

las siguientes facultades: 

 

I. Aprobar el proyecto de presupuesto anual 

del Consejo Nacional y su programa operativo 

anual, a propuesta de su Director o Directora 

General; 

 

II. Definir los criterios, prioridades y metas 

del Consejo Nacional; 

 

III. Realizar observaciones y propuestas a los 

programas, proyectos, estrategias y acciones que 

las instancias de gobierno integrantes de la misma, 

realicen, así como el seguimiento y evaluación que 

corresponda; 

 

IV.     Aprobar los términos mínimos de referencia, 

conforme a los cuales deben realizarse los estudios 

de naturaleza académica y técnica de las zonas 

metropolitanas. 
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V.    Aprobar las bases y procedimientos a través 

de los cuales se llevarán a efecto las obras, en 

concordancia con la legislación aplicable. 

VI.      Determinar los requisitos que deben reunir 

los integrantes del Consejo Técnico. 

 

VII. Definir los lineamientos y criterios para la 

celebración de convenios y acuerdos de 

colaboración, coordinación y concertación con las 

dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal, con los gobiernos estatales, 

municipales, y alcaldías, con las organizaciones de 

los sectores social y privado, así como con 

organismos internacionales; 

 

VIII. Aprobar, sin que se requiera autorización 

de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, las 

adecuaciones presupuestales a los programas del 

Consejo Nacional que no impliquen la afectación 

de su monto total autorizado, recursos de 

inversión, proyectos financiados con crédito 

externo ni el cumplimiento de los objetivos y 

metas comprometidos; 

 

IX. Decidir el uso y destino de los recursos 

autorizados y la aplicación de ingresos 

excedentes; 

 

X. Autorizar la apertura de cuentas de 

inversión financiera; 

 

XI. Aprobar el Estatuto del Servicio 

Profesional de Carrera, a propuesta del Director o 

Directora General del Consejo Nacional; 

 

XII. Aprobar las disposiciones y criterios para 

racionalizar el gasto administrativo y autorizar las 

erogaciones identificadas como gasto sujeto a 

criterios de racionalidad, y 

 

XIII. Aprobar el Estatuto Orgánico del Consejo 

Nacional. 

 

Artículo 55. El Director o Directora General del 

Consejo Nacional será designado y removido por 

el Presidente de la República, de quien dependerá 

directamente, debiendo reunir los requisitos 

previstos en el artículo 21 de la Ley Federal de las 

Entidades Paraestatales, así como acreditar 

experiencia suficiente en el estudio del fenómeno 

metropolitano. 

Durará en su encargo cuatro años, y podrá ser 

reelecto para un periodo inmediato por una sola 

ocasión. 

 

Artículo 56. El Director o Directora General, 

además de las facultades y obligaciones que le 

confiere el artículo 59 de la Ley Federal de las 

Entidades Paraestatales, tendrá las siguientes: 

 

I. Planear, programar, organizar, dirigir, 

controlar y evaluar el buen funcionamiento del 

Consejo Nacional, dando cumplimiento a los 

fines, atribuciones y funciones establecidas en esta 

Ley; 

 

II. Celebrar y otorgar toda clase de actos y 

documentos respecto del objeto del Consejo 

Nacional; 

 

III. Ejecutar los acuerdos de la Junta de 

Gobierno; 

 

IV. Dar a conocer a la Junta de Gobierno las 

propuestas del Consejo Técnico Consultivo; 

 

V. Ejercer el presupuesto con sujeción a las 

disposiciones legales, reglamentarias y 

administrativas aplicables, así como elaborar el 

anteproyecto de presupuesto que corresponda; 

 

VI. Elaborar y presentar el Estatuto Orgánico y 

el Estatuto del Servicio Profesional de Carrera, 

para aprobación de la Junta de Gobierno; aprobar 

las Reglas de Operación y la reglamentación 

interna de los programas sustantivos, así como sus 

modificaciones; y expedir los manuales de 

organización, de procedimientos y de servicios del 

Consejo Nacional; 

 

VII. Acordar las condiciones generales de 

trabajo del Instituto; 

 

VIII. Informar a la Junta de Gobierno sobre el 

ejercicio de las facultades que este artículo le 

concede, y  
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IX. Las que le confieren los ordenamientos 

aplicables y las demás que, con fundamento en 

esta Ley, le delegue la Junta de Gobierno. 

 

Artículo 57. El Consejo Técnico Consultivo, se 

integrará con perspectiva de género, por 

representantes de los tres órdenes de gobierno y 

representantes de agrupaciones sociales 

legalmente constituidas, colegios de 

profesionistas, instituciones académicas y 

expertos en la materia, este último sector que 

deberá conformar mayoría en el Consejo Técnico. 

Sus integrantes elegirán a quien los presida.  

 

En lo que respecta a los representantes de las 

agrupaciones sociales legalmente constituidas, 

colegios de profesionistas, instituciones 

académicas y expertos en la materia, el Consejo 

Técnico Consultivo, se conformara por 18 

expertos en Desarrollo Metropolitano, 

seleccionados por medio de convocatoria abierta, 

y con base en evaluaciones de conocimientos 

generales, psicométricos y de conocimientos 

técnicos. La decisión final corresponderá a los 

integrantes de la Junta Directiva.  

 

Quien sea Presidente o Presidenta del mismo 

durará en su encargo hasta cuatro años, con la 

posibilidad de reelegirse en una sola ocasión, en 

un periodo inmediato. Los integrantes del Consejo 

Técnico durarán en su encargo cinco años, y 

podrán ser designados nuevamente por una sola 

vez. 

 

Artículo 58. El Consejo Técnico Consultivo, 

tendrá las siguientes funciones: 

 

I. Definir las especificaciones de carácter técnico 

y académico, que servirán de base en el trabajo, y 

que deberán estar directamente relacionadas con 

los reglamentos y estatutos correspondientes. 

 

II. Brindar asesoría a la Junta Directiva y al 

Director General, con el propósito de contribuir al 

desempeño general de sus atribuciones, así como 

realizar los dictámenes de carácter técnico y 

académico que le sean turnados. 

 

III. Revisar los Planes y Programas de trabajos 

anuales que le turne la Dirección General, y en su 

caso realizar las recomendaciones o los ajustes 

correspondientes. 

 

IV. Mantener contacto permanente con los 

Consejos estatales y municipales, y abastecerlos 

de todos los elementos técnicos necesarios para el 

desarrollo de sus funciones. 

 

V. Analizar, opinar y hacer propuestas a la Junta 

de Gobierno y al Director o Directora General 

sobre las políticas, programas y acciones públicas 

para garantizar el desarrollo metropolitano.  

 

Artículo 59. El Consejo Nacional contará con un 

órgano de vigilancia, integrado por un comisario 

público propietario y un suplente, designados por 

la Secretaría de la Función Pública, y tendrán las 

facultades que les otorgan la Ley Federal de las 

Entidades Paraestatales y las demás disposiciones 

legales aplicables. 

 

Artículo 60. El Consejo Nacional contará con una 

Contraloría Interna, Órgano de Control Interno, al 

frente de la cual estará el contralor, designado en 

los términos del artículo 37, fracción XII, de la 

Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal, en el ejercicio de sus facultades y se 

auxiliará por los titulares de las áreas de auditoría, 

quejas y responsabilidades designados en los 

mismos términos. 

 

Los servidores públicos a que se refiere el párrafo 

anterior, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, ejercerán las facultades previstas en 

la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal, la Ley Federal de las Entidades 

Paraestatales, la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas y en los demás 

ordenamientos legales y administrativos 

aplicables. 

 

Artículo 61. El Consejo Nacional contará con un 

Servicio Profesional de Carrera, se organizará en 

los términos que establezca el Estatuto que en la 

materia expida la Junta de Gobierno. 
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CAPÍTULO XI 

CONSEJO ESTATAL DE DESARROLLO 

METROPOLITANO 

 

Artículo 62. El Consejo Estatal es la instancia de 

consulta, opinión y decisión, coadyuvará en la 

planeación, promoción y gestión del desarrollo 

metropolitano que contribuya a una adecuada 

coordinación y concertación intergubernamental, 

para la ejecución de planes, programas, proyectos, 

acciones, estudios y obras de infraestructura y 

equipamiento, dirigidas a resolver de manera 

preventiva, eficaz, eficiente y estratégica, aspectos 

prioritarios para el desarrollo de la Zona 

Metropolitana y estará integrado por los 

consejeros siguientes:  

 

I. Un Presidente, será el Titular del Poder 

Ejecutivo del Estado, o la persona que éste 

designe;  

 

Il. Una Secretaría, cuyo cargo ocuparán los 

presidentes municipales de los ayuntamientos que 

integren la Zona Metropolitana, en los términos 

previstos en la presente Ley;  

 

III. El Secretario de Desarrollo Económico y 

Portuario del Estado o su equivalente; 

 

IV. El Secretario de Finanzas y Planeación del 

Estado o su equivalente; 

 

V. El Secretario de Infraestructura y Obra Pública 

del Estado o su equivalente; 

 

VI. El Secretario de Medio Ambiente del Estado o 

su equivalente; 

 

VII. El Presidente de la Comisión de Desarrollo y 

Fortalecimiento Municipal de la Legislatura del 

Estado o su equivalente; 

 

VIII. El Presidente de la Comisión de Desarrollo 

Económico de la Legislatura del Estado o su 

equivalente; 

 

IX. El Presidente de la Comisión de Turismo de la 

Legislatura del Estado o su equivalente; 

X. El Presidente de la Comisión de Desarrollo 

Metropolitano de la Legislatura del Estado o su 

equivalente;  

 

XI. Un Secretario Técnico, que será un servidor 

público de la Secretaría de Infraestructura y Obras 

Públicas del Estado, o en su caso de Desarrollo 

Metropolitano, o su equivalente. 

 

Los servidores públicos señalados en las 

fracciones VII, VIII, IX, y X, de este artículo, 

tendrán el carácter de invitados permanentes con 

derecho a voz, pero no a voto. 

 

Artículo 63. La Secretaría del Consejo Estatal será 

rotativa y dicho nombramiento sólo deberá recaer 

en un presidente municipal en turno, de los 

señalados en el artículo anterior. Durará en su 

encargo un año y el designado no podrá ocupar el 

cargo de Secretario en el periodo próximo 

inmediato.  

 

Artículo 64. Por cada consejero propietario se 

nombrará un suplente, quien tendrá los mismos 

derechos y obligaciones que el consejero titular al 

cubrir sus ausencias.  

 

Artículo 65. El Consejo Estatal a propuesta de la 

mayoría de los consejeros, podrá invitar a las 

sesiones a representantes populares, funcionarios 

y servidores públicos de la Federación, el Estado, 

municipios y alcaldías, así como representantes de 

los sectores social y privado, los cuales sólo 

tendrán derecho a voz.  

 

Artículo 66. El Consejo Estatal sesionará de 

acuerdo a lo establecido en su Reglamento.  

 

CAPÍTULO XII 

FACULTADES DEL CONSEJO ESTATAL 

DE DESARROLLO METROPOLITANO 

 

Artículo 67. Son facultades del Consejo Estatal: 

 

I. Orientar la dinámica de urbanización de la zona 

metropolitana, mediante un proceso de desarrollo 

sostenible y sustentable con el objeto de mejorar 

la calidad de vida de sus habitantes; 



Enlace Parlamentario 45  

 

Lunes 8 de abril de 2019 

II. Diseñar los mecanismos que permitan la 

construcción de obras de infraestructura y 

equipamiento de impacto metropolitano; 

 

III. Fomentar la participación ciudadana en las 

acciones de desarrollo, prestación y mejoramiento 

de los servicios públicos metropolitanos; 

 

IV. Crear comisiones de trabajo para el mejor 

desarrollo de las acciones realizadas por el 

Consejo Estatal; 

 

V. Promover convenios para el desarrollo de 

acciones, proyectos y programas que beneficien a 

los habitantes de la Zona Metropolitana, así como 

la celebración de instrumentos jurídicos para el 

cumplimiento de sus objetivos;  

 

VI. Promover acciones de coordinación con los 

municipios del estado y/o alcaldías, cuando 

contribuyan a mejorar la prestación de los 

servicios públicos; 

 

VII. Establecer mecanismos de evaluación sobre 

el cumplimiento de la agenda de trabajo del 

Consejo Estatal;  

 

VIII. Participar en el ámbito de su competencia, en 

la planeación y ejecución de obras y proyectos en 

las funciones y servicios públicos siguientes: 

 

a) Agua potable, saneamiento, tratamiento de 

aguas residuales, recolección y disposición final 

de residuos sólidos; 

 

b) Preservación del medio ambiente;  

 

c) Asentamientos humanos, desarrollo urbano, 

vivienda, regularización de la tenencia de la tierra 

y reservas territoriales; 

 

d) Educación y salud; 

 

e) Transporte público, tránsito y vialidad; 

 

f) Prevención del delito, seguridad pública y 

procuración de justicia; 

 

g) Desarrollo económico, competitividad, 

desregulación y simplificación de trámites 

administrativos; 

 

h) Protección civil; 

 

i) Turismo, promoción de la cultura y cuidado del 

patrimonio cultural;  

 

j) Deporte, y 

 

k) Otras que considere necesarias el Consejo 

Estatal;  

 

IX. Promover la realización y ejecución de 

estudios o investigaciones sobre el desarrollo 

metropolitano;  

 

X. Proponer la elaboración y actualización de los 

planes y programas de desarrollo urbano; 

 

XI. En coordinación con la Secretaría de Finanzas 

y Planeación del Estado o su homóloga, integrar y 

operar el banco de datos de las Zonas 

Metropolitanas; 

 

XII. Organizar y participar en los foros de consulta 

para identificar necesidades en las Zonas 

Metropolitanas; 

 

XIII. Proponer a las dependencias y entidades de 

los tres órdenes de gobierno, la implementación de 

políticas transversales tendientes a desarrollar en 

las Zonas Metropolitanas; 

 

XVI. Aprobar los estudios, proyectos y obras que 

serán financiados por el Fondo, y 

 

XVII. Las demás que establezca la presente Ley, 

su reglamento y demás disposiciones legales. 

 

CAPÍTULO XIII 

NOMBRAMIENTO Y FACULTADES DEL 

SECRETARIO TÉCNICO DEL CONSEJO 

ESTATAL 

 

Artículo 68. El Consejo Estatal contará con un 

Secretario Técnico, que será un servidor público 
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de la Secretaría de Infraestructura y Obras 

Públicas o de Desarrollo Metropolitano o su 

equivalente, quien deberá tener rango de 

subsecretario.  

 

Artículo 69. Son facultades del Secretario 

Técnico: 

 

I. Citar, a petición del Presidente o de la mayoría 

de los integrantes, a sesión del Consejo Estatal;  

 

II. Levantar las minutas de las sesiones, así como 

el registro de las asistencias de los consejeros; 

 

III. Analizar, y en su caso, proponer al pleno la 

realización de estudios, planes, evaluaciones, 

programas, proyectos, construcción de obras de 

infraestructura y todas aquellas acciones 

necesarias para la debida ejecución y seguimiento 

de los acuerdos y determinaciones adoptadas y 

aprobadas por el Consejo Estatal; 

 

IV. Llevar un libro en el que se asienten los 

acuerdos y determinaciones, así como recabar las 

firmas correspondientes; 

V. Entregar con toda oportunidad la información y 

documentos relacionados con las sesiones; 

 

VI. Elaborar los informes de actividades, y  

 

VII. Las demás que establezca la presente Ley, su 

Reglamento y demás disposiciones legales. 

 

CAPÍTULO XIV 

CONSEJO MUNICIPAL DE DESARROLLO 

METROPOLITANO 

 

Artículo 70. El Consejo Municipal es la instancia 

de consulta, opinión y decisión, coadyuvará en la 

planeación, promoción y gestión del desarrollo 

metropolitano, para la ejecución de planes, 

programas, proyectos, acciones, estudios y obras 

de infraestructura y equipamiento, dirigidas al 

desarrollo de la Zona Metropolitana y estará 

coordinado por el Presidente municipal elegido 

por los demás presidentes municipales que 

conforman la Zona Metropolitana, el cual durará 

en su encargo un año y el designado no podrá 

ocupar el cargo en el periodo próximo inmediato. 

 

El Consejo municipal se reunirá anualmente, 

pudiendo realizar sesiones extraordinarias cuando 

amerite efectuarla o a petición de dos o más 

presidentes municipales que conforman la Zona 

Metropolitana.  

 

Artículo 71. Corresponden al Consejo municipal: 

 

I. Participar en la planeación y regulación de las 

conurbaciones, en los términos de esta Ley; 

 

II. Celebrar con los gobiernos estatales convenios 

y acuerdos de coordinación que apoyen los 

objetivos y prioridades previstos en los programas 

de Desarrollo Urbano de Zonas Metropolitanas; 

 

III. Proponer y aprobar proyectos de desarrollo 

metropolitano; 

 

IV. Presentar ante el Consejo Estatal los proyectos 

de desarrollo metropolitano aprobados;  

 

V. Ejecutar los proyectos de desarrollo 

metropolitano, aprobados por el Consejo Estatal;  

 

VI. Fomentar la participación social y económica; 

 

VII. Solicitar la asesoría al Consejo Estatal para la 

elaboración de programas y proyectos estratégicos 

de desarrollo metropolitano; 

 

VIII. Informar al Consejo Estatal sobre la 

aplicación de los planes, programas, proyectos, 

obras y acciones de desarrollo metropolitano; y 

 

VII. Las demás que les señale esta Ley y otras 

disposiciones.  

 

Artículo 72. Los Municipios de las zonas 

metropolitanas podrán participar tanto en el 

Consejo Estatal o Municipal en la elaboración de 

la planeación de obras y proyectos, de manera 

enunciativa y no limitativa en los siguientes temas: 

 

a). Transporte y Validad; 
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b). Agua y Drenaje; 

 

c). Seguridad Pública y Procuración de Justicia; 

 

d). Asentamientos Humanos; 

 

e). Medio Ambiente; 

 

f). Salud; y 

 

g). Protección Civil.  

 

CAPÍTULO XV 

FONDO DE DESARROLLO 

METROPOLITANO 

 

Artículo 73. Para el debido cumplimiento de los 

objetivos establecidos en la presente Ley, se crea 

el Fondo de Desarrollo Metropolitano, el cual se 

integrará por las aportaciones de: 

 

I. El gobierno federal; 

 

II. El gobierno del estado;  

 

III. Los gobiernos municipales; y 

 

IV. Organismos legalmente constituidos. 

 

Artículo 74. Los recursos asignados a través del 

Fondo se destinarán, exclusivamente, a financiar 

la ejecución de estudios, programas, proyectos, 

acciones y obras de carácter metropolitano que 

oportunamente sean presentados. Los programas y 

proyectos deberán ser viables y sustentables, y 

serán resultado de la planeación del desarrollo 

regional y urbano, así como de los programas de 

ordenamiento de los asentamientos humanos en el 

territorio, por lo que deberán tener congruencia 

con el Plan Nacional de Desarrollo, los planes 

municipales de desarrollo que conforman la zona 

metropolitana, los programas regionales, 

sectoriales, especiales y operativos anuales.  

 

Para acceder a los recursos la Zona Metropolitana 

deberá cumplir con la presentación, validación y 

aprobación de los planes y programas señalados en 

el párrafo anterior. 

Artículo 75. El Fondo será el instrumento para 

financiar la ejecución de estudios, programas, 

proyectos, acciones y obras públicas, de 

infraestructura y equipamiento de carácter 

metropolitano, que:  

 

I. Impulsen la competitividad económica y social 

de las Zonas Metropolitanas; 

II. Coadyuven a su viabilidad y a mitigar su 

vulnerabilidad o riesgo por fenómenos naturales, 

y por la dinámica demográfica social y económica;  

 

III. Incentive la consolidación urbana y el 

aprovechamiento óptimo de las ventajas 

competitivas regional, urbano, económico y social 

del espacio territorial de las Zonas Metropolitanas; 

y 

 

IV. Promuevan la adecuada planeación del 

desarrollo municipal para impulsar la 

competitividad económica; 

 

Artículo 76. Los gobiernos de los estados 

aportarán dos pesos por cada peso aportado por los 

municipios integrantes de las Zonas 

Metropolitanas, el cual se destinará de manera 

directa al fondo.  

 

Artículo 77. Los recursos del Fondo que se 

transfieran a los municipios deberán administrarse 

a través de un fideicomiso de administración e 

inversión, de conformidad con las reglas de 

operación a que al efecto emita el Consejo 

Nacional. Dicho fideicomiso deberá contar con 

cuentas específicas para los recursos transferidos, 

a fin de facilitar su control y fiscalización. 

 

Los recursos del Fondo que al 31 de diciembre de 

cada año no hayan sido vinculados con 

obligaciones y compromisos formales de pago, o 

que no se hayan erogado, se deberán reintegrar al 

propio Fondo en términos de la Legislación 

aplicable. 

 

Artículo 78. Las asignaciones y aplicación de los 

recursos del Fondo, se sujetarán para su 

financiamiento a criterios objetivos de evaluación 

de costo-beneficio, así como de impacto 
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metropolitano. Las mismas reglas les serán 

aplicadas a los proyectos que presenten los 

municipios. 

 

Artículo 79. Los municipios que se encuentren 

comprendidos en alguna de las zonas 

metropolitanas podrán destinar recursos de otras 

fuentes de financiamiento para la realización de 

los estudios, análisis costo, programas y/o 

proyectos, siempre y cuando se especifiquen en la 

presentación del programa o proyecto las acciones 

que se llevarán a cabo con los recursos del Fondo. 

En tal caso, se deberá establecer en el Fideicomiso 

Metropolitano cuentas específicas para la 

identificación, registro, control, rendición de 

cuentas y transparencia de los recursos de cada 

fuente de financiamiento, de acuerdo con su 

origen, naturaleza, aplicación, destino y resultados 

alcanzados. 

 

CAPÍTULO XVI 

TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE 

CUENTAS 

 

Artículo 80. Los planes, programas y proyectos 

ejecutados se deberán desarrollar en un ciclo 

hacendario completo, en base a la Ley General de 

Contabilidad Gubernamental, con las siguientes 

características: 

 

I. Ser único, uniforme e integrador; 

 

II. Integrar en forma automática la operación 

contable con los presupuestos públicos de acuerdo 

con lo siguiente; 

 

a) En lo relativo al gasto, el aprobado, modificado, 

comprometido, devengado, ejercido y pagado. 

 

b) En lo relativo al ingreso, estimado, modificado, 

devengado y recaudado. 

 

III. Efectuar los registros considerando la base 

acumulativa devengado de las transacciones; 

 

IV. Registrar las transacciones de manera 

automática en los momentos contables 

correspondientes; 

V. Permitir la integración automática entre los 

clasificadores presupuestarios y la lista de cuentas; 

 

VI. Generar en tiempo real, estados financieros, de 

ejecución presupuestaria, económica y otra 

información que coadyuvé a la toma de decisiones, 

transparencia, programación con base en 

resultados, evaluación y rendición de cuentas; 

 

VII. Estar estructurado de forma tal que permita el 

procesamiento y generación de estados financieros 

mediante el uso de las tecnologías de la 

información; y 

 

IX. Sustentar los registros de las operaciones 

contables y presupuestarias con documentación 

original que las compruebe y justifique. 

 

Artículo 81. Por cuanto hace a los fondos del 

fideicomiso serán las instancias ejecutoras del 

gasto los responsables de la integración de los 

expedientes técnicos correspondientes. 

 

Artículo 82. Las instancias ejecutoras y los 

municipios integrantes de la Zona Metropolitana 

deberán realizar, de manera detallada y completa, 

el registro y control correspondiente en materia 

jurídica, documental, contable, financiera, 

administrativa, presupuestaria y de cualquier otro 

tipo que corresponda en los términos de las 

disposiciones aplicables que permitan acreditar y 

demostrar ante la autoridad federal o local 

competente, que el origen, destino, aplicación, 

erogación, registro, documentación 

comprobatoria, integración de libros blancos y 

rendición de cuentas, corresponde a los recursos 

otorgados a través del fondo. 

 

Así mismo las instancias ejecutoras de la entidad 

federativa, los municipios y las alcaldías, 

integrantes de la Zona metropolitana, asumirán los 

compromisos y responsabilidades vinculadas con 

las obligaciones jurídicas, financieras y de 

cualquier otro tipo relacionadas con los proyectos. 

 

Artículo 83. Los recursos que se asignen a través 

del Fondo no perderán el carácter federal, por lo 

que las responsabilidades administrativas, civiles 
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y penales derivadas de las afectaciones a la 

hacienda pública federal en que incurran los 

servidores públicos, y los particulares serán 

sancionados en términos de la legislación federal 

aplicable. 

 

Artículo 84. Los municipios y las alcaldías que 

ejerzan recursos del fideicomiso metropolitano 

deberán incluir, en su cuenta pública y en los 

informes sobre el ejercicio del gasto público que 

presenten la información relativa a la aplicación de 

los recursos que les fueron entregados por 

concepto de Zona Metropolitana y la naturaleza de 

dicho recurso, desglosando dichos conceptos en 

un capitulo por separado. 

 

Artículo 85. La entidad federativa, los municipios 

y las alcaldías, integrantes de cada Zona 

Metropolitana deberán tener una página de 

Internet exclusiva y de fácil acceso para la Zona 

Metropolitana donde se publicará de manera 

trimestral, la información relativa a: 

 

I. La descripción de la obra, monto, metas, 

proveedores, y avances físicos y financieros;  

  

II. El Fideicomiso en lo concerniente al estado de 

posición financiera, saldo o disponibilidad al 

inicio del periodo que se reporta, ingresos, 

rendimientos financieros, egresos desglosados por 

concepto o tipo de gasto, saldo o disponibilidad de 

los recursos federales al final del periodo que se 

reporta, destino y resultados alcanzados con los 

recursos, y avance en el cumplimiento de la 

misión, objeto y fines del fideicomiso; y 

 

III. Las obligaciones derivadas del cumplimiento 

de la legislación en materia de transparencia y 

acceso a la información pública. 

 

Artículo 86. Las entidades federativas, los 

municipios y las alcaldías integrantes de cada 

Zona Metropolitana, cuando le sea requerida 

información por la Auditoria Superior de la 

Federación, y/o por la Secretaría de Finanzas y 

Planeación del Estado o su equivalente, 

presentarán la documentación comprobatoria 

original que permita justificar y comprobar las 

acciones y erogaciones realizadas, conforme a las 

disposiciones jurídicas aplicables y sin perjuicio 

de las acciones de vigilancia, control y evaluación 

que se realicen por la autoridad competente. 

 

Artículo 87. La Comisión de Desarrollo 

Metropolitano, Urbano, Ordenamiento Territorial 

y Movilidad de la Cámara de Diputados, así como 

las Comisiones de Desarrollo Urbano, 

Ordenamiento Territorial y Vivienda, y Zonas 

Metropolitanas y Movilidad de la Cámara de 

Senadores, podrán solicitar cualquier información 

respecto de los proyectos de las Zonas 

Metropolitanas que sean financiados total o 

parcialmente con recursos federales, 

requerimiento que deberá ser atendido en un 

término no mayor a quince días hábiles contados a 

partir de su recepción. 

 

CAPÍTULO XVII 

DENUNCIA CIUDADANA 

 

Artículo 88. Los gobiernos federal, estatal, los 

municipios y las alcaldías, en el ámbito de sus 

respectivas jurisdicciones, promoverán 

mecanismos de contraloría o vigilancia social, 

donde participen los vecinos, usuarios, 

instituciones académicas, organizaciones sociales, 

colegios de profesionistas y los institutos y 

observatorios, en el cumplimiento y ejecución de 

los planes y programas a que se refiere esta Ley, 

aplicando los principios establecidos en ésta, y en 

su caso denunciando ante la instancia 

correspondiente cualquier violación a la 

normatividad aplicable. 

 

Artículo 89. Toda persona, física o moral, podrá 

denunciar todo hecho, acto u omisión que 

contravenga las disposiciones de esta Ley, las 

leyes estatales en la materia, los planes o 

programas a que se refiere esta Ley. Igualmente 

tendrán derecho a exigir que se apliquen las 

medidas de seguridad y sanciones procedentes y 

solicitar ser representados ante las autoridades 

administrativas y jurisdiccionales que 

corresponda. 
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Artículo 90. La denuncia ciudadana podrá 

ejercitarse por cualquier persona, bastando que se 

presente por escrito o en medio electrónico y 

contenga: 

 

I. El nombre o razón social, domicilio, teléfono si 

lo tiene, del denunciante y, en su caso, de su 

representante legal; 

 

II. Los actos, hechos u omisiones denunciados; 

 

III. Los datos que permitan identificar al presunto 

infractor, y 

 

IV. Las pruebas que en su caso ofrezca el 

denunciante. 

 

No se admitirán a trámite denuncias notoriamente 

improcedentes o infundadas, aquéllas en las que se 

advierta mala fe, carencia de fundamento o 

inexistencia de petición, lo cual se notificará al 

denunciante. 

 

Artículo 91. Los servidores públicos involucrados 

en asuntos denunciados, o que por razón de sus 

funciones o actividades puedan proporcionar 

información pertinente, deberán cumplir en sus 

términos con las peticiones que la autoridad les 

formule en tal sentido. Los servidores públicos a 

los que se les solicite información o 

documentación que se estime con carácter 

reservado, conforme a lo dispuesto en la 

legislación aplicable, lo comunicarán a la 

autoridad competente. En este supuesto, dicha 

autoridad deberá manejar la información 

proporcionada bajo la más estricta 

confidencialidad. 

Artículo 92. Sin perjuicio de las sanciones penales 

o administrativas que procedan, toda persona que 

cause daños o efectos negativos al ordenamiento 

territorial, o al Desarrollo Urbano, será 

responsable y estará obligada a reparar los daños 

causados, de conformidad con la legislación civil 

aplicable. 

 

Cuando por infracción a las disposiciones de esta 

Ley, las leyes estatales, los planes y programas de 

la materia se hubieren ocasionado daños o 

perjuicios, las personas interesadas podrán 

solicitar a la autoridad competente, la formulación 

de un dictamen técnico al respecto, el cual tendrá 

valor de prueba, en caso de ser presentado en 

juicio. 

 

La legislación estatal establecerá el régimen de 

responsabilidades y de reparación de daños 

aplicable a toda persona que cause perjuicios o 

efectos negativos al ordenamiento territorial, y al 

Desarrollo Urbano. 

 

CAPÍTULO XVIII 

RÉGIMEN SANCIONATORIO 

 

Artículo 93. La violación a esta Ley, a las leyes 

estatales en la materia y a los planes o programas 

a que se refiere este ordenamiento, por parte de 

cualquier servidor público, dará origen a la 

responsabilidad y sanciones, en los términos que 

establece la legislación en la materia. 

 

Artículo 94. Las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal sujetarán la 

ejecución de sus programas de inversión y de obra 

a las políticas de ordenamiento territorial y a los 

planes o programas de Desarrollo Urbano. 

 

Artículo 95. Las autoridades que expidan los 

planes o programas municipales de Desarrollo 

Urbano, de Centros de Población y los derivados 

de éstos, que no gestionen su inscripción; así como 

las y los jefes de las oficinas de registro que se 

abstengan de llevarla a cabo o la realicen con 

deficiencia serán sancionados conforme a las 

disposiciones jurídicas aplicables. 

 

Artículo 96. Las autoridades de los tres órdenes 

de gobierno tendrán la obligación de resguardar 

los expedientes de las autorizaciones y 

procedimientos administrativos donde 

intervengan en materia del Desarrollo Urbano y 

Metropolitano, así como proporcionar la 

información correspondiente a cualquier 

solicitante, en cumplimento a la legislación de 

transparencia y acceso a la información pública 

gubernamental. 
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Transitorios 
 

Primero. La presente Ley entrará en vigor al día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Segundo. Se derogan las disposiciones que 

contravengan esta Ley. 

 

Tercero. En el Presupuesto de Egresos para el 

ejercicio fiscal de que se trate, se establecerán las 

partidas presupuestales correspondientes al Fondo 

Metropolitano.  

 

Cuarto. Dentro de los sesenta días naturales 

siguientes al inicio de la vigencia de la presente 

Ley, el Ejecutivo Federal designará al Director 

General del Instituto Nacional, así como de los 

miembros del Consejo Técnico Consultivo. 

 

Quinto. Dentro de los noventa días naturales 

siguientes al inicio de la vigencia de la presente 

Ley, se instalará el Consejo Estatal a convocatoria 

del Secretario Técnico. 
 

Sexto. Dentro de los noventa días naturales 

siguientes al inicio de la vigencia de la presente 

Ley, se instalarán los Consejos municipales, 

tomando protesta correspondiente al Presidente 

municipal que estará a su cargo. 
 

Séptimo. La Cámara de Diputados asignará 

recursos anualmente al Fideicomiso a que se 

refiere el presente Decreto, en el caso de que en el 

Presupuesto de Egresos de la Federación ya estén 

contemplados, serán los recursos que se ejerzan en 

ese ejercicio fiscal para el cual fueron aprobados. 
 

Octavo. Las Legislaturas de las entidades 

federativas deberán adecuar sus marcos 

normativos relativos al desarrollo metropolitano.  
 

Palacio Legislativo de San Lázaro a   3 de abril de 

2019 

 

Dip. Raquel Bonilla Herrera 

 

 

 

DEL DIP. MIGUEL ÁNGEL JÁUREGUI MONTES DE 

OCA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA 

DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY GENERAL DEL 

SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN 
 

El que suscribe, Miguel Ángel Jáuregui Montes de 

Oca, diputado integrante del Grupo Parlamentario 

de Morena en la LXIV Legislatura de la Cámara 

de Diputados del Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 71 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como el  77 y 78  del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, someto a 

consideración de este Honorable Congreso, la 

iniciativa con proyecto de decreto que reforma 

diversas, la fracción IX del artículo 3; las 

fracciones III y VI del artículos 12; el párrafo 

primero del artículo 13; el párrafo primero del 

artículo 16; la fracción V del artículo 21; el párrafo 

cuarto del artículo 28; el párrafo segundo del 

artículo 29; la fracción I del artículo 30; el párrafo 

primero, segundo y cuarto del artículo 32; el título 

de la Sección III; el párrafo primero, segundo y 

tercero del artículo 33; el párrafo primero del 

artículo 34; el párrafo primero y segundo del 

artículo 35; el párrafo segundo del artículo 48; el 

párrafo primero y tercero del artículo 57; de la Ley 

General del Sistema Nacional Anticorrupción, al 

tenor de la siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

En 2015 por primera vez, el Presidente de la 

República, las autoridades de todas las entidades 

federativas, los poderes Legislativo y Judicial, la 

sociedad civil, el sector privado y académico, 

junto a niñas, niños y adolescentes, compartieron 

la misma mesa para hablar sobre sus derechos 

humanos, formalizando así la creación Sistema 

Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y 

Adolescentes (SIPINNA). 

 

Con la creación del SIPINNA, que responde al 

mandato de la Ley General de Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes (LGDNNA), se formaliza 

un mecanismo que tiene como una de sus 

principales atribuciones, generar una nueva 

manera de realizar políticas públicas desde el más 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/339082/LGDNNA__Con__ltimas_reformas_2018__hasta_la_del_20_de_junio_.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/339082/LGDNNA__Con__ltimas_reformas_2018__hasta_la_del_20_de_junio_.pdf
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alto nivel de decisión gubernamental donde todas 

las niñas, niños y adolescentes puedan exigir y 

ejercer sus derechos humanos, ya no como objetos 

de protección, sino como responsables de decidir 

y opinar lo que consideran mejor para ellas y ellos. 

 

Con este enfoque, SIPINNA impulsa un cambio 

de paradigma para garantizar los derechos de 39.2 

millones de niñas, niños y adolescentes: un tercio 

de la población mexicana. Busca coordinar y 

articular las políticas públicas de los tres órdenes 

de gobierno dirigidas a #NNA, que también 

responden a los compromisos internacionales del 

Estado mexicano. 

 

El SIPINNA lo integran: 

 El Presidente de la República. 

 Ocho dependencias federales (SEGOB, 

SRE, SEDESOL, SHCP, SALUD, SEP, 

STPS, SNDIF). 

 31 gobernadores y un jefe de gobierno de 

la Ciudad de México. 

 Fiscalía General de la República. 

 El presidente de la Comisión Nacional de 

Derechos Humanos. 

 El presidente del Instituto Federal de 

Telecomunicaciones. 

 Invitados permanentes como presidentes 

de las Cámaras de Senadores y Diputados, 

representante del Poder Judicial, 

Asociaciones de Municipios, Inmujeres, 

etc. 

 

Elementos. 

 Un Sistema Nacional y Secretaría 

Ejecutiva instalados. 

 Una Procuraduría Nacional de Protección 

de Niñas, Niños y Adolescentes. 

 Un Consejo Consultivo del Sistema 

Nacional. 

 32 Leyes, sistemas, secretarías ejecutivas y 

procuradurías estatales instaladas. 

 1,125 sistemas y secretarías ejecutivas 

municipales instaladas. 

 

La coordinación operativa del Sistema Nacional 

de Protección Integral recae en un órgano 

administrativo desconcentrado de la Secretaría de 

Gobernación, que ejerce las funciones de 

Secretaría Ejecutiva. 
 

La Secretaría Ejecutiva tiene, entre otras, las 

atribuciones siguientes: 
 

 Apoyar al Sistema Nacional de 

Protección Integral en la ejecución y 

seguimiento de los acuerdos y resoluciones 

emitidos; 

 Celebrar convenios de coordinación, 

colaboración y concertación con instancias 

públicas y privadas, nacionales e 

internacionales; 

 Administrar el Sistema Nacional de 

Información sobre niñas, niños y 

adolescentes a nivel nacional; 

 Asesorar y apoyar a los gobiernos de las 

entidades federativas, así como a las 

autoridades federales que lo requieran para 

el ejercicio de sus atribuciones; 

 Coordinar con las Secretarías 

Ejecutivas de los Sistemas de las Entidades 

la articulación de la política nacional, así 

como el intercambio de información 

necesaria. 

 

Así lo refiere la Ley General de Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes en sus artículos que 

se describen a continuación: 

 
Sección Segunda De la Secretaría Ejecutiva  

 

Artículo 130. La coordinación operativa del Sistema 

Nacional de Protección Integral recaerá en un órgano 

administrativo desconcentrado de la Secretaría de 

Gobernación, que ejercerá las funciones de Secretaría 

Ejecutiva.  

 

 La Secretaría Ejecutiva tendrá las atribuciones siguientes:  

 

 I. Coordinar las acciones entre las dependencias y las 

entidades competentes de la Administración Pública 

Federal que deriven de la presente Ley;  

 

 II. Elaborar el anteproyecto del Programa Nacional para 

someterlo a consideración de los miembros del Sistema;  

 

III. Llevar a cabo el seguimiento y monitoreo de la ejecución 

del Programa Nacional;  
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IV. Elaborar y mantener actualizado el Manual de 

Organización y Operación del Sistema Nacional de 

Protección Integral;  

 

V. Compilar los acuerdos que se tomen en el Sistema 

Nacional de Protección Integral, llevar el archivo de éstos y 

de los instrumentos jurídicos que deriven, y expedir 

constancia de los mismos;  

 

VI. Apoyar al Sistema Nacional de Protección Integral en la 

ejecución y seguimiento de los acuerdos y resoluciones 

emitidos;  

 

VII. Celebrar convenios de coordinación, colaboración y 

concertación con instancias públicas y privadas, nacionales 

e internacionales;  

 

VIII. Administrar el sistema de información a nivel nacional 

a que se refiere la fracción XV del artículo 125;  

 

IX. Realizar y promover estudios e investigaciones para 

fortalecer las acciones en favor de la atención, defensa y 

protección de niñas, niños y adolescentes con el fin de 

difundirlos a las autoridades competentes y a los sectores 

social y privado para su incorporación en los programas 

respectivos;  

 

X. Difundir entre las autoridades correspondientes y la 

población en general los resultados de los trabajos que 

realice, así como toda aquella información pública que 

tienda a la generación, desarrollo y consolidación de 

perspectiva en la materia, desagregada por lo menos, en 

razón de edad, sexo, entidad federativa, escolaridad y 

discapacidad;  

 

XI. Asesorar y apoyar a los gobiernos de las entidades 

federativas, así como a las autoridades federales que lo 

requieran para el ejercicio de sus atribuciones;  

 

XII. Informar cada cuatro meses al Sistema Nacional de 

Protección Integral y a su Presidente, sobre sus actividades;  

 

XIII. Proporcionar la información necesaria al CONEVAL, 

para la evaluación de las políticas de desarrollo social 

vinculadas con la protección de niñas, niños y adolescentes;  

 

XIV. Fungir como instancia de interlocución con 

organizaciones de la sociedad civil, academia y demás 

instituciones de los sectores social y privado;  

 

XV. Coordinar con las Secretarías Ejecutivas de los 

Sistemas de las Entidades la articulación de la política 

nacional, así como el intercambio de información necesaria 

a efecto de dar cumplimiento con el objeto de esta Ley, y  

 

XVI. Las demás que le encomiende el Presidente o el Sistema 

Nacional de Protección Integral. 

Por otro lado, la Secretaría Ejecutiva del 

mecanismo de seguimiento y evaluación del 

programa de derechos humanos de la ciudad de 

México, es un órgano encargado de las tareas 

técnicas de orientación a la implementación, 

seguimiento, evaluación y difusión del 

PDHCDMX, bajo los principios de transparencia, 

independencia, rigurosidad técnica y con enfoque 

de derechos humanos. 

 

Con la reforma al artículo 7 del Reglamento 

Interior de la Administración Pública del Distrito 

Federal (publicada el 17 de abril de 2012) se 

sientan las bases de uno de los tres pilares 

fundamentales del MSyE, la Secretaría Ejecutiva, 

órgano desconcentrado de la Secretaría de 

Gobierno que provee información oportuna, 

suficiente y de calidad para coadyuvar a la 

transformación del quehacer público desde la 

realización plena de los derechos humanos.  

 

Líneas de trabajo 

 

 Institucionalización del enfoque de 

derechos humanos. Promover la 

institucionalización y transversalización del 

enfoque de derechos humanos en el quehacer 

público de las instancias ejecutoras del PDHDF, 

así como orientar su implementación. 

 Seguimiento y Evaluación. Monitorear y 

valorar el cumplimiento y la institucionalización 

del PDHCDMX, así como emitir observaciones y 

recomendaciones que contribuyan a su adecuada 

ejecución. 

 Espacios de Participación. Ampliar y 

articular el involucramiento y coordinación entre 

la ciudadanía, instituciones afines y entes públicos 

para dar seguimiento al PDHCDMX, priorizando 

las acciones y generando las sinergias necesarias 

para instituir la vigilancia social del PDHCDMX. 

 Comunicación y enlace ciudadano. 

Promover y posicionar el PDHCDMX, las 

acciones y logros del MSyE en la opinión pública 

y sociedad en general. Así como crear los 

mecanismos óptimos de enlace con la ciudadanía. 

 

https://pdh.cdmx.gob.mx/Secretaría-ejecutiva 

 

https://pdh.cdmx.gob.mx/secretaria-ejecutiva
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La Secretaría Ejecutiva del Consejo General 

del Instituto Nacional Electoral 

 

La Secretaría Ejecutiva dirige el desarrollo de las 

actividades encomendadas en las disposiciones 

aplicables, así como las asignadas por el Consejo 

General y la Junta General Ejecutiva. Para el 

ejercicio de sus funciones, se vale de las unidades 

administrativas adscritas a su cargo con el 

propósito de llevar a cabo los procesos electorales 

que desarrolle el Instituto Nacional Electoral. 

 
Artículo 51 de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales (LEGIPE): 

 Representar legalmente al Instituto. 

 Actuar como secretario del Consejo General con 

voz pero sin voto. 

 Cumplir los acuerdos del Consejo General. 

 Someter al conocimiento y, en su caso, a la 

aprobación del Consejo General los asuntos de su 

competencia. 

 Ejercer y atender oportunamente la función de 

oficialía electoral por sí, o por conducto de los vocales 

secretarios de las juntas ejecutivas locales y distritales, u 

otros servidores públicos del Instituto en los que delegue 

dicha función respecto de actos o hechos exclusivamente de 

naturaleza electoral. El Secretario Ejecutivo podrá; delegar 

la atribución en servidores públicos a su cargo. 

 Orientar y coordinar las acciones de las 

direcciones ejecutivas y de las juntas locales y distritales 

ejecutivas del Instituto, informando permanentemente al 

Presidente del Consejo General. 

 Participar en los convenios que se celebren con las 

autoridades competentes respecto a la información y 

documentos que habrá de aportar la Dirección Ejecutiva del 

Registro Federal de Electores para los procesos electorales 

locales. 

 Suscribir, en unión del Consejero Presidente, los 

convenios que el Instituto celebre con las autoridades 

electorales competentes de las entidades federativas para 

asumir la organización de procesos electorales locales. 

 Coadyuvar con el Contralor General en los 

procedimientos que éste acuerde para la vigilancia de los 

recursos y bienes del Instituto y, en su caso, en los 

procedimientos para la determinación de responsabilidades 

e imposición de sanciones a los servidores públicos del 

Instituto. 

 Aprobar la estructura de las direcciones ejecutivas, 

vocalías y demás órganos del Instituto conforme a las 

necesidades del servicio y los recursos presupuestales 

autorizados. 

 Nombrar a los integrantes de las juntas locales y 

distritales ejecutivas, de entre los miembros del Servicio 

Profesional Electoral Nacional, de conformidad con las 

disposiciones aplicables. 

 Proveer a los órganos del Instituto de los elementos 

necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 

 Establecer un mecanismo para la difusión 

inmediata en el Consejo General, de los resultados 

preliminares de las elecciones de diputados, senadores y 

Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, obtenidos por 

los partidos políticos y candidatos; para este efecto se 

dispondrá de un sistema de informática para recabar los 

resultados preliminares. En este caso se podrán transmitir 

los resultados en forma previa al procedimiento establecido 

en los incisos a) y b) del párrafo 1 del artículo 307 de esta 

Ley. Al sistema que se establezca tendrán acceso en forma 

permanente los consejeros y representantes de los partidos 

políticos acreditados ante el Consejo General. 

 Actuar como secretario de la Junta General 

Ejecutiva y preparar el orden del día de sus sesiones. 

 Recibir los informes de los vocales ejecutivos de las 

juntas locales y distritales ejecutivas y dar cuenta al 

presidente del Consejo General sobre los mismos. 

 Sustanciar los recursos que deban ser resueltos por 

la Junta General Ejecutiva o, en su caso, tramitar los que se 

interpongan contra los actos o resoluciones de ésta, en los 

términos de la ley de la materia. 

 Apoyar la realización de los estudios o 

procedimientos pertinentes, a fin de conocer las tendencias 

electorales el día de la jornada electoral, cuando así lo 

ordene el consejero presidente. 

 Elaborar anualmente, de acuerdo con las leyes 

aplicables, el anteproyecto de presupuesto del Instituto para 

someterlo a la consideración del presidente del Consejo 

General. 

 Ejercer las partidas presupuestales aprobadas. 

 Otorgar poderes a nombre del Instituto para actos 

de dominio, de administración y para ser representado ante 

cualquier autoridad administrativa o judicial, o ante 

particulares. Para realizar actos de dominio sobre 

inmuebles destinados al Instituto o para otorgar poderes 

para dichos efectos, el Secretario Ejecutivo requerirá de la 

autorización previa del Consejo General. 

 Preparar, para la aprobación del Consejo 

General, el proyecto de calendario integral de los procesos 

electorales ordinarios, así como de elecciones 

extraordinarias, que se sujetará a la convocatoria 

respectiva. 

 Informar a la Cámara solicitante del Congreso de 

la unión dentro de un plazo no mayor a treinta días 

naturales, contados a partir de la recepción del expediente 

que le remita el presidente de la Mesa Directiva de dicha 

Cámara, sobre el resultado de la revisión del porcentaje 

señalado en el artículo 71, fracción IV, de la Constitución. 

 Ejercer la función de la oficialía electoral y expedir 

las certificaciones que se requieran. 

 

Artículo 41 del Reglamento Interior del Instituto Nacional 

Electoral: 
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 Actuar como Secretario del Consejo y de la Junta, 

respectivamente, así como remitir a los integrantes de 

dichos órganos colegiados los documentos y anexos 

necesarios, a través de medios digitales o electrónicos del 

Instituto. 

 Ejecutar y supervisar el adecuado cumplimiento de 

los acuerdos del Consejo y de la Junta. 

 Acordar con el Presidente del Consejo los asuntos 

de su competencia. 

 Coordinar la operación del Sistema Integral de 

Planeación, Seguimiento y Evaluación Institucional, así 

como las actualizaciones necesarias, para someterlas a la 

aprobación del Consejo. 

 Elaborar anualmente el anteproyecto de 

presupuesto del Instituto de acuerdo con la normatividad y 

criterios señalados en el numeral 2, del artículo 5, del 

Reglamento, y en concordancia con el Sistema Integral de 

Planeación, Seguimiento y Evaluación Institucional, para 

someterlo a la consideración del Consejero Presidente, y de 

la comisión temporal que para tal fin cree el Consejo 

General. 

 Recibir en acuerdo ordinario a los Titulares de las 

Direcciones Ejecutivas, Unidades Técnicas y Vocales 

Ejecutivos de las Juntas Locales, de conformidad con lo 

dispuesto en este Reglamento. 

 Colaborar con las Comisiones en su carácter de 

Secretario del Consejo y brindar apoyo en todas aquellas 

actividades necesarias o que le sean solicitadas. 

 Establecer los mecanismos para la adecuada 

coordinación de las acciones de la Junta Direcciones 

Ejecutivas y Unidades Técnicas, con las Juntas Ejecutivas 

Locales y Distritales. 

 Disponer la realización de los estudios pertinentes 

para establecer oficinas municipales y presentarlos a la 

Junta. 

 Previo acuerdo con el Presidente del Consejo, 

convocar a las reuniones de la Junta. 

 Organizar reuniones nacionales o regionales con 

los Vocales Ejecutivos de las Juntas Locales y Distritales, 

de conformidad con los acuerdos del Consejo, y cuando lo 

requieran el Presidente del Consejo, la Junta o las 

Comisiones. 

 En su caso, coordinar y supervisar la integración 

de los archivos de las sesiones y acuerdos de las Comisiones 

Temporales. 

 Actuar a nombre y representación del Consejo y de 

la Junta en los procedimientos administrativos y judiciales 

en los cuales sean parte. 

 Coordinar y ejecutar las acciones necesarias para 

atender los requerimientos que le formule el Contralor 

General como coadyuvante en los procedimientos que éste 

acuerde para la vigilancia de los recursos y bienes del 

Instituto y, en su caso, en los procedimientos para la 

determinación de responsabilidades e imposición de 

sanciones a los servidores del Instituto. 

 Analizar y, en su caso, aprobar la estructura de los 

órganos centrales y delegaciones, del Instituto, con 

excepción de aquellos que sean competencia exclusiva del 

Consejo, conforme a las necesidades del servicio que 

justifiquen los titulares de cada órgano y el dictamen de 

recursos presupuestales que formule la Dirección Ejecutiva 

de Administración. 

 Coordinar el desarrollo de las actividades del 

Programa de Resultados Electorales Preliminares. 

 Coordinar las acciones necesarias a efecto de 

integrar el Plan y Calendario Integrales de los procesos 

electorales ordinarios y, en su caso, el Calendario de las 

elecciones extraordinarias; así como disponer lo necesario 

para su aprobación por el Consejo. 

 Coordinar los trabajos de investigación que realice 

la Junta en términos del artículo 48 inciso n) de la Ley 

Electoral. 

 Suscribir conjuntamente con el Consejero 

Presidente, los convenios que se celebren para asumir la 

organización de los procesos electorales locales. 

 En su carácter de Secretario del Consejo, realizar 

las acciones conducentes para sustanciar y formular los 

proyectos de resolución de los procedimientos 

administrativos sancionadores ordinarios y vigilar que la 

Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral remita los 

procedimientos especiales sancionadores a la Sala Regional 

Especializada del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación, en los términos de la Ley Electoral y del 

Reglamento de la materia. 

 Ejercer la función de Oficialía Electoral, en 

términos del párrafo 3 del artículo 51 de la Ley Electoral y 

del Reglamento que al efecto emita el Consejo. 

 Delegar la función de Oficialía Electoral a los 

servidores públicos del Instituto que designe. 

 Nombrar al titular del área de la Oficialía 

Electoral, quien lo auxiliará en el ejercicio de la función 

referida en el inciso anterior. 

 Tomar las medidas conducentes para requerir a las 

autoridades competentes la entrega de pruebas que obren 

en su poder, estableciendo las medidas de resguardo de la 

información. 

 Recibir los avisos de recuento de votos en la 

totalidad de las casillas en los Distritos en los que se 

acrediten los supuestos legales previstos en el artículo 311, 

numerales 2 y 3 de la Ley Electoral. 

 Acordar sobre las franquicias postales y 

telegráficas, así como los descuentos en las tarifas de los 

transportes otorgados a las dependencias oficiales de las 

que gozarán los funcionarios electorales y representantes de 

los Partidos Políticos nacionales debidamente acreditados 

ante los órganos del Instituto, en términos de lo previsto por 

el artículo 95 de la Ley Electoral y el reglamento 

correspondiente. 

 Solicitar el apoyo de los titulares de las 

Direcciones Ejecutivas y de las Unidades Técnicas adscritas 

a la Secretaría Ejecutiva, para la atención de asuntos y 

suscripción de documentos relacionados con éstos, siempre 

y cuando la naturaleza de los mismos así lo permita y exista 
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la debida motivación y fundamentación para ello, sin que 

implique la delegación de facultades. 

 Presidir y coordinar el Comité de Gestión y 

Publicación Electrónica y supervisar las actividades del 

Gestor de Contenidos. 

 Presentar al Consejo General el informe operativo 

funcional de los organismos públicos locales, respecto de 

las solicitudes para ejercer la delegación de facultades 

competenciales. 

 

https://www.ine.mx/estructura-ine/Secretaría-ejecutiva/ 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto 

a consideración de este Honorable Congreso, la 

presente, se propone una armonización en el 

cambio de nomenclatura que refiere a la persona 

titular de la Secretaría Ejecutiva del Sistema 

Nacional Anticorrupción como lo refiere la Ley 

General del Sistema Nacional Anticorrupción, la 

cual denomina a la persona como Secretaría 

Técnica, y como ha quedado demostrado en la 

exposición de motivos, se propone un cambio para 

estar en congruencia con el Título de la Secretaría 

Ejecutiva, se pueda denominar a la persona titular 

Secretaría Ejecutiva. 

 

Decreto por el que reforman diversos artículos de 

la Ley General del Sistema Nacional 

Anticorrupción 

 

Único. Se reforma la fracción IX del artículo 3; las 

fracción III y VI del artículos 12; el párrafo 

primero del artículo 13; el párrafo primero del 

artículo 16; la fracción V del artículo 21; el párrafo 

cuarto del artículo 28; el párrafo segundo del 

artículo 29; la fracción I  del artículo 30; el párrafo 

primero, segundo y cuarto del artículo 32; el título 

de la Sección III; el párrafo primero, segundo y 

tercero del artículo 33; el párrafo primero del 

artículo 34; el párrafo primero y segundo del 

artículo 35; el párrafo segundo del artículo 48; el 

párrafo primero y tercero del artículo 57de la Ley 

General del Sistema Nacional Anticorrupción, 

para quedar como sigue: 

 

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se 

entenderá por: 

 

I. a VIII… 

IX. Secretario Ejecutivo: El servidor público a 

cargo de las funciones de dirección de la Secretaría 

Ejecutiva, así como las demás que le confiere la 

presente Ley; 

 

X. a XIII… 

  

Artículo 12. Son atribuciones del Presidente del 

Comité Coordinador: 

 

I. a II… 

III. Convocar por medio del Secretario 

Ejecutivo a sesiones; 

 

IV.  … 
 

V. … 
 

VI. Proponer al órgano de gobierno de la 

Secretaría Ejecutiva, el nombramiento del 

Secretario Ejecutivo; 

 

VII. a X… 

 

Artículo 13. El Comité Coordinador se reunirá en 

sesión ordinaria cada tres meses. El Secretario 

Ejecutivo podrá convocar a sesión extraordinaria 

a petición del Presidente del Comité Coordinador 

o previa solicitud formulada por la mayoría de los 

integrantes de dicho Comité. 

 

… 

 

… 

 

… 

 

Artículo 16. El Comité de Participación 

Ciudadana estará integrado por cinco ciudadanos 

de probidad y prestigio que se hayan destacado por 

su contribución a la transparencia, la rendición de 

cuentas o el combate a la corrupción. Sus 

integrantes deberán reunir los mismos requisitos 

que esta Ley establece para ser nombrado 

Secretario Ejecutivo. 

… 

  

https://www.ine.mx/estructura-ine/secretaria-ejecutiva/
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… 

Artículo 21. El Comité de Participación 

Ciudadana tendrá las siguientes atribuciones: 

 

I. a IV…    
 

V. Acceder sin ninguna restricción, por 

conducto del Secretario Ejecutivo, a la 

información que genere el Sistema Nacional; 

 

VI. al XVIII… 

 

Artículo 28. … 

 

… 

 

… 

 

Podrán participar con voz, pero sin voto aquellas 

personas que el órgano de gobierno, a través del 

Secretario Ejecutivo, decida invitar en virtud de 

su probada experiencia en asuntos que sean de su 

competencia. 

 

Artículo 29. … 

 

Asimismo, tendrá la atribución indelegable de 

nombrar y remover, por mayoría calificada de 

cinco votos, al Secretario Ejecutivo, de 

conformidad con lo establecido por esta Ley. 

 

Sección II 

De la Comisión Ejecutiva 

 

Artículo 30. La Comisión Ejecutiva estará 

integrada por: 

 

I. El Secretario Ejecutivo, y 

 

II. … 

 

Artículo 32. La Comisión Ejecutiva celebrará 

sesiones ordinarias y extraordinarias que serán 

convocadas por el Secretario Ejecutivo, en los 

términos que establezca el Estatuto Orgánico de la 

Secretaría Ejecutiva. 

 

La Comisión Ejecutiva podrá invitar a sus sesiones 

a especialistas en los temas a tratar, los cuales 

contarán con voz, pero sin voto, mismos que serán 

citados por el Secretario Ejecutivo. 

 

… 

 

La Comisión Ejecutiva podrá, en el ámbito de sus 

atribuciones, emitir los exhortos que considere 

necesarios a las autoridades integrantes del 

Comité Coordinador, a través del Secretario 

Ejecutivo. 

 

Sección III 

Del Secretario Ejecutivo 

 

Artículo 33. El Secretario Ejecutivo será 

nombrado y removido por el órgano de gobierno 

de la Secretaría Ejecutiva, por el voto favorable de 

cinco de sus miembros. Durará cinco años en su 

encargo y no podrá ser reelegido. 

 

Para efectos del párrafo anterior, el Presidente del 

órgano de gobierno, previa aprobación del Comité 

de Participación Ciudadana, someterá al mismo 

una terna de personas que cumplan los requisitos 

para ser designado Secretario Ejecutivo, de 

conformidad con la presente Ley. 

 

El Secretario Ejecutivo podrá ser removido por 

falta a su deber de diligencia, o bien por causa 

plenamente justificada a juicio del órgano de 

gobierno y por acuerdo obtenido por la votación 

señalada en el presente artículo; o bien, en los 

siguientes casos: 

 

1. a 3… 

 

Artículo 34. Para ser designado Secretario 

Ejecutivo se deberán reunir los requisitos 

siguientes: 

 

I. a X… 

Artículo 35. Corresponde al Secretario Ejecutivo 

ejercer la dirección de la Secretaría Ejecutiva, por 

lo que contará con las facultades previstas en el 
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artículo 59 de la Ley Federal de las Entidades 

Paraestatales. 

 

El Secretario Ejecutivo adicionalmente tendrá las 

siguientes funciones: 

 

I. a XII…   

 

Artículo 48. … 

 

La Plataforma Digital Nacional será administrada 

por la Secretaría Ejecutiva, a través del Secretario 

Ejecutivo de la misma, en los términos de esta 

Ley. 

 

Artículo 57. El Secretario Ejecutivo solicitará a 

los miembros del Comité Coordinador toda la 

información que estime necesaria para la 

integración del contenido del informe anual que 

deberá rendir el Comité Coordinador, incluidos los 

proyectos de recomendaciones. Asimismo, 

solicitará a las entidades de fiscalización superior 

y los Órganos internos de control de los Entes 

públicos que presenten un informe detallado del 

porcentaje de los procedimientos iniciados que 

culminaron con una sanción firme y a cuánto 

ascienden, en su caso, las indemnizaciones 

efectivamente cobradas durante el periodo del 

informe. Los informes serán integrados al informe 

anual del Comité Coordinador como anexos. Una 

vez culminada la elaboración del informe anual, se 

someterá para su aprobación ante el Comité 

Coordinador. 

 

… 
 

En los casos en los que del informe anual se 

desprendan recomendaciones, el Presidente del 

Comité Coordinador instruirá al Secretario 

Ejecutivo para que, a más tardar a los quince días 

posteriores a que haya sido aprobado el informe, 

las haga del conocimiento de las autoridades a las 

que se dirigen. En un plazo no mayor de treinta 

días, dichas autoridades podrán solicitar las 

aclaraciones y precisiones que estimen pertinentes 

en relación con el contenido de las 

recomendaciones. 

Transitorios 
 

Primero. - El presente decreto entrará en vigor al 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 
 

Segundo. -  Que, en un plazo de 180 días a partir 

de la publicación en la gaceta oficial, se armonicen 

las leyes locales correspondientes en cada uno de 

los Congresos Locales, así como los reglamentos, 

y documentos aprobados que tienen relación con 

la Secretaría Ejecutiva para armonizar el Sistema 

Nacional Anticorrupción. 
 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 

de abril de 2019 
 

Dip. Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca 

 

 

 

 
 

 

 

DE LA DIP. MARÍA BEATRIZ LÓPEZ CHÁVEZ CON 

PROYECTO DE DECRETO QUE MODIFICA 

DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL 

DE EDUCACIÓN 

 

La que suscribe, María Beatriz López Chávez, 

diputada integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena, de la LXIV Legislatura del Honorable 

Congreso de la Unión, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 122 de la Ley Orgánica del Congreso 

General de los Estados Unidos Mexicanos; 6º, 

fracción I, 77 fracción I; y 78 del Reglamento de 

la Cámara de Diputados, someto a la 

consideración de esta asamblea, iniciativa con 

proyecto de decreto por el que adiciona la fracción 

XIV al artículo 2 y reforma la fracción VI del 

artículo 7º, la fracción V Bis del artículo 12 y las 

fracciones I y II del artículo 20 de la Ley General 

de Educación, bajo la siguiente: 

 

Exposición de motivos 
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Actualmente, México pasa por una 

descomposición del tejido social debido a 

múltiples factores; ésta afecta gravemente a 

nuestros niños, niñas y/o adolescentes, es decir al 

futuro de nuestra Nación. 

 

Sin duda, la descomposición social es un factor 

que perjudica a cualquier población, pero es, aún 

más dañina si está se genera en la semilla de 

nuestro País. 

 

Desafortunadamente, la problemática que crea la 

descomposición social no es detectada a tiempo. 

El área de oportunidad por excelencia es la 

educación, toda vez que, es el medio fundamental 

para adquirir, transmitir y acrecentar la cultura, 

valores y principios. 

 

Lo anterior, también fue previsto por varios de 

nuestros próceres, tales como Morelos, Juárez y el 

propio Constituyente de 1917, ideales que 

quedaron asentados en el artículo 3° de nuestra 

Carta Magna. 

 

El propio José Martí señaló: “Ser cultos para ser 

Libres”. 

 

Es por cuanto que la educación que imparte el 

Estado debe encaminarse a desarrollar 

armónicamente todas las facultades del ser 

humano y fomentar en él, a la vez, el amor a la 

Patria, el respeto a los Derechos Humanos y a la 

conciencia de la solidaridad internacional, en la 

independencia y en la justicia. 

 

El Estado garantizará la calidad en la educación 

obligatoria de manera que los materiales, métodos 

educativos, organización escolar, infraestructura 

educativa, así como la idoneidad de los docentes y 

los directivos garanticen el máximo logro de 

aprendizaje y educación de nuestra niñez. 

 

El criterio que orientará a esa educación se basará 

en los resultados del progreso científico, luchará 

contra la ignorancia y sus efectos, los fanatismos 

y los prejuicios. Además, contribuirá a mejorar la 

convivencia humana, a fin de fortalecer el aprecio 

y respeto por la diversidad cultural, la dignidad de 

la persona, la integridad de la familia, la 

convicción del interés general (bien común) de la 

sociedad, los ideales de fraternidad e igualdad de 

derechos de todas las personas, evitando los 

privilegios por razas, de religión, de grupos, de 

sexos o de individuos evitando los privilegios de 

ciertos grupos. 

 

Por ende, y atendiendo a nuestra Carta Magna es 

necesario la creación de políticas públicas que 

incluyan al trabajador social en las escuelas de 

nivel básico, con el objeto de fortalecer el tejido 

social en una etapa temprana para evitar la 

descomposición social. 

 

Siendo el Trabajador Social aquel profesional que 

tendrá como objetivo implementar acciones 

consistentes; en dinamizar, promover, remover 

obstáculos o articular procesos educativos, 

facilitando la información y la conexión social 

encaminada al desarrollo y fortalecimiento de las 

habilidades de los estudiantes. 

 

El Trabajador Social coadyuvará y auxiliará al 

personal docente, de cualquier institución de 

carácter educativo, así como a los padres de 

familia. Es decir, intervendrá en la educación que 

requiere nuestro pueblo, al diagnosticar, proponer 

programas y/o proyectos e intervenir en las 

diferentes necesidades de atención personalizada 

que presente o afronte cada alumnado, en su 

ámbito escolar, familiar y/o personal, necesidades 

que si no son atendidas pueden ser motivo del 

abandono o deserción del alumnado. 

 

La inclusión del trabajador social, en el proceso 

educativo facilitará la adecuada integración del 

estudiante ante los diferentes ámbitos a los que 

pertenece (educativo, familiar y social), toda vez 

que, el trabajo social supera las situaciones 

conflictivas y/o problemáticas que se producen 

entre los individuos con su medio social, en la 

etapa temprana se deberá fortalecer y rehabilitar el 

tejido social robusteciendo la formación y 

desarrollo psicosocial. 

 

Por todo, la presente iniciativa tiene como 

principal objetivo que, en la educación básica se 
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incluya el trabajador social como parte de la 

plantilla básica escolar. Es decir, con la creación 

de equipos multidisciplinarios, para la prevención, 

atención y reducción de situaciones que afecten a 

los estudiantes en su desarrollo escolar y social. 

 

Compañeros diputados el apoyar la presente 

iniciativa, es el atender a nuestra niñez y 

adolescencia, así como a las futuras generaciones, 

con la finalidad de dotarlos de elementos útiles 

para su mejor desempeño fortaleciendo con ello el 

tejido social de nuestra nación. 

 

Para pronta referencia se anexa cuadro 

comparativo de las modificaciones propuestas a la 

Ley General de Educación: 

 
TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 
Artículo 2º… 

 

… 

 

En el sistema educativo 

nacional deberá 

asegurarse la 

participación activa de 

todos los involucrados en 

el proceso educativo, con 

sentido de 

responsabilidad social, 

privilegiando la 

participación de los 

educandos, padres de 

familia y docentes, para 

alcanzar los fines a que se 

refiere el artículo 7. 

 

… 

Artículo 2º… 

 

… 

 

En el sistema educativo 

nacional deberá asegurarse 

la participación activa de 

todos los involucrados en 

el proceso educativo, con 

sentido de responsabilidad 

social, privilegiando la 

participación de los 

educandos, padres de 

familia, docentes y 

trabajadores sociales, 

para alcanzar los fines a 

que se refiere el artículo 7. 

 

… 

 

XIV. Fijar los 

lineamientos de carácter 

nacional para la inclusión 

del trabajador social a los 

que deberán ajustarse las 

escuelas públicas de 

educación básica. 

 
Artículo 7º… 

 

I a V. … 

 

VI. Promover el valor de 

la justicia, de la 

observancia de la Ley y 

de la igualdad de los 

Artículo 7º… 

 

I a V. … 

 

VI. Promover el valor de la 

justicia, de la observancia 

de la Ley y de la igualdad 

de los individuos ante ésta, 

individuos ante ésta, 

propiciar la cultura de la 

legalidad, de la paz y la 

no violencia en cualquier 

tipo de sus 

manifestaciones, así 

como el conocimiento de 

los Derechos Humanos y 

el respeto a los mismos; 

 

 

 

 

VI Bis a XVI. … 

propiciar la cultura de la 

legalidad, de la paz y la no 

violencia en cualquier tipo 

de sus manifestaciones, 

implementando modelos 

de atención social para 

dar apoyo a alumnos y a 

los padres de familia a 

través del conocimiento de 

los Derechos Humanos y el 

respeto a los mismos; 

 

 

VI Bis a XVI. … 

 
Artículo 12.- 
Corresponden de manera 

exclusiva a la autoridad 

educativa federal las 

atribuciones siguientes: 

 

I a V. … 

 

V Bis. - Emitir, en las 

escuelas de educación 

básica, lineamientos 

generales para formular 

los programas de gestión 

escolar, mismos que 

tendrán como objetivos: 

mejorar la 

infraestructura; comprar 

materiales educativos; 

resolver problemas de 

operación básicos y 

propiciar condiciones de 

participación entre los 

alumnos, maestros y 

padres de familia, bajo el 

liderazgo del director. 

 

 

V Ter a XIV. … 

 

Artículo 12.- 
Corresponden de manera 

exclusiva a la autoridad 

educativa federal las 

atribuciones siguientes: 

 
I a V. -… 

 

V Bis. - Emitir, en las 

escuelas de educación 

básica, lineamientos 

generales para formular los 

programas de gestión 

escolar, mismos que 

tendrán como objetivos: 

mejorar la infraestructura; 

comprar materiales 

educativos; resolver 

problemas de operación 

básicos y propiciar 

condiciones de 

participación entre los 

alumnos, maestros, padres 

de familia y el trabajador 

social, bajo el liderazgo del 

director. 

 

V Ter a XIV. …… 

Artículo 20.- Las 

autoridades educativas, 

en sus respectivos 

ámbitos de competencia, 

constituirán el sistema 

nacional de formación, 

actualización, 

capacitación y superación 

profesional para maestros 

que tendrá las finalidades 

siguientes: 

 

Artículo 20.- Las 

autoridades educativas, en 

sus respectivos ámbitos de 

competencia, constituirán 

el sistema nacional de 

formación, actualización, 

capacitación y superación 

profesional para maestros y 

trabajadores sociales que 

tendrá las finalidades 

siguientes: 

 



Enlace Parlamentario 61  

 

Lunes 8 de abril de 2019 

I.-  La formación, 

con nivel de licenciatura, 

de maestros y de 

educación inicial, básica -

incluyendo la de aquéllos 

para la atención de la 

educación indígena- 

especial y de educación 

física; 

 

II.-  La formación 

continua, la actualización 

de conocimientos y 

superación docente de los 

maestros y en servicio, 

citados en la fracción 

anterior. El cumplimiento 

de estas finalidades se 

sujetará, en lo 

conducente, a los 

lineamientos, medidas y 

demás acciones que 

resulten de la aplicación 

de la Ley General del 

Servicio Profesional 

Docente; 

 

III a IV. … 

… 

I.-  La formación, con 

nivel de licenciatura, de 

maestros, trabajadores 

sociales y de educación 

inicial, básica -incluyendo 

la de aquéllos para la 

atención de la educación 

indígena- especial y de 

educación física; 

 

II.-  La formación 

continua, la actualización 

de conocimientos y 

superación docente de los 

maestros y de 

trabajadores sociales en 

servicio, citados en la 

fracción anterior. El 

cumplimiento de estas 

finalidades se sujetará, en 

lo conducente, a los 

lineamientos, medidas y 

demás acciones que 

resulten de la aplicación de 

la Ley General del Servicio 

Profesional Docente; 

 

III a IV. … 

… 

 

 

DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN 

DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 

GENERAL DE EDUCACIÓN 

 

Artículo único. - Adiciona una fracción XIV al 

artículo 2 y reforma la fracción VI del artículo 7º, 

la fracción V Bis del artículo 12 y las fracciones I 

y II del artículo 20, todas de la Ley General de 

Educación para quedar como sigue:  

 

Artículo 2º… 

 

… 

 

En el sistema educativo nacional deberá 

asegurarse la participación activa de todos los 

involucrados en el proceso educativo, con sentido 

de responsabilidad social, privilegiando la 

participación de los educandos, padres de familia, 

docentes y trabajadores sociales, para alcanzar 

los fines a que se refiere el artículo 7. 

 

… 

 

XIV. Fijar los lineamientos de carácter 

nacional para la inclusión del trabajador social 

a los que deberán ajustarse las escuelas 

públicas de educación básica. 

 

Artículo 7º… 

 

I a V. … 

 

VI. Promover el valor de la justicia, de la 

observancia de la Ley y de la igualdad de los 

individuos ante ésta, propiciar la cultura de la 

legalidad, de la paz y la no violencia en cualquier 

tipo de sus manifestaciones, implementando 

modelos de atención social para dar apoyo a 

alumnos y a los padres de familia a través del 
conocimiento de los Derechos Humanos y el 

respeto a los mismos; 

 

VI Bis a XVI. … 

 

Artículo 12.- Corresponden de manera exclusiva 

a la autoridad educativa federal las atribuciones 

siguientes: 

 

I a V. -… 

 

V Bis. - Emitir, en las escuelas de educación 

básica, lineamientos generales para formular los 

programas de gestión escolar, mismos que tendrán 

como objetivos: mejorar la infraestructura; 

comprar materiales educativos; resolver 

problemas de operación básicos y propiciar 

condiciones de participación entre los alumnos, 

maestros, padres de familia y el trabajador 

social, bajo el liderazgo del director. 

 

V Ter a XIV. …… 
 

Artículo 20.- Las autoridades educativas, en sus 

respectivos ámbitos de competencia, constituirán 

el sistema nacional de formación, actualización, 

capacitación y superación profesional para 

maestros y trabajadores sociales que tendrá las 

finalidades siguientes: 
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I.-  La formación, con nivel de licenciatura, de 

maestros, trabajadores sociales y de educación 

inicial, básica -incluyendo la de aquéllos para la 

atención de la educación indígena- especial y de 

educación física; 

 

II.-  La formación continua, la actualización de 

conocimientos y superación docente de los 

maestros y de trabajadores sociales en servicio, 

citados en la fracción anterior. El cumplimiento de 

estas finalidades se sujetará, en lo conducente, a 

los lineamientos, medidas y demás acciones que 

resulten de la aplicación de la Ley General del 

Servicio Profesional Docente; 

 

III a IV. … 

… 
 

Artículos transitorios 

 

Primero. - El presente decreto entrará en vigor el 

día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

Segundo. - La Secretaría de Educación Pública 

contará con 120 días naturales para la emisión y 

publicación de los protocolos de actuación del 

Trabajador Social en las escuelas de educación 

básica. 

 

Tercero. - La Secretaría de Educación Pública 

propondrá a esta soberanía, la inclusión de los 

recursos necesarios para que se asigne por lo 

menos de un trabajador social en cada uno de los 

planteles de educación básica. 

 

Cuarto. - El Ejecutivo Federal contará con 180 

días, a partir de la publicación de la presente 

reforma para prever y proveer los suficiente y 

necesario para su implementación. 

 

Salón de Sesiones del Palacio Legislativo de San 

Lázaro a 4 de abril de 2019 

 

Dip. María Beatriz López Chávez 

 

DEL DIP. IRINEO MOLINA ESPINOZA CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN EL ARTÍCULO 41 DE LA LEY 

GENERAL DE EDUCACIÓN; LAS FRACCIONES XVI 

Y XVII DEL ARTÍCULO 2, LA FRACCIÓN I DEL 

ARTÍCULO 12 Y EL ARTÍCULO 21 DE LA LEY 

GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS 

CON DISCAPACIDAD  
 

El que suscribe, Irineo Molina Espinoza, diputado 

integrante del Grupo Parlamentario de Morena de 

la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, 

con fundamento en lo dispuesto por los artículos 

71, fracción II, 73, fracciones XXV y XXXI de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, 78, y 

demás relativos y aplicables del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, presento ante esta 

Honorable Soberanía, la siguiente iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforman el 

artículo 41 de la Ley General de Educación; las 

fracciones XVI y XVII del artículo 2, la fracción I 

del artículo 12 y el artículo 21 de la Ley General 

para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad, en materia de integración de 

alumnos con discapacidad a la educación regular, 

al tenor de la siguiente:  

 

Exposición de motivos 

 

Planteamiento del problema 

 

La prioridad de todo gobierno en materia 

educativa debe ser el garantizar la equidad, calidad 

y obtener los mejores resultados en los procesos 

que esta tiene, esto implica revertir la desigualdad 

educativa y favorecer mediante mayores y mejores 

recursos a la población vulnerable de nuestro país, 

de la que forma parte la población con 

discapacidad. 

 

En México hay más de 7 millones de personas 

que tienen al menos una discapacidad, este 

sector representa aproximadamente el 6.4 por 

ciento de la población total del país, si bien es 

cierto que la educación especial esta 

institucionalizada desde 1861, su impulso, 

avance y modernización han sido lentos y en su 
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momento segregaba a dicho sector, en lugar de 

orientarlo hacia una integración educativa. 
 

La educación debe regirse bajo principios de 

calidad en condiciones de equidad, lo que 

significa que todos los habitantes del país deben 

tener las mismas oportunidades de acceso y 

permanencia en el sistema educativo nacional, ya 

que constituye el medio fundamental para 

adquirir, transmitir y acrecentar conocimientos y 

cultura, también consiste en un proceso que 

contribuye al desarrollo del individuo para que 

integrado a la sociedad, cuente con una formación 

con alto sentido de solidaridad social. 

 

Por ello, la educación que reciben los alumnos 

con discapacidad debe tender a incluirlos en la 

educación regular, ante los cambios que 

demanda la vida moderna, así como las nuevas 

técnicas y métodos educativos que se 

implementan en diversos países y de los que 

México no puede ser omiso. 
 

Ante dicha necesidad, el suscrito considera 

necesario integrar en el artículo 41 de la Ley 

General de Educación la prescripción de que la 

educación especial que reciban las personas con 

discapacidad, con dificultades severas de 

aprendizaje, de conducta o de comunicación, debe 

estar orientada hacia su integración e inclusión en 

las escuelas de educación básica regular, toda vez 

que con la implementación del Programa 

Nacional de Fortalecimiento de la Educación 

Especial y de la Integración Educativa de 2002, 

se estableció la ruta a seguir para consolidar una 

cultura de integración que contribuya a la 

conformación de una sociedad incluyente donde 

mujeres y hombres sin distinción tengan las 

mismas oportunidades de acceder a una vida 

digna, ya que la escuela debe ser para todas y todos 

los miembros de la sociedad sin distinción alguna. 

 

De igual manera, se plantea reformar los artículos 

2, 12 y 21 de la Ley General para la Inclusión de 

las Personas con Discapacidad, para definir de 

manera más explícita y en concordancia con la 

definición establecida en la Ley General de 

Educación, lo que se entiende por Educación 

Especial, así como elaborando una definición más 

apegada a los cánones internacionales de lo que se 

entiende por educación inclusiva, estableciendo el 

papel de colaboración y fortalecimiento que debe 

realizar la educación especial hacia la educación 

regular. 

 

También se realiza la actualización de la 

denominación de la Secretaría de Estado que se 

encarga de promover el derecho de las personas 

con discapacidad para que alcancen un mayor 

índice de desarrollo humano, misma que en la 

presente administración se denomina “Secretaría 

de Bienestar”. 

 

Sin duda la motivación más importante del 

suscrito para proponer las reformas mencionadas, 

se centran en la existencia de una verdadera 

integración educativa, como proceso que implica 

que las niñas, niños y jóvenes con necesidades 

educativas especiales asociadas con alguna 

discapacidad o con otros factores puedan estudiar 

en aulas y escuelas regulares, recibiendo los 

apoyos necesarios para que tengan acceso a los 

propósitos generales de la educación. 

 

Argumentos que sustentan las reformas 

planteadas 
 

El artículo 3° Constitucional establece el 

reconocimiento de que toda persona tiene el 

derecho humano a recibir educación y que la 

misma sea de calidad, por lo que tenderá a 

desarrollar armónicamente todas las facultades del 

ser humano, fomentando diversos valores, el 

respeto a los derechos humanos, además de 

basarse en los resultados del progreso científico, 

con estructura jurídica, régimen político y como 

un sistema de vida democrático fundado en el 

constante mejoramiento económico, social y 

cultural del pueblo. 

 

Por ello, la educación debe contribuir a la mejor 

convivencia humana, a fortalecer el aprecio y 

respeto por la diversidad cultural, la dignidad de 

las personas, la integridad de la familia, el interés 

general de la sociedad, la fraternidad e igualdad de 

los derechos de todos, evitando distinciones por 
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motivos de raza, religión, condición física, 

económica o de género, combatiendo la ignorancia 

y sus efectos, las servidumbres, los fanatismos y 

los prejuicios, aspectos que contribuyen a tener 

una noción de educación inclusiva. 

 

Con más de 123.5 millones de personas, México 

tiene uno de los sistemas educativos más grandes 

y complejos de Latinoamérica, cuenta con el nivel 

básico que incluye preescolar, primaria y 

secundaria; el nivel medio que incluye el 

bachillerato o preparatoria y el nivel superior que 

incluye licenciatura y posgrado. 

 

La educación es impartida por cuatro ámbitos, la 

federal, estatal, privada y la autónoma, siendo la 

estatal la que más educandos tiene, ya que abarca 

el 71 por ciento de la población educativa. 

 

El sistema educativo nacional cuenta con más de 

35 millones 405 mil estudiantes, de los cuales más 

de 26 millones cursan la educación básica; 

aproximadamente cuatro millones 335 mil 

estudian la educación media superior y más de tres 

millones la superior. 

 

Lamentablemente y pese a valiosos esfuerzos, en 

nuestro país la escolaridad promedio de la 

población es de 8 o 9 años, lo que significa que 

cursaron la primaria y algunos años de secundaria 

sin haberla concluido, o muchos de ellos dejan los 

estudios después de terminar la secundaria por 

diversos factores. 

 

Existen aproximadamente 222, 350 escuelas de 

educación básica, siendo la mitad multigrado, en 

las que un docente atiende a más de un grado y en 

educación básica trabajan aproximadamente un 

millón 156 mil docentes. 

 

El 91 por ciento de las escuelas del sistema 

educativo son públicas, se tiene un número 

limitado de escuelas privadas en las que se atiende 

a un 11 por ciento de los alumnos de educación 

básica y que se sostienen a través del pago de las 

colegiaturas de los padres de familia. 

Los educandos que se integran a los distintos 

niveles del sistema educativo, pertenecen a 

población diversa, no sólo en cuanto a su género, 

edad, recursos económicos, orígenes sociales, 

culturas y costumbres, sino también de acuerdo a 

sus capacidades diferenciadas, hace algunas 

décadas, algunos sectores de la población que 

contaban con capacidades diferentes o con alguna 

discapacidad no podían integrarse a la educación 

regular, por lo que se les canalizaba a instituciones 

que impartían educación especial. 

 

De acuerdo con datos del Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía de 2014, el 6.4% de la 

población del país, es decir más de siete millones 

de personas, reportaron tener al menos una 

discapacidad, las cuales representan en su mayoría 

a personas adultas mayores, con el 52.1% del total 

de personas con discapacidad lo que equivale a 

más de tres millones de personas. 

 

En nuestro país se reconocen la discapacidad 

física, la intelectual, la mental, la auditiva, la 

visual y la múltiple en la que se incluyen diversas 

discapacidades, pero la motriz ha sido el principal 

tipo de discapacidad reportado, con más de dos 

millones de personas, esto es 37.32% de las 

personas con discapacidad. 

 

En 2014 se estimaba que 19.1 de cada cien hogares 

del país, lo que representa a 6.14 millones de 

hogares, contaban con al menos una persona con 

discapacidad y reportaban deciles de ingreso más 

bajos, por ello, el Consejo Nacional para la 

Evaluación de la Política de Desarrollo Social 

(Coneval) reportó que el 54.1% de este sector de 

la población se encontraba en condición de 

pobreza, cifra superior a la tasa de prevalencia de 

la pobreza a nivel nacional de 46.2%. 

 

La educación especial enfocada a personas que 

cuentan con alguna discapacidad existe en México 

de manera institucionalizada desde 1861, año en 

que se creó la Escuela Nacional de Sordos, 

posteriormente en 1870 se creó la Escuela 

Nacional de Ciegos y un siglo después, en 1970 se 

creó la Dirección de Educación Especial lo que 



Enlace Parlamentario 65  

 

Lunes 8 de abril de 2019 

permitió tener escuelas de este tipo de educación 

en diversas entidades del país. 

 

Posteriormente en 1992, con la firma del Acuerdo 

Nacional para la Modernización de la Educación 

Básica, al modificarse el artículo 41 de la Ley 

General de Educación, se inició formalmente el 

proceso de integración educativa, pasando de un 

modelo médico a un modelo social-educativo, por 

lo que se crearon Escuelas de Educación Especial, 

Centros de Capacitación para el Trabajo y Grupos 

Integrados que atendían a niños dentro de las 

escuelas regulares y Centros Pedagógicos. 

 

Posteriormente se crearon los Centros de Atención 

Múltiple que desarrollan los servicios 

indispensables, actualmente hay unos 1546, 

atienden a alumnos con distintas discapacidades 

severas o con discapacidad múltiple en la misma 

institución, los grupos se organizan por nivel de 

edad y se les imparte el mismo programa de 

alumnos de escuelas regulares. 

 

Los servicios complementarios se transformaron 

en las Unidades de Servicio de Atención a la 

Escuela Regular (USAER), de las que existen 

3882, cada uno atiende a cinco escuelas de manera 

itinerante, realizan evaluaciones psicopedagógicas 

y apoya a los docentes en la elaboración de las 

adecuaciones de los programas de estudio por 

medio de la Propuesta Curricular Adaptada, 

además de que orienta a las familias. 

 

Existen 188 Centros de Recursos para la 

Integración Educativa que ofrecen orientación a 

los docentes sobre el trabajo con los alumnos con 

necesidades educativas especiales, organizan 

cursos y proporcionan bibliografía especializada, 

hay aproximadamente 45 mil profesionales que 

atienden la educación especial. 

 

Hasta hace algunos años, las personas con alguna 

discapacidad eran víctimas de segregación y de 

algún tipo de discriminación, situación que ha 

venido cambiando poco a poco, las nuevas 

técnicas educativas se enmarcan en la apertura, 

para que, sin importar rasgos, ni cualidades 

intrínsecas, estructurales o culturales la escuela se 

convierta en incluyente. 

 

Es una realidad que las políticas educativas 

enfrentan diversos desafíos, pero sobre todo 

enfrentan el gran reto de garantizar el derecho de 

todos los alumnos a una educación de calidad y 

equitativa, en la que todos tengan los medios y 

apoyos necesarios para aprender, dentro de un 

proceso colectivo e inclusivo. 

 

En el concepto moderno de educación inclusiva, 

se toman en cuenta las necesidades de todos los 

educandos reduciendo la exclusión por 

condiciones de discapacidad o de capacidades 

diferentes, de acuerdo a la Unesco, se entiende por 

educación inclusiva a aquella que implica que 

todos los jóvenes y adultos de una determinada 

comunidad aprendan juntos independientemente 

de su origen, sus condiciones personales, sociales 

o culturales, incluyendo a aquellos que presentan 

cualquier problema de aprendizaje o discapacidad. 

 

En la escuela inclusiva todos los alumnos se 

benefician de una enseñanza adaptada a sus 

necesidades y no sólo los que presentan 

necesidades educativas especiales, hay que 

cambiar la concepción de que la población con 

alguna discapacidad ha tenido menores 

posibilidades de acceder a los servicios 

educativos, ya que debe imperar la Justicia 

educativa para que sea impartida para todos, 

alumnas y alumnos, independientemente de su 

origen étnico, ambiente familiar de procedencia o 

características individuales, para que participen en 

experiencias educativas que propicien el máximo 

desarrollo posible de sus potencialidades, es decir, 

que dispongan de iguales oportunidades, tomando 

en cuenta sus características personales y sociales 

para alcanzar las metas fundamentales de la 

educación básica. 

 

Los esfuerzos que realizan día con día las personas 

con discapacidad, sus familias, los sectores que los 

apoyan, así como los docentes y personal que 

participa en la impartición de la educación 

especial, han impulsado cambios en las 

concepciones y actitudes sociales, en la 
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legislación, en las oportunidades para el trabajo y 

en la educación, no pasando por alto que se deben 

redoblar esfuerzos para alcanzar una mayor 

cobertura y distribución de los servicios que deben 

ser de la mejor calidad para la población infantil y 

adolescente, situación que se fomentará con la 

implementación de la reforma educativa de la 

administración del presidente, el licenciado 

Andrés Manuel López Obrador. 

 

Se estima que la educación es el mecanismo más 

adecuado para asegurar que las personas con 

discapacidad logren su plena incorporación a la 

vida social y al trabajo productivo, cambiando la 

idea de hace unos años de que la educación 

especial se enfocaba sólo en una atención clínica y 

terapéutica, por lo que actualmente debe tender 

hacia una atención educativa cada vez más 

incluyente. 

 

Desde 2002 los servicios de educación especial 

han experimentado un proceso de transformación, 

ya que se consideró necesario convertirlo en un 

servicio de apoyo a las escuelas de educación 

inicial y básica, en lugar de constituir un sistema 

paralelo de educación. 

 

Los propósitos de reorientación de los servicios de 

educación especial se generaron para combatir la 

discriminación, la segregación y la etiquetación de 

la que eran víctimas las niñas y los niños con 

discapacidad, que al estar separados del resto de la 

población infantil y de la educación básica general 

estaban sujetos a una atención de carácter clínico-

terapéutico, que atendía con deficiencia otras áreas 

del desarrollo. 

 

Esta reorientación surgida en la década de los 

sesenta del siglo pasado tuvo como punto de 

partida el reconocimiento del derecho de las 

personas a la integración social y del derecho de 

todos a una educación de calidad que propicie el 

máximo desarrollo posible de las potencialidades. 

 

Este cambio de paradigma plantea que ningún 

niño debe considerarse ineducable, ya que la 

educación es derecho para todos y establece que 

sus fines deben ser los mismos para todos, 

independientemente de las ventajas o desventajas 

que presenten las niñas o niños, por lo que el 

concepto de necesidades educativas especiales se 

difundió en todo el mundo a partir de la 

proclamación de los “Principios, política y 

práctica para las necesidades educativas 

especiales” conocido como la Declaración de 

Salamanca y del Marco de Acción derivada de la 

misma de 1994.  

 

Posterior a esta declaración, México tuvo que 

integrar al proceso educativo, la noción de que una 

niña o niño con necesidades educativas especiales, 

es aquel que, en comparación con sus compañeros 

de grupo, tiene dificultades para el aprendizaje de 

los contenidos establecidos en el plan o programa 

de estudios, por lo que requiere que se incorporen 

a su proceso educativo mayores recursos o 

recursos diferentes para que alcance los fines y 

objetivos educativos. 

 

Por ello, la escuela y el maestro deben emplear una 

serie de recursos para satisfacer las necesidades 

propias de cada alumno como textos, materiales, 

metodologías, etcétera, sólo cuando estos recursos 

resultan insuficientes para satisfacer las 

necesidades de algunos alumnos a causa de sus 

características específicas, es cuando estas 

necesidades pueden considerarse especiales.  

 

Derivado de esta situación se reconoce que todos 

los alumnos son diferentes, con intereses, ritmos y 

estilos de aprendizaje distintos, por lo que se debe 

dejar de considerar que el niño con discapacidad 

tiene un problema por lo que hay que separarlo de 

los demás, sino que se debe asumir que tiene 

algunas necesidades que la escuela no puede 

satisfacer con los recursos que utiliza 

habitualmente. 

 

Por ello, el primer paso para abrir mayores 

posibilidades de desarrollo de las y los niños con 

necesidades educativas especiales, es promover su 

inserción en las aulas regulares, dicha inserción 

debe conducir a su integración, así como para 

ofrecerle de acuerdo con sus necesidades 

particulares, las condiciones y el apoyo que 

precise para que desarrolle plenamente sus 
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posibilidades, de este modo la inserción se 

convierte en integración. 

 

El personal docente de la escuela regular requiere 

apoyo y capacitación para atender adecuadamente 

a los niños con discapacidad, apoyo que puede ser 

prestado por el personal de educación especial, lo 

que implica un giro en la orientación de su trabajo, 

ya que tendría que dar prioridad al diseño de 

estrategias para contribuir a que los alumnos con 

necesidades educativas especiales logren aprender 

y para el personal que labora en los servicios 

complementarios su tarea principal será dar 

asesoría al profesor o profesora de la escuela 

regular para atender a los niños con necesidades 

educativas especiales al mismo tiempo que atiende 

a los demás alumnos del grupo. 

 

Como consecuencia de los cambios en la 

orientación de los servicios de educación especial 

se promovió su reorganización, además de 

establecerse de que la guía para el trabajo 

educativo con los alumnos con necesidades 

educativas especiales serían los programas de 

educación básica vigentes en ese momento. 

 

La integración de la población infantil con 

necesidades educativas especiales asociadas con 

discapacidad implica establecer relaciones de 

colaboración entre los servicios de educación 

especial y regular, por ello, los servicios de 

educación especial deben favorecer el acceso y 

permanencia en el sistema educativo de niños, 

niñas y jóvenes con necesidades educativas 

especiales, proporcionando los apoyos 

indispensables dentro de un marco de equidad, 

pertinencia y calidad, que les permita desarrollar 

sus capacidades al máximo e integrarse educativa, 

social y laboralmente a la vida nacional. 

 

La educación especial debe propiciar la 

integración de estos niñas, niños y jóvenes a los 

planteles de educación inicial, preescolar, 

primaria, secundaria en sus distintas modalidades, 

y a las instituciones de educación media-superior, 

aplicando métodos, técnicas y materiales 

específicos, así como dando orientación tanto a los 

padres de familia como al personal docente de las 

escuelas regulares, por medio, principalmente, de 

los servicios de apoyo y de orientación. 

 

En el caso de los alumnos y las alumnas que no 

logren integrarse al sistema educativo regular, la 

educación especial, mediante los servicios 

escolarizados, debe satisfacer sus necesidades 

básicas de aprendizaje para la autónoma 

convivencia social y productiva, para lo cual se 

deben elaborar los programas y materiales de 

apoyo didácticos que sean necesarios. 

 

Por ello, la integración educativa es un proceso 

que implica que las niñas, niños y jóvenes con 

necesidades educativas especiales asociadas con 

alguna discapacidad o con otros factores, estudien 

en aulas y escuelas regulares, recibiendo los 

apoyos necesarios para que tengan acceso a los 

propósitos generales de la educación. 

 

La integración educativa considera principalmente 

cuatro aspectos: 

 

a) La posibilidad de que los niños y las niñas con 

necesidades educativas especiales aprendan en la 

misma escuela y en la misma aula que los demás 

niños. 

 

b) Ofrecer a las niñas y niños con necesidades 

educativas especiales todo el apoyo que requieran, 

lo cual implica realizar adecuaciones en los planes 

y programas de estudio para que puedan ser 

satisfechas las necesidades específicas de cada 

menor. 

 

c) La importancia de que el niño, sus padres o 

docentes de grupo reciban el apoyo y la 

orientación necesaria del personal de educación 

especial. 

 

d) Que la escuela regular en su conjunto asuma el 

compromiso de ofrecer una respuesta adecuada a 

las necesidades educativas especiales de niñas y 

niños. 

 

Las anteriores condiciones se consideran como 

básicas para la integración de las niñas, niños y 

jóvenes con discapacidad acompañadas de una 
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sensibilización y ofrecimiento de información 

clara a la comunidad educativa en general, con una 

capacitación y actualización del personal de las 

escuelas de educación inicial, preescolar, 

primaria, secundaria y especial, así como al de 

otros niveles educativos, para promover cambios 

en sus técnicas y métodos para responder 

adecuadamente a las necesidades educativas de 

dichos alumnos y brindarles los apoyos técnicos y 

materiales necesarios. 

 

Se tienen muchos ejemplos de alumnos con 

necesidades educativas especiales que se han 

integrado al aula regular y que satisfactoriamente 

se han desarrollado emocional, social y 

académicamente, ante esto, la educación inclusiva 

busca eliminar el concepto de necesidades 

educativas especiales. 

 

La educación puede contribuir a lograr un mundo 

más seguro, más sano, más próspero y sustentable 

ambientalmente, ya que al mismo tiempo favorece 

el desarrollo social, económico, cultural, la 

tolerancia y la cooperación internacional. 

 

Por ello, el suscrito considera que el acceso 

universal a la escuela es la primera condición para 

asegurar la igualdad de oportunidades de 

aprendizaje y éxito educativo para toda la 

población, por lo que el sistema educativo ya no 

debe ser rígido ni complejo, sino inclusivo. 

 

Para fines didácticos, se reproduce a continuación 

un cuadro comparativo de la redacción que 

actualmente tienen los artículos de la Ley General 

de Educación y de la Ley General para la Inclusión 

de las Personas con Discapacidad que se proponen 

modificar, propuesta legislativa base de la 

presente iniciativa.  

 

(Cuadro comparativo artículo vigente y 

proyecto de reforma) 

 
LEY GENERAL DE 

EDUCACIÓN 

TEXTO ACTUAL. 

 

LEY GENERAL DE 

EDUCACIÓN 

PROPUESTA DE 

REFORMA. 

Artículo 41.- … Artículo 41.- … 

 

Tratándose de 

personas con 

discapacidad, con 

dificultades severas 

de aprendizaje, de 

conducta o de 

comunicación, se 

favorecerá su 

atención en los 

planteles de 

educación básica, sin 

que esto cancele su 

posibilidad de 

acceder a las diversas 

modalidades de 

educación especial 

atendiendo a sus 

necesidades. Se 

realizarán ajustes 

razonables y se 

aplicarán métodos, 

técnicas, materiales 

específicos y las 

medidas de apoyo 

necesarias para 

garantizar la 

satisfacción de las 

necesidades básicas 

de aprendizaje de los 

alumnos y el máximo 

desarrollo de su 

potencial para la 

autónoma 

integración a la vida 

social y productiva. 

Las instituciones 

educativas del 

Estado promoverán y 

facilitarán la 

continuidad de sus 

estudios en los 

niveles de educación 

media superior y 

superior. 

 

 

 

 

La educación 

especial que reciban 

las personas con 

discapacidad, con 

dificultades severas 

de aprendizaje, de 

conducta o de 

comunicación, estará 

orientada hacia su 

integración e 

inclusión en las 

escuelas de 

educación básica 

regular, sin que esto 

cancele su posibilidad 

de acceder a las 

diversas modalidades 

de educación especial 

atendiendo a sus 

necesidades. Se 

realizarán ajustes 

razonables y se 

aplicarán métodos, 

técnicas, materiales 

específicos y las 

medidas de apoyo 

necesarias para 

garantizar la 

satisfacción de las 

necesidades básicas de 

aprendizaje de los 

alumnos y el máximo 

desarrollo de su 

potencial para la 

autónoma integración 

a la vida social y 

productiva. Las 

instituciones 

educativas del Estado 

promoverán y 

facilitarán la 

continuidad de sus 

estudios en los niveles 

de educación media 

superior y superior. 

 

... 
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... 

 

… 

 

… 

 

... 

 

... 

 

 

… 

 

… 

 

... 

 

... 

 

 
LEY GENERAL PARA 

LA INCLUSIÓN DE 

LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD. 

TEXTO VIGENTE 

LEY GENERAL PARA 

LA INCLUSIÓN DE 

LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD. 

PROPUESTA DE 

REFORMA 
Artículo 2. Para los 

efectos de esta Ley se 

entenderá por: 

 

I. … a  XV. … 

 

XVI.  Educación 

Especial. La 

educación especial 

está destinada a 

individuos con 

discapacidades 

transitorias o 

definitivas, así como 

a aquellos con 

aptitudes 

sobresalientes. 

Atenderá a los 

educandos de manera 

adecuada a sus 

propias condiciones, 

con equidad social 

incluyente y con 

perspectiva de 

género; 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 2. Para los 

efectos de esta Ley se 

entenderá por: 

 

I. … a  XV. … 

 

XVI.  Educación 

Especial. Es aquella 

destinada a 

individuos con 

discapacidades 

transitorias o 

definitivas, así como 

a aquellos con 

aptitudes 

sobresalientes, cuyo 

propósito es 

identificar, prevenir 

y eliminar las 

barreras que limitan 

su aprendizaje y su 

participación plena y 

efectiva en la 

sociedad, tomando en 

cuenta sus propias 

condiciones, estilos y 

ritmos de 

aprendizaje, en un 

contexto educativo 

incluyente, basado en 

los principios de 

respeto, equidad, no 

XVII.  Educación 

Inclusiva. Es la 

educación que 

propicia la 

integración de 

personas con 

discapacidad a los 

planteles de 

educación básica 

regular, mediante la 

aplicación de 

métodos, técnicas y 

materiales 

específicos;  

 

 

 

XVIII. … a XXXIV. 

… 

discriminación, 

igualdad sustantiva y 

perspectiva de 

género, estará 

orientada hacia su 

integración e 

inclusión en las 

escuelas de 

educación básica 

regular; 
 

XVII.  Educación 

Inclusiva. Educación 

que garantiza el 

acceso de personas 

con algún tipo de 

discapacidad a los 

planteles de 

educación básica 

regular, salvo casos 

excepcionales, 

mediante la aplicación 

de métodos de 

enseñanza, técnicas y 

materiales específicos 

adaptados a sus 

necesidades;  
 

XVIII. … a XXXIV. 

… 

 

Artículo 12. La 

Secretaría de 

Educación Pública 

promoverá el 

derecho a la 

educación de las 

personas con 

discapacidad, 

prohibiendo 

cualquier 

discriminación en 

planteles, centros 

educativos, 

guarderías o del 

personal docente o 

administrativo del 

Sistema Educativo 

Artículo 12. La 

Secretaría de 

Educación Pública 

promoverá el derecho 

a la educación de las 

personas con 

discapacidad, 

prohibiendo cualquier 

discriminación en 

planteles, centros 

educativos, guarderías 

o del personal docente 

o administrativo del 

Sistema Educativo 

Nacional. Para tales 

efectos, realizará las 

siguientes acciones:  
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Nacional. Para tales 

efectos, realizará las 

siguientes acciones:  

 

I. Establecer en el 

Sistema Educativo 

Nacional, el diseño, 

ejecución y 

evaluación del 

programa para la 

educación especial y 

del programa para la 

educación inclusiva 

de personas con 

discapacidad; 

 

 

 

 

 

 

 

II. … a  XIV. … 

 

 

 

 

I. Establecer en el 

Sistema Educativo 

Nacional, el diseño, 

ejecución y evaluación 

del programa para la 

educación especial 

que estará orientado 

hacia la integración 

de las personas con 

discapacidad a las 

escuelas de 

educación básica 

regular y del 

programa para la 

educación inclusiva de 

personas con 

discapacidad; 

 

II. … a  XIV. … 

Artículo 21. La 

Secretaría de 

Desarrollo Social 

promoverá el 

derecho de las 

personas con 

discapacidad a un 

mayor índice de 

desarrollo humano, 

así como el de sus 

familias, incluyendo 

alimentación, vestido 

y vivienda adecuados 

y a la mejora 

continua de sus 

condiciones de vida, 

sin discriminación 

por motivos de 

discapacidad. Para 

estos efectos, 

realizará las 

siguientes acciones: 
 

I. … a  IV. … 

 

Artículo 21. La 

Secretaría de 

Bienestar promoverá 

el derecho de las 

personas con 

discapacidad a un 

mayor índice de 

desarrollo humano, así 

como el de sus 

familias, incluyendo 

alimentación, vestido 

y vivienda adecuados 

y a la mejora continua 

de sus condiciones de 

vida, sin 

discriminación por 

motivos de 

discapacidad. Para 

estos efectos, realizará 

las siguientes 

acciones: 

 
 

I. … a  IV. … 

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a la 

consideración de esta Honorable Soberanía, el 

siguiente proyecto de decreto por el que se 

propone reformar diversos artículos de la Ley 

General de Educación y de la Ley General para la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad: 

 

Artículo Primero: Se reforma el segundo 

párrafo del artículo 41 de la Ley General de 

Educación, para quedar como sigue: 

 

Artículo 41.- … 

 

La educación especial que reciban las personas 

con discapacidad, con dificultades severas de 

aprendizaje, de conducta o de comunicación, 

estará orientada hacia su integración e 

inclusión en las escuelas de educación básica 

regular, sin que esto cancele su posibilidad de 

acceder a las diversas modalidades de educación 

especial atendiendo a sus necesidades. Se 

realizarán ajustes razonables y se aplicarán 

métodos, técnicas, materiales específicos y las 

medidas de apoyo necesarias para garantizar la 

satisfacción de las necesidades básicas de 

aprendizaje de los alumnos y el máximo desarrollo 

de su potencial para la autónoma integración a la 

vida social y productiva. Las instituciones 

educativas del Estado promoverán y facilitarán la 

continuidad de sus estudios en los niveles de 

educación media superior y superior. 

 

... 

 

… 

 

… 

 

... 

 

... 

 

Artículo segundo: se reforman las fracciones 

XVI y XVII del artículo 2, la fracción I del 

artículo 12 y el primer párrafo del artículo 21, 

todos de la Ley General para la Inclusión de las 

Personas con Discapacidad, para quedar como 

siguen: 
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Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se 

entenderá por: 

 

I. … a  XV. … 

 

XVI.  Educación Especial. Es aquella 

destinada a individuos con discapacidades 

transitorias o definitivas, así como a aquellos 

con aptitudes sobresalientes, cuyo propósito es 

identificar, prevenir y eliminar las barreras 

que limitan su aprendizaje y su participación 

plena y efectiva en la sociedad, tomando en 

cuenta sus propias condiciones, estilos y ritmos 

de aprendizaje, en un contexto educativo 

incluyente, basado en los principios de respeto, 

equidad, no discriminación, igualdad 

sustantiva y perspectiva de género, estará 

orientada hacia su integración e inclusión en las 

escuelas de educación básica regular; 
 

XVII.  Educación Inclusiva. Educación que 

garantiza el acceso de personas con algún tipo 

de discapacidad a los planteles de educación 

básica regular, salvo casos excepcionales, 

mediante la aplicación de métodos de enseñanza, 

técnicas y materiales específicos adaptados a sus 

necesidades;  
 

XVIII. … a XXXIV. … 

 

Artículo 12. La Secretaría de Educación Pública 

promoverá el derecho a la educación de las 

personas con discapacidad, prohibiendo cualquier 

discriminación en planteles, centros educativos, 

guarderías o del personal docente o administrativo 

del Sistema Educativo Nacional. Para tales 

efectos, realizará las siguientes acciones:  

 

I. Establecer en el Sistema Educativo Nacional, el 

diseño, ejecución y evaluación del programa para 

la educación especial que estará orientado hacia 

la integración de las personas con discapacidad 

a las escuelas de educación básica regular y del 

programa para la educación inclusiva de personas 

con discapacidad; 

 

II. … a  XIV. … 

 

Artículo 21. La Secretaría de Bienestar 

promoverá el derecho de las personas con 

discapacidad a un mayor índice de desarrollo 

humano, así como el de sus familias, incluyendo 

alimentación, vestido y vivienda adecuados y a la 

mejora continua de sus condiciones de vida, sin 

discriminación por motivos de discapacidad. Para 

estos efectos, realizará las siguientes acciones: 

I. … a  IV. … 

 

Artículo transitorio 

 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día 

siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

 

Salón de Sesiones de la Cámara de Diputados a 3 

de abril 2019 

 

Dip. Irineo Molina Espinoza. 

 

 

 
 

 

DEL DIP. JOSÉ GUILLERMO ARÉCHIGA 

SANTAMARÍA CON PROYECTO DE DECRETO QUE 

REFORMA LOS ARTÍCULOS 10 Y 17 TER DE LA 

LEY GENERAL DE EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA 

PROTECCIÓN AL AMBIENTE; EL ARTÍCULO 17 DE 

LA LEY DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS 

RELACIONADOS CON LAS MISMAS; Y EL 

ARTÍCULO 29 DE LA LEY GENERAL DE BIENES 

NACIONALES 

 

El que suscribe, José Guillermo Aréchiga 

Santamaría, diputado federal integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura 

del Honorable Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, 

fracción II de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y los artículos 6, 

numeral 1, fracción I; 77, numeral 1; y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración del Pleno de la Cámara de 

Diputados la presente iniciativa con proyecto de 

decreto por la que se reforman los artículos 10 y 

17 Ter de la Ley General de Equilibrio Ecológico 
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y la Protección al Ambiente; el artículo 17 de la 

Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados 

con las Mismas; y el artículo 29 de la Ley General 

de Bienes Nacionales, de conformidad con la 

siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

La Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos señala en su artículo 4º que “Toda 

persona tiene derecho a un medio ambiente sano 

para su desarrollo y bienestar.” La misma Carta 

Magna, en su artículo 73 fracción XXIX-G, 

faculta al Congreso para expedir leyes que 

establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, 

y los gobiernos de las entidades federativas y los 

municipios, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, en materia de protección al medio 

ambiente y la preservación y restauración del 

equilibrio ecológico. 

 

La Ley General de Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente señala en su artículo 1° 

que tiene por objeto propiciar el desarrollo 

sustentable y establecer las bases para, entre otros 

asuntos: 

 

V. El aprovechamiento sustentable, la 

preservación y, en su caso, la restauración del 

suelo, el agua y los demás recursos naturales, de 

manera que sean compatibles la obtención de 

beneficios económicos y las actividades de la 

sociedad con la preservación de los ecosistemas. 

 

El artículo 17 Ter de esta ley prevé que las 

autoridades del orden federal deben instalar un 

sistema de captación pluvial en los inmuebles a su 

cargo, teniendo un año a partir de la reforma 

realizada en mayo del 2013 para cumplir con este 

ordenamiento. Estas modificaciones se habrían de 

realizar conforme a la situación geográfica, 

técnica y financiera. Sin embargo, los inmuebles 

públicos o de uso público requieren además, de 

otras modificaciones que permitan minimizar su 

impacto ambiental, garantizando su 

sustentabilidad. De esta forma, el sector público 

contribuiría a la necesaria corrección de los 

patrones de consumo y generación de residuos de 

la sociedad. 

 

La Ley General de Bienes Nacionales establece en 

su artículo 1°, fracciones V que, entre sus objetos, 

se encuentra el de la administración de los 

inmuebles federales y los de propiedad de las 

entidades. Esta ley, en su artículo 28 fracción VII, 

establece que es facultad de la Secretaría de la 

Función Pública dictar las reglas del 

aprovechamiento de los inmuebles federales y 

promover el óptimo aprovechamiento del 

patrimonio, entre otras. En su artículo 29 fracción 

XVIII agrega que corresponde a esta secretaría 

emitir las normas técnicas para, en general, “el 

óptimo aprovechamiento, funcionalidad y 

racionalidad de los inmuebles federales utilizados 

como oficinas administrativas…”. 

 

La Ley de Obras Públicas y Servicios 

Relacionados con las Mismas señala en su artículo 

1° que, entre otros: 

 
[…tiene por objeto reglamentar la aplicación del 

artículo 134 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos en materia de 

contrataciones de obras públicas, así como de los 

servicios relacionados con las mismas...] 

 

Esta Ley, en su artículo 17, establece las bases 

sobre las que deberá ajustarse la planeación de las 

obras públicas y sus servicios. 

 

Las consecuencias de las malas prácticas 

ambientales son cada vez más evidentes en 

diversos rubros. El cambio climático, la 

sobreexplotación de los recursos, la 

contaminación de cuerpos de agua, de la atmósfera 

y del subsuelo, y en general el impacto ambiental 

de la actividad humana amenazan la supervivencia 

de la especie. 

 

Respecto al cambio climático, en octubre del 2018 

el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el 

Cambio Climático (IPCC) urgió a la sociedad 

global a realizar cambios de gran alcance para 

limitar el calentamiento global a 1.5°C, como se 

convino en el Acuerdo de París. De no realizarse 

estos cambios, el IPCC anticipa condiciones 
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meteorológicas más extremas, crecientes niveles 

del mar y pérdidas de ecosistemas (Noticias ONU, 

2018). 

 

La Organización de las Naciones Unidas (ONU) 

aprobó en 2015, en el marco de la Cumbre del 

Desarrollo Sostenible, el proyecto “Transformar 

nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo 

Sostenible”. Esta agenda se compone de 17 

objetivos y 169 metas que incluyen como ejes 

rectores, entre otros, el cambio climático y el 

consumo sostenible. Este documento tiene como 

propósito orientar los esfuerzos de los países hacia 

un futuro más equitativo y sustentable. Además, 

convoca a fortalecer las instituciones y a aplicar 

leyes y políticas en favor del desarrollo sostenible. 

 

México debe sumarse a los esfuerzos mundiales y 

apostar por nuevas prácticas que reduzcan el 

impacto generado en el medio ambiente. En 2015, 

la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales (Semarnat) publicó el Informe de la 

Situación del Medio Ambiente en México, donde 

señala que es imposible sostener los patrones de 

consumo de la sociedad humana. 

 

En México, para 2012, la llamada huella 

ecológica, es decir, la superficie necesaria para 

producir los recursos y absorber el impacto de las 

actividades humanas sobre la naturaleza, excede 

un 60% la biocapacidad del territorio nacional 

para absorberla. 

 

Es importante recalcar que México es 

particularmente vulnerable al cambio climático, 

por su ubicación geográfica y sus características 

hídricas. Según datos de Conagua, las costas del 

país han sido impactadas por 230 ciclones 

tropicales en el periodo 1970-2016, 25 de los 

cuales son considerados huracanes intensos. 

 

El sector público tiene un papel importante en la 

corrección del rumbo. Desde la toma de decisiones 

en favor de la sostenibilidad hasta la corrección de 

las prácticas que impactan en el medio ambiente. 

Los inmuebles públicos albergan importantes 

áreas de oportunidad al respecto. 

 

Se ha dado un significativo paso al impulsar la 

captación de agua pluvial en edificios públicos; sin 

embargo, es necesario ampliar las medidas que 

deben de ser implementadas para impactar en otras 

áreas de urgencia similar y, sobre todo, ampliar el 

rango de los edificios públicos federales a todos 

aquello que se utilicen para actividades públicas 

en cualquier orden de gobierno. 

 

Un tema prioritario es la generación de desechos 

sólidos. Entendiéndolos como todos aquellos 

desechos no-líquidos generados por la actividad 

humana (Oms). La problemática en México es más 

grave que la que se presenta a nivel mundial. De 

acuerdo con el Banco Mundial, a nivel mundial 

cada persona genera un promedio de 0.74 

kilogramos de basura por día, mientras que, en 

México, según el Inegi, se generan 1.27 

kilogramos de basura per cápita al día. Esta 

generación de basura representa un costo a los 

gobiernos locales, obligados a recolectar un total 

de 86,343 toneladas de basura al día. 

 

Para el 2012, solamente 9.6% del volumen total de 

los residuos generados fue reciclado. Del volumen 

reciclado, 32% del material era papel, cartón y 

productos de papel, 15.8% era PET, 13.8% vidrio 

y 9.2% metales. Todos estos son materiales 

utilizados ordinariamente en oficinas públicas y 

privadas (Semarnat, 2015). 

 

Siguiendo la pauta mundial, dos Objetivos de 

Desarrollo Sostenible abordan la generación de 

residuos urbanos sólidos. El Objetivo 11 

“Ciudades y comunidades sostenibles” tiene como 

meta 11.6 reducir el impacto ambiental negativo 

per cápita en las ciudades. Mientras, el Objetivo 

12 “Producción y consumo responsables” 

programa como meta 12.5 reducir 

considerablemente la generación de desechos 

mediante actividades de prevención, reducción, 

reciclaje y reutilización. 

 

Por otro lado, también es fundamental abordar la 

generación energética y considerar que el sector 

energético es responsable de más de la mitad de 

las emisiones de gases de efecto invernadero en el 

mundo (Agencia Internacional de Energía, 2009). 



Enlace Parlamentario 74  

 

Lunes 8 de abril de 2019 

Es urgente la necesidad de plantear nuevas 

alternativas energéticas considerando fuentes de 

energía limpia y el uso eficiente de los energéticos 

para mitigar los impactos del cambio climático en 

la salud de las personas, en la frecuencia de 

fenómenos ambientales extremos, en el 

elevamiento del nivel de los mares y en general en 

los impactos que el calentamiento global tiene 

sobre los ecosistemas y la sociedad. 

 

En 2015, México emitió 683 millones de toneladas 

de dióxido de carbono equivalente, 64% de las 

cuales fueron resultado del consumo de 

combustibles fósiles (Instituto Nacional de 

Ecología y Cambio Climático, 2015). Según el 

Balance Nacional de Energía 2016, publicado por 

la Secretaría de Energía, el consumo de energía 

per cápita aumentó en un 6.1% a tasa anual, con el 

86.8% de la producción proviniendo de los 

hidrocarburos.  

 

La Estrategia Nacional de Energía 2013-2017 

reconoce que, en México, es necesario reforzar la 

aplicación de normas de eficiencia y reglamentos 

de construcción que permitan alcanzar los niveles 

de intensidad energética de economías más 

productivas. Si bien, esta estrategia requiere 

incluir a los inmuebles de propiedad privada, es 

también vital que el Estado asuma su obligación 

de participar en las nuevas prácticas energéticas 

encontrando las áreas de oportunidad existentes y 

reconociendo que el beneficio público de un 

ambiente sano supera el costo de la modernización 

de los inmuebles. La ruta propuesta 

internacionalmente para alcanzar estos propósitos 

se puede encontrar en el Objetivo 7 de la Agenda 

2030: “Energía asequible y no contaminante”. En 

este objetivo se plantea como meta 7.b ampliar la 

infraestructura y mejorar la tecnología para prestar 

servicios energéticos modernos y sostenibles para 

todos. 

 

Existen diversos ejemplos de buenas prácticas que 

pueden concentrarse en atender la eficiencia 

energética en áreas como la iluminación, equipos 

de oficina, climatización de instalaciones y 

vehículos, entre otras. 

 

Otro tema urgente es el de los recursos hídricos. 

La huella hídrica del país, es decir el volumen total 

de agua que se utiliza para producir los bienes y 

servicios (Semarnat, 2015), fue 42% mayor que el 

promedio mundial entre 1996 y 2005. Por otro 

lado, para el año 2014, el volumen total de aguas 

residuales provenientes de las descargas 

municipales fue de aproximadamente 228.7 

metros cúbicos por segundo, del cual solamente el 

47% recibió tratamiento (Semarnat, 2015). 

 

La Comisión Nacional del Agua reconoce que 

algunas regiones cuentan con una cantidad de agua 

renovable per cápita “preocupantemente baja”, 

partiendo de que el país cuenta con 450.8 mil 

millones de metros cúbicos de agua dulce 

renovable al año, incluyendo las importaciones y 

exportaciones de agua realizadas por el país. Ante 

esta realidad, la captación y aprovechamiento del 

agua de lluvia para fines distintos al consumo 

humano es una necesidad, de forma que pueda ser 

utilizada bajo condiciones de déficit de lluvia 

(Fao, 2013). 

 

También dentro de los Objetivos de Desarrollo 

Sostenible, el objetivo 6 “Agua limpia y 

saneamiento” tiene como meta 6.4 la de aumentar 

considerablemente el uso eficiente de los recursos 

hídricos en todos los sectores y asegurar la 

sostenibilidad de la extracción y el abastecimiento 

de agua dulce para hacer frente a la escasez de 

agua y reducir considerablemente el número de 

personas que sufren falta de agua. Como meta 6.b 

se plantea apoyar y fortalecer la participación de 

las comunidades locales en la mejora de la gestión 

del agua y el saneamiento. En este tenor, el 

Informe Nacional Voluntario 2018, del gobierno 

de México sobre los objetivos sustentables, 

reconoce entre sus desafíos incrementar la 

reutilización de agua en los servicios municipales. 

 

Además de la captación pluvial, existen una 

amplia gama de alternativas como las 

instalaciones de fontanería para ahorro de agua, 

reutilización o reciclaje de aguas residuales, 

instalación de contadores que permiten la 

segregación y control de consumos y fugas, 

selección de equipos hidro-eficientes, uso de 
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jabones y productos biodegradables que no 

contengan cloro ni fosfatos, y el desarrollo de 

programas de mantenimiento preventivo.  

 

Los inmuebles utilizados con un fin público y, 

sobre todo, aquellos que se ocuparán y construirán 

en el futuro deben planearse a partir de una 

perspectiva que tenga como ejes rectores la 

sustentabilidad y el cuidado del medio ambiente. 

Existen diversos ejemplos de buenas prácticas que 

impulsan la migración de prácticas insostenibles a 

prácticas con visión de futuro. 

 

El Antiguo Palacio del Ayuntamiento, que desde 

1930 fue sede del Gobierno del Distrito Federal 

hasta que se propuso se convirtiera en museo en 

2017, es un ejemplo de edificio público 

sustentable. En su azotea se encuentra un área 

verde de 475 metros cuadrados. Además, cuenta 

con paneles solares que ayudaron a reducir la 

emisión de dióxido de carbono, un sistema de agua 

pluvial y una política de reciclaje (Excelsior , 

2016). 

 

El edificio de la alcaldía Azcapotzalco es una de 

las experiencias más importantes relativas a la 

inversión en la sustentabilidad de los edificios 

públicos. La instalación de 240 paneles solares en 

2013 permitió el ahorro de 60 mil pesos 

mensuales. Además, con la instalación de 654 

lámparas y 129 sensores de movimiento en el 

inmueble se logró un ahorro de 70% del consumo 

de electricidad (Más por más, 2013).  

 

Además de las instalaciones de atención al 

público, las instituciones educativas son un 

espacio en el que modificar las prácticas y 

actividades que tienen un impacto ambiental, 

obtendría un resultado favorable para todos los 

actores que ahí conviven. Hasta hoy, los padres de 

familia son quienes han tenido que cubrir gastos 

como el consumo energético de los inmuebles 

escolares, lo que justifica cuestionar la gratuidad 

de la educación en México. 

 

Como parte de la investigación realizada para la 

propuesta de esta iniciativa se utilizaron dos 

escuelas ubicadas en la Ciudad de Puebla, para 

identificar las posibilidades y beneficios que se 

obtendrían al adoptar nuevas formas de consumo 

energético e hídrico. 

 

El primer ejercicio se realizó en la Escuela 

Secundaria Oficial Profesor Nicolás Reyes 

Alegre, la cual cuenta con 3 grados educativos, 9 

grupos, 8 maestros y 371 estudiantes (Siged, 

2019). Para tal escuela se sugirió instalar 17 

paneles solares policristalinos de 270 Vatios en 43 

metros cuadrados, alcanzando un de ahorro 

estimado del 91.0% sobre la factura de Comisión 

Federal de Electricidad. El costo total de la 

instalación completa se cotizó en 177,804 pesos. 

Considerando que la escuela paga en promedio 

5,250 pesos mensuales de consumo de energía 

eléctrica, la inversión se recuperaría en 

aproximadamente 5 años, pues la tarifa básica ya 

una vez instalados los paneles se reduciría a sólo 

204 pesos.  

 

El segundo ejercicio se realizó en el Centro 

Escolar Manuel Espinoza Yglesias, éste abarca 

educación básica y media superior. En los niveles 

de educación básica cuenta con 2,884 alumnos, 80 

docentes y 68 grupos (SIGED, 2019). En este 

centro educativo se consideró un mecanismo para 

tratar aguas residuales, llegando a la conclusión de 

que es posible tratar el 50% de las aguas residuales 

del Centro Escolar utilizándolas para el riego de 

áreas verdes. El sistema de captación pluvial 

propuesto tendría un costo de 1.1 millones de 

pesos, abarcando una capacidad de captación 

anual de 1,500 m3, alcanzando a ahorrar 

aproximadamente 200 mil pesos anuales, 

recuperando la inversión en un plazo de 5 años y 

medio. 

 

Incluir este tipo de sistemas en los inmuebles 

escolares permitiría que la carga económica no 

recayera en los padres de familia y así, se 

disminuyera las cuotas que actualmente cubren. 

Escenario que debe ser replicado en las 

instituciones públicas del país, sin diferenciar el 

uso del inmueble.  

 

Inclinarse hacia una agenda sustentable e incluirla 

en la construcción de los nuevos edificios públicos 
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y en la adaptación de los ya existentes permitiría 

adoptar de forma más concisa la responsabilidad 

ambiental del Estado, comenzando así a 

encaminar un estilo de vida generalizado evocado 

hacia la sustentabilidad. 

 

A continuación, se presenta un análisis 

comparativo de las modificaciones propuestas: 

 

Vigente LGEE Propuesta LGEE 

Art 10. Las 

Legislaturas de las 

entidades 

federativas, con 

arreglo a sus 

respectivas 

Constituciones, 

expedirán las 

disposiciones legales 

que sean necesarias 

para regular las 

materias de su 

competencia 

previstas en esta Ley. 

 

 

Art 10. ... 

 

 

Los ayuntamientos, 

por su parte, dictarán 

los bandos de policía 

y buen gobierno, los 

reglamentos, 

circulares y 

disposiciones 

administrativas que 

correspondan, para 

que, en sus 

respectivas 

circunscripciones, se 

cumplan las 

previsiones del 

presente 

ordenamiento. 

… 

En el ejercicio de sus 

atribuciones, las 

entidades 

federativas, los 

Municipios y las 

demarcaciones 

… 

territoriales de la 

Ciudad de México, 

observarán las 

disposiciones de esta 

Ley y las que de ella 

se deriven. 

 

(SIN 

CORRELATIVO) 

Los organismos 

constitucionalmente 

autónomos emitirán 

los lineamientos 

conducentes, 

conforme a sus 

facultades y 

atribuciones de ley, 

para cumplir las 

previsiones de la 

presente ley. 

Art 17 Ter. Las 

dependencias de la 

Administración 

Pública Federal, el 

Poder Legislativo 

Federal y el Poder 

Judicial de la 

Federación, 

instalarán en los 

inmuebles a su cargo, 

un sistema de 

captación de agua 

pluvial, debiendo 

atender los 

requerimientos de la 

zona geográfica en 

que se encuentren y 

la posibilidad física, 

técnica y financiera 

que resulte 

conveniente para 

cada caso. Esta se 

utilizará en los 

baños, las labores de 

limpieza de pisos y 

ventanas, el riego de 

jardines y árboles de 

ornato. 

Art 17 Ter. Las 

dependencias y 

entidades de la 

Administración 

Pública Federal, el 

Poder Legislativo 

Federal, el Poder 

Judicial de la 

Federación, los 

organismos 

constitucionales 

autónomos, así como 

los gobiernos de las 

Entidades Federativas, 

en sus distintos 

poderes constituidos, y 

los gobiernos 

municipales, 

realizarán las 

modificaciones 

necesarias a los 

inmuebles que ocupen 

o estén bajo su 

custodia para limitar 

su impacto ambiental. 

Estas modificaciones 

deberán incluir 

medidas que permitan 

optimizar la 

generación y consumo 
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de energía; un sistema 

de captación pluvial y 

reúso de líquidos; y un 

sistema de 

disminución y manejo 

de residuos, entre 

otros, en función a la 

viabilidad técnica y 

financiera de la 

autoridad que 

corresponda. 

La instalación del 

sistema de captación 

de agua pluvial en 

aquellos inmuebles a 

cargo de las 

dependencias de la 

Administración 

Pública Federal, el 

Poder Legislativo 

Federal y el Poder 

Judicial de la 

Federación, 

declarados 

monumentos 

artísticos e históricos 

en términos de lo 

dispuesto por la Ley 

Federal de 

Monumentos y 

Zonas 

Arqueológicos, 

Artísticos e 

Históricos se llevará 

a cabo bajo la 

rigurosa supervisión 

de expertos del 

Instituto Nacional de 

Antropología e 

Historia o del 

Instituto Nacional de 

Bellas Artes, según 

corresponda, con 

objeto de evitar 

afectaciones a dichos 

inmuebles. 

Las modificaciones en 

inmuebles declarados 

monumentos artísticos 

o históricos se llevarán 

a cabo bajo la rigurosa 

supervisión y 

lineamientos 

establecidos por el 

Instituto Nacional de 

Antropología e 

Historia o del Instituto 

Nacional de Bellas 

Artes, según 

corresponda, con 

objeto de evitar 

afectaciones a dichos 

inmuebles. 

Para efectos de lo 

dispuesto en el 

SE DEROGA 

presente artículo, por 

agua pluvial se 

entiende aquella que 

proviene de la lluvia, 

el granizo y la nieve. 

 

Vigente LOP Propuesta LOP 

Art 17. En la 

planeación de las 

obras públicas y de 

los servicios 

relacionados con las 

mismas que 

pretendan realizar los 

sujetos a que se 

refieren las 

fracciones I a VI del 

artículo 1 de esta 

Ley, deberán 

ajustarse a: 

I. Lo dispuesto por la 

Ley General de 

Asentamientos 

Humanos; 

II. Los objetivos y 

prioridades del Plan 

Nacional de 

Desarrollo y de los 

programas 

sectoriales, 

institucionales, 

regionales y 

especiales que 

correspondan, así 

como a las 

previsiones 

contenidas en sus 

programas anuales, y 

 

III. Los objetivos, 

metas y previsiones 

de recursos 

establecidos en el 

Presupuesto de 

Egresos de la 

Federación o, en su 

caso, al presupuesto 

destinado a las 

Art 17. … 

… 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

II. Los objetivos y 

prioridades del Plan 

Nacional de 

Desarrollo y de los 

programas sectoriales, 

institucionales, 

regionales y especiales 

que correspondan, así 

como a las previsiones 

contenidas en sus 

programas anuales; 

 

 

III. Los objetivos, 

metas y previsiones de 

recursos establecidos 

en el Presupuesto de 

Egresos de la 

Federación o, en su 

caso, al presupuesto 

destinado a las 

contrataciones que los 

fideicomisos públicos 

no considerados 

entidades paraestatales 

prevean para el 

ejercicio 

correspondiente; y 
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contrataciones que 

los fideicomisos 

públicos no 

considerados 

entidades 

paraestatales prevean 

para el ejercicio 

correspondiente. 

 

IV. Minimizar el 

impacto ambiental 

de las obras y del 

eventual 

funcionamiento del 

inmueble, incluyendo 

medidas que 

permitan generar 

energía de fuentes 

renovables y 

disminuyan y hagan 

más eficiente su 

consumo; un sistema 

de captación pluvial 

y reúso de líquidos; y 

un sistema de 

disminución y 

manejo de residuos. 

 

Vigente LGBN Propuesta LGBN 

Art 29. 

Corresponden a la 

Secretaría, además 

de las atribuciones 

que le confiere el 

artículo anterior, las 

siguientes: 

 

I a XX… 

 

XXI.- Fijar la 

política de la 

Administración 

Pública Federal en 

materia de 

arrendamiento de 

inmuebles, cuando la 

Federación o las 

entidades tengan el 

carácter de 

arrendatarias, y 

 

XXII.- Las demás 

que le confieran esta 

Ley u otras 

disposiciones 

aplicables. 

Art 29. … 

 

 

 

 

 

I a XX… 

 

XXI.- Fijar la política 

de la Administración 

Pública Federal en 

materia de 

arrendamiento de 

inmuebles, cuando la 

Federación o las 

entidades tengan el 

carácter de 

arrendatarias; 

 

 

XXII.- Emitir las 

normas técnicas 

necesarias para 

garantizar la 

disminución del 

impacto ambiental 

del uso de los 

inmuebles, 

considerando, al 

menos, medidas que 

permitan generar 

energía de fuentes 

renovables y 

disminuyan y hagan 

más eficiente su 

consumo; un sistema 

de captación pluvial 

y reúso de líquidos; y 

un sistema de 

disminución y 

manejo de residuos; 

y 

XXIII.- Las demás 

que le confieran esta 

Ley u otras 

disposiciones 

aplicables. 

 

Por lo expuesto y en compromiso con el consumo 

racional de los recursos, me permito someter a la 

consideración de esta soberanía la siguiente 

iniciativa con proyecto de: 

 

Decreto por el que se modifican diversas 

disposiciones de la Ley General de Equilibrio 

Ecológico y la Protección al Ambiente, la Ley 

de Obras Públicas y Servicios Relacionados con 

las Mismas, y la Ley General de Bienes 

Nacionales. 

 

Primero. Se adiciona un párrafo al artículo 10 y 

se reforma el artículo 17 TER de la Ley General 

de Equilibrio Ecológico y la Protección al 

Ambiente para quedar en los siguientes términos: 

 

Art 10. … 

 

Los organismos constitucionalmente 

autónomos emitirán los lineamientos 

conducentes, conforme a sus facultades y 

atribuciones de ley, para cumplir las 

previsiones de la presente ley. 
  

Art 17 TER. Las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal, el Poder 
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Legislativo Federal, el Poder Judicial de la 

Federación, los organismos constitucionales 

autónomos, así como los gobiernos de las 

Entidades Federativas, en sus distintos poderes 

constituidos, y los gobiernos municipales, 

realizarán las modificaciones necesarias a los 

inmuebles que ocupen o estén bajo su custodia 

para limitar su impacto ambiental. Estas 

modificaciones deberán incluir medidas que 

permitan optimizar la generación y consumo de 

energía; un sistema de captación pluvial y reúso 

de líquidos; y un sistema de disminución y 

manejo de residuos, entre otros, en función a la 

viabilidad técnica y financiera de la autoridad 

que corresponda. 

 

Las modificaciones en inmuebles declarados 

monumentos artísticos o históricos se llevarán a 

cabo bajo la rigurosa supervisión y lineamientos 

establecidos por el Instituto Nacional de 

Antropología e Historia o del Instituto Nacional de 

Bellas Artes, según corresponda, con objeto de 

evitar afectaciones a dichos inmuebles. 

 

Segundo. Se adiciona la fracción IV al artículo 17 

de la Ley de Obras Públicas y Servicios 

Relacionados con las Mismas, para quedar en los 

siguientes términos: 

 

Art 17. … 

 

I. … 

 

II. Los objetivos y prioridades del Plan Nacional 

de Desarrollo y de los programas sectoriales, 

institucionales, regionales y especiales que 

correspondan, así como a las previsiones 

contenidas en sus programas anuales; 

III. Los objetivos, metas y previsiones de recursos 

establecidos en el Presupuesto de Egresos de la 

Federación o, en su caso, al presupuesto destinado 

a las contrataciones que los fideicomisos públicos 

no considerados entidades paraestatales prevean 

para el ejercicio correspondiente; y 

 

IV. Minimizar el impacto ambiental de las 

obras y del eventual funcionamiento del 

inmueble, incluyendo medidas que permitan 

generar energía de fuentes renovables y 

disminuyan y hagan más eficiente su consumo; 

un sistema de captación pluvial y reúso de 

líquidos; y un sistema de disminución y manejo 

de residuos. 

 

Tercero. Se reforma el artículo 29 de la Ley 

General de Bienes Nacionales, para quedar en los 

siguientes términos: 

 

Art 29. … 

 

I al XX.-… 

 

XXI.- Fijar la política de la Administración 

Pública Federal en materia de arrendamiento de 

inmuebles, cuando la Federación o las entidades 

tengan el carácter de arrendatarias; 

 

XXII.- Emitir las normas técnicas necesarias 

para garantizar la disminución del impacto 

ambiental del uso de los inmuebles, 

considerando, al menos, medidas que permitan 

generar energía de fuentes renovables y 

disminuyan y hagan más eficiente su consumo; 

un sistema de captación pluvial y reúso de 

líquidos; y un sistema de disminución y manejo 

de residuos; y 

 

XXIII.- Las demás que le confieran esta Ley u 

otras disposiciones aplicables. 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al 

día siguiente a su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Segundo. Las autoridades responsables de los 

inmuebles públicos o de uso público deberán 

identificar cuáles son sujetos a mejoras en su 

sustentabilidad, en términos del artículo 17 Ter de 

la Ley General de Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente, en un plazo no mayor a 

un año, contando con un plazo idéntico para 

realizar las mismas, esto último en función a la 

viabilidad técnica y financiera.  
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de marzo 

del 2019 

 

Dip. José Guillermo Aréchiga Santamaría 
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DE LA DIP. TATIANA CLOUTHIER CARRILLO CON 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMAN LOS 

ARTÍCULOS 56 Y 63 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

CON EL OBJETIVO DE ELIMINAR A LOS 

SENADORES ELECTOS POR EL PRINCIPIO DE 

REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL 

 

La que suscribe, Tatiana Clouthier Carrillo, 

diputada integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena, con fundamento en el artículo 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 

6o, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración del pleno de esta Cámara de 

Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de 

decreto por el que se modifican los artículos 56 y 

63 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos.  

 

Exposición de motivos 

 

La naturaleza del Senado como institución política 

se planteó desde sus inicios como un espacio de 

deliberación pública y de toma de decisiones, 

cuyos límites y alcances estuvieron en constante 

proceso de cambio y sujetos a diferentes contextos 

históricos. En sus orígenes históricos, el objetivo 

ulterior del Senado era asegurar los intereses de 

una clase a través de una cámara “alta”, cuya 

composición fuera determinada por patrones entre 

sus miembros como un estatus económico alto o 

un origen familiar aristocrático. Sin embargo, en 

las democracias representativas modernas, las 

cámaras altas son una segunda instancia que sirva 

como mecanismo de control dentro del propio 

poder legislativo. 

 

La existencia de legislaturas bicamerales con un 

Senado y una Cámara de representantes se 

desarrolló tanto en estados unitarios como 

federales. Existen estados unitarios con 

legislaturas bicamerales, como es el caso del 

Reino Unido. Sin embargo, la existencia de una 

segunda cámara en un estado federal, por diseño 

constitucional, se encuentra estrechamente 

relacionada con la idea de representación de los 

https://www.wwf.es/nuestro_trabajo_/informe_planeta_vivo/huella_ecologica/
https://www.wwf.es/nuestro_trabajo_/informe_planeta_vivo/huella_ecologica/
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intereses de las entidades federativas que lo 

conforman.1 En el caso del continente americano, 

existen legislaturas bicamerales en países 

federales como Estados Unidos, Argentina, Brasil, 

Canadá y México.  

 

En México, la idea de una segunda cámara estuvo 

presente desde la Constitución de 1824 en la que 

se planteó la existencia de dos cámaras: de 

diputados y senadores. No obstante, con la 

Constitución de 1857 se abrogó el Senado, y se 

restableció hasta 1875. En la Constitución de 1917 

se fijó el periodo de los senadores en cuatro años 

y su renovación se determinó de forma escalonada 

cada dos años. Posteriormente, casi dos décadas 

después se amplió el periodo de los senadores a 

seis años con la reforma constitucional de 1933. 

 

La conformación y métodos de elección en la 

Cámara de Diputados había sufrido cambios 

importantes como la introducción de los 

“diputados de partido” en 1962. En contraste, el 

Senado conservó una integración mayoritaria 

hasta la reforma de 1993 en la que se estableció el 

aumento de los senadores a cuatro por entidad 

federativa. Luego, en 1996 se planteó un método 

de integración diferente: tres senadores serían 

electos por entidad federativa mientras que los 32 

senadores restantes serían asignados mediante 

listas propuestas por cada partido político.  

 

En la actualidad, el Senado de la República se 

conforma por 128 senadoras y senadores, de los 

cuales 64 de ellos se eligen mediante el principio 

de mayoría relativa; es decir, se asignan dos 

escaños por estado al partido o candidato que 

obtiene mayor votación. Otros 32 legisladores se 

asignan por el llamado principio de primera 

minoría, cuya base fundamental recae en asignar 

un senador o senadora al segundo partido con más 

votos en determinada entidad. Por último, se 

eligen 32 senadores por el principio de 

representación proporcional mediante una lista 

nacional. 

                                                 
1 La función del senado como representación territorial en 

una federación fue defendida por James Madison en El 

El principal objetivo del Senado mexicano, como 

en el caso estadounidense, es otorgar 

representación a las entidades federales, por lo que 

se determinó el principio de equidad entre estados 

al otorgar una misma representación a cada 

entidad sin importar el tamaño de su población o 

aportación económica a la federación. Si bien las 

reformas de la década de 1990 aumentaron la 

proporcionalidad en términos de integración 

partidista de la cámara, las mismas terminaron por 

minar el carácter territorial de la Cámara de 

Senadores. En la actualidad, los 32 senadores y 

senadoras que llegan a la cámara alta bajo el 

principio de representación proporcional no 

desempeñan el papel de representantes de una 

entidad federativa, sino que anteponen los 

intereses del partido al que pertenecen. Esto 

deslegitima por completo el propósito por el cual 

acceden a sus escaños.  

 

México es el país con el senado más numeroso de 

América Latina y del continente, en general. 

Países que en comparación sobrepasan la 

extensión territorial o incluso en población 

cuentan con un número de representantes menor 

que el Senado mexicano. En perspectiva, estas son 

las cifras de la composición del senado de países 

con sistema federal en América: 

 

 
 

 

Fuente: Elaboración propia  

 

Federalista no.3 en el que se resumen las dos funciones 

básicas de esta cámara: representación territorial y 

contrapeso a la cámara de representantes. 
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La gráfica anterior muestra cómo de los cinco 

países que combinan federalismo y un sistema 

legislativo bicameral en América, México es el 

que cuenta con mayor número de senadoras con un 

total de 128, mientras que Brasil tiene 81, Estados 

Unidos de América 100, Argentina 72, y Canadá 

con 105.  

 

Así pues, la asignación de un cuarto de los escaños 

del Senado mexicano mediante la vía de la 

representación proporcional mina los principios 

por los que esta institución nació como cámara con 

representación territorial; además, constituye un 

gasto excesivo si se sopesan los beneficios que la 

proporcionalidad brinda en términos de 

representación. 

 

De acuerdo al Presupuesto de Egresos de la 

Federación para el ejercicio fiscal  2019, 

anualmente, cada uno de  los senadores percibirán 

una Remuneración total anual neta de 

$1,571,344.00 pesos2 (un millón quinientos 

setenta y un mil trescientos cuarenta y cuatro 

pesos) solamente en el rubro de sueldos y salarios. 

Lo anterior significa que solamente en el año 2019 

el Senado de la República gastará 

$201,132,032.00 pesos (doscientos un millón 

ciento treinta y dos mil treinta y dos pesos) 

únicamente en el rubro de sueldos y salarios de los 

senadores. 

 

En este sentido, si se piensa que la actual 

legislatura de la Cámara de Senadores estará en 

funciones hasta 2024 y que el presupuesto al 

Senado no tendrá mayor variación en este rubro, 

se puede aducir que el gasto total de los seis años 

de la legislatura rondará cerca de 

$1,200,000,000.00 pesos (un billón doscientos mil 

millones de pesos), únicamente en el rubro de 

sueldos y salarios para las y los senadores.  

 

Es imprescindible que en función de impulsar una 

verdadera representación de las entidades 

federativas en la Cámara de Senadores se reduzca 

el número de escaños a 96 en la Cámara de 

                                                 
2Consultadoenhttp://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/p

df/PEF_2019_281218.pdf  P.73    

Senadores. Esto incentivará que prevalezca la 

representación territorial sobre los intereses 

partidistas y que, ahora que existe la reelección, 

los representantes rindan cuentas al electorado de 

sus distritos.  

 

Reducir el número de senadores y senadoras a 96 

implicaría que (con las cifras del PEF 2019), en 

vez de ejercer un presupuesto de $201,132,032.00 

pesos, se ejercerían $150,849,024.00 pesos, lo que 

significa un ahorro de más de 50 millones de pesos 

al año tan solo en el rubro de sueldos y salarios de 

los senadores. Dinero que constituye una cifra 

considerable si se toma en cuenta que puede usarse 

para la mejora de políticas públicas en términos de 

materialización y también en la inversión para la 

mejora de servicios públicos.  

 

En esta iniciativa, se propone actualizar la 

Constitución al modificar dos artículos:  

 

Texto actual Propuesta 

Artículo 56.- La 

Cámara de 

Senadores se 

integrará por  ciento 

veintiocho 

senadores, de los 

cuales, en cada 

Estado y en la 

Ciudad de México, 

dos serán elegidos 

según el principio de 

votación mayoritaria 

relativa y uno será́ 

asignado a la primera 

minoría. Para estos 

efectos, los partidos 

políticos deberán 

registrar una lista con 

dos fórmulas de 

candidatos. La 

senaduría de primera 

minoría le será́ 

asignada a la fórmula 

Artículo 56.- La 

Cámara de Senadores 

se integrará por 

noventa y seis 

senadores, de los 

cuales, en cada Estado 

y en la Ciudad de 

México, dos serán 

elegidos según el 

principio de votación 

mayoritaria relativa y 

uno será́ asignado a la 

primera minoría. Para 

estos efectos, los 

partidos políticos 

deberán registrar una 

lista con dos fórmulas 

de candidatos. La 

senaduría de primera 

minoría le será́ 

asignada a la fórmula 

de candidatos que 

encabece la lista del 

   (Vigente al Día 12/02/2019) 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/PEF_2019_281218.pdf
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/PEF_2019_281218.pdf
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de candidatos que 

encabece la lista del 

partido político que, 

por sí mismo, haya 

ocupado el segundo 

lugar en número de 

votos en la entidad de 

que se trate. 

 

Los treinta y dos 

senadores restantes 

serán elegidos según 

el principio de 

representación 

proporcional, 

mediante el sistema 

de listas votadas en 

una sola 

circunscripción 

plurinominal 

nacional. La ley 

establecerá́ las reglas 

y fórmulas para estos 

efectos. 

 

La Cámara de 

Senadores se 

renovará en su 

totalidad cada seis 

años.  

 

partido político que, 

por sí mismo, haya 

ocupado el segundo 

lugar en número de 

votos en la entidad de 

que se trate. 

 

 

 

 (se deroga) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La Cámara de 

Senadores se renovará 

en su totalidad cada 

seis años.  

 

 

Artículo 63.- Las 

Cámaras no pueden 

abrir sus sesiones ni 

ejercer su cargo sin la 

concurrencia, en 

cada una de ellas, de 

más de la mitad del 

número total de sus 

miembros; pero los 

presentes de una y 

otra deberán reunirse 

el día señalado por la 

ley y compeler a los 

ausentes a que 

concurran dentro de 

los treinta días 

siguientes, con la 

Artículo 63.- Las 

Cámaras no pueden 

abrir sus sesiones ni 

ejercer su cargo sin la 

concurrencia, en cada 

una de ellas, de más de 

la mitad del número 

total de sus miembros; 

pero los presentes de 

una y otra deberán 

reunirse el día 

señalado por la ley y 

compeler a los 

ausentes a que 

concurran dentro de 

los treinta días 

siguientes, con la 

advertencia de que si 

no lo hiciesen se 

entenderá́ por ese 

solo hecho, que no 

aceptan su encargo, 

llamándose luego a 

los suplentes, los que 

deberán presentarse 

en un plazo igual, y si 

tampoco lo hiciesen, 

se declarará vacante 

el puesto. Tanto las 

vacantes de 

diputados y 

senadores del 

Congreso de la 

Unión que se 

presenten al inicio de 

la legislatura, como 

las que ocurran 

durante su ejercicio, 

se cubrirán: la 

vacante de diputados 

y senadores del 

Congreso de la 

Unión por el 

principio de mayoría 

relativa, la Cámara 

respectiva convocará 

a elecciones 

extraordinarias de 

conformidad con lo 

que dispone la 

fracción IV del 

artículo 77 de esta 

Constitución; la 

vacante de miembros 

de la Cámara de 

Diputados electos 

por el principio de 

representación 

proporcional, será́ 

cubierta por la 

fórmula de 

candidatos del 

mismo partido que 

siga en el orden de la 

lista regional 

advertencia de que si 

no lo hiciesen se 

entenderá́ por ese solo 

hecho, que no aceptan 

su encargo, 

llamándose luego a los 

suplentes, los que 

deberán presentarse en 

un plazo igual, y si 

tampoco lo hiciesen, 

se declarará vacante el 

puesto. Tanto las 

vacantes de diputados 

y senadores del 

Congreso de la Unión 

que se presenten al 

inicio de la legislatura, 

como las que ocurran 

durante su ejercicio, se 

cubrirán: la vacante de 

diputados y senadores 

del Congreso de la 

Unión por el principio 

de mayoría relativa, la 

Cámara respectiva 

convocará a 

elecciones 

extraordinarias de 

conformidad con lo 

que dispone la 

fracción IV del 

artículo 77 de esta 

Constitución; la 

vacante de miembros 

de la Cámara de 

Diputados electos por 

el principio de 

representación 

proporcional, será́ 

cubierta por la fórmula 

de candidatos del 

mismo partido que 

siga en el orden de la 

lista regional 

respectiva, después de 

habérsele asignado los 

diputados que le 

hubieren 
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respectiva, después 

de habérsele 

asignado los 

diputados que le 

hubieren 

correspondido; la 

vacante de miembros 

de la Cámara de 

Senadores electos 

por el principio de 

representación 

proporcional, será́ 

cubierta por aquella 

fórmula de 

candidatos del 

mismo partido que 

siga en el orden de 

lista nacional, 

después de habérsele 

asignado los 

senadores que le 

hubieren 

correspondido; y la 

vacante de miembros 

de la Cámara de 

Senadores electos 

por el principio de 

primera minoría, será́ 

cubierta por la 

fórmula de 

candidatos del 

mismo partido que 

para la entidad 

federativa de que se 

trate se haya 

registrado en 

segundo lugar de la 

lista correspondiente.  

... 

correspondido; y la 

vacante de miembros 

de la Cámara de 

Senadores electos por 

el principio de primera 

minoría, será́ cubierta 

por la fórmula de 

candidatos del mismo 

partido que para la 

entidad federativa de 

que se trate se haya 

registrado en segundo 

lugar de la lista 

correspondiente.  

... 

 

 

El mandato expresado por los mexicanos en las 

últimas elecciones fue claro: la clase política se 

encuentra deslegitimada, es necesario recuperar la 

confianza en el Congreso. No existe una 

correlación entre el número de escaños en el 

Senado y la calidad de la legislación que proviene 

del mismo. No existe una institución senatorial en 

América Latina que tenga un senado con más 

integrantes que en México. Lo que sí existe, por 

otro lado, es un gasto exagerado y un déficit de 

representación de las entidades federativas. 

Mientras que los diputados plurinominales tienen 

sentido en cuanto a que la cámara deber ser un fiel 

reflejo de la sociedad mexicana, en el Senado, la 

representación proporcional atrofia el objetivo 

fundamental de la cámara. Como legisladores es 

nuestro deber escuchar las exigencias de la 

ciudadanía y renovar la confianza en el Congreso.  

 

Por lo anterior expuesto, se somete a la 

consideración de esta Cámara de Diputados la 

siguiente iniciativa con proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
 

Único. - Se reforma el párrafo primero y se deroga 

el segundo párrafo del artículo 56, y se modifica el 

primer párrafo del artículo 63 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos en 

materia de integración de la Cámara de Senadores 

para quedar como siguen: 
 

Artículo 56.- La Cámara de Senadores se 

integrará por noventa y seis senadores, de los 

cuales, en cada Estado y en la Ciudad de México, 

dos serán elegidos según el principio de votación 

mayoritaria relativa y uno será́ asignado a la 

primera minoría. Para estos efectos, los partidos 

políticos deberán registrar una lista con dos 

fórmulas de candidatos. La senaduría de primera 

minoría le será́ asignada a la fórmula de candidatos 

que encabece la lista del partido político que, por 

sí mismo, haya ocupado el segundo lugar en 

número de votos en la entidad de que se trate. 
 

(Se deroga) 
 

La Cámara de Senadores se renovará en su 

totalidad cada seis años.  
 

Artículo 63.- Las Cámaras no pueden abrir sus 

sesiones ni ejercer su cargo sin la concurrencia, en 

cada una de ellas, de más de la mitad del número 

total de sus miembros; pero los presentes de una y 

otra deberán reunirse el día señalado por la ley y 

compeler a los ausentes a que concurran dentro de 
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los treinta días siguientes, con la advertencia de 

que si no lo hiciesen se entenderá́ por ese solo 

hecho, que no aceptan su encargo, llamándose 

luego a los suplentes, los que deberán presentarse 

en un plazo igual, y si tampoco lo hiciesen, se 

declarará vacante el puesto. Tanto las vacantes de 

diputados y senadores del Congreso de la Unión 

que se presenten al inicio de la legislatura, como 

las que ocurran durante su ejercicio, se cubrirán: la 

vacante de diputados y senadores del Congreso de 

la Unión por el principio de mayoría relativa, la 

Cámara respectiva convocará a elecciones 

extraordinarias de conformidad con lo que dispone 

la fracción IV del artículo 77 de esta Constitución; 

la vacante de miembros de la Cámara de 

Diputados electos por el principio de 

representación proporcional, será́ cubierta por la 

fórmula de candidatos del mismo partido que siga 

en el orden de la lista regional respectiva, después 

de habérsele asignado los diputados que le 

hubieren correspondido; y la vacante de miembros 

de la Cámara de Senadores electos por el principio 

de primera minoría, será́ cubierta por la fórmula de 

candidatos del mismo partido que para la entidad 

federativa de que se trate se haya registrado en 

segundo lugar de la lista correspondiente.  

 

… 

 

 

... 

 

... 

 

Transitorios 

 

Primero. - El presente decreto entrará en vigor al 

día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

 

Segundo. - La reforma será efectiva a partir de la 

renovación del Congreso Federal que tendrá lugar 

en las elecciones federales de 2024. 

 

Cámara de Diputados a 5 de marzo de 2019  

 

Dip. Tatiana Clouthier Carrillo 

 

PROPOSICIONES 

 

DE LA DIP. MERARY VILLEGAS SÁNCHEZ CON 

PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A 

LAS PROCURADURÍAS Y FISCALÍAS GENERALES 

DE JUSTICIA DE DIFERENTES ENTIDADES, A QUE 

APLIQUEN EL CRITERIO JURISDICCIONAL DE 

INVESTIGACIÓN CON PERSPECTIVA DE GÉNERO A 

TODA MUERTE VIOLENTA DE MUJERES 

 

La que suscribe, Merary Villegas Sánchez, 

diputada Federal de la LXIV Legislatura del 

Congreso de la Unión e integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 

79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción 

III, del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

somete a consideración del Honorable Pleno la 

siguiente propuesta con punto de acuerdo: 

 

Considerando 

 

Como legisladora federal quiero solicitarle a cada 

uno de mis compañeros y compañeras diputadas 

que seamos la punta de lanza para que no solo en 

mi estado, sino en cada uno de las entidades de 

nuestro país, se respeten los Derechos Humanos 

de las personas más vulnerables y se combata a 

fondo la violencia contra las mujeres.  

 

Debemos estar conscientes que la violencia contra 

las mujeres es un problema de desigualdades y 

discriminación; no de hoy sino de antaño, por eso 

la lucha constante. Tanto las mujeres como los 

hombres tenemos los mismos derechos, no se trata 

de un problema estadístico. Es la violencia la que 

impide a las mujeres disfrutar sus libertades y sus 

derechos como todo ser humano. 

 

Considero que la violencia contra las mujeres es 

producto de una discriminación derivada de una 

cultura patriarcal añeja y arraigada, que debemos 

cambiar de una vez por todas, porque se suscribe 

en el marco de las violaciones a los Derechos 

Humanos, lo cual nos obliga a abordar esta 

problemática desde las instituciones establecidas 

de modo que la podamos prevenir y afrontar, como 
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una obligación jurídica que exige medidas y 

reformas legislativas. 

 

Por lo anterior no concibo que, en muchos estados 

de nuestro país, el agredir a una mujer no esté 

considerado como un hecho grave; y que en 

muchos de ellos no se sanciona a quienes cometen 

actos violentos contra las mujeres, tampoco se les 

brinda una atención o compensación a las víctimas 

de la violencia, mucho menos las protegen, 

conduciendo así a formas extremas de violencia 

que culminan en muerte violenta y/o en 

feminicidios. 

 

El arduo transitar de las víctimas para enfrentar la 

violencia de género no termina con la muerte de la 

mujer, al contrario, a este se suman sus familiares, 

hijos, hijas y todas aquellas personas que formaron 

parte de su entorno social, aunada a la necesidad y 

reclamo de recibir justicia.  

 

El clamor de justicia está estrechamente vinculado 

al actuar de las procuradurías y fiscalías generales 

en las entidades federativas, toda vez que al 

ministerio público le corresponde llevar a cabo 

todos aquellos actos de investigación para el 

esclarecimiento de los hechos1 que permitan la 

integración de la carpeta de investigación, el 

señalamiento de un presunto responsable, y todos 

aquellos procedimientos que concluyan con la 

valoración de un juez para emitir un fallo en los 

casos.  

 

Es imprescindible que en todas las etapas del 

procedimiento penal el ministerio público cuente 

con todos aquellos datos que le permitan al juez 

vincular un presunto responsable a proceso, así 

mismo aquellos medios de prueba y pruebas para 

la valoración desde el órgano jurisdiccional que 

finalmente recaiga en una sentencia razonada que 

                                                 
1 Art. 129 del Código Nacional de Procedimientos Penales.  
2 Puede ser consultado en  

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/253267/P

rotocolo_Feminicidio.pdf 
3 Puede ser consultado en 

http://cedoc.inmujeres.gob.mx/ftpg/Chihuahua/Ch_Meta_A

2_1_1_protocolo_feminicidio.pdf 

brinde certeza jurídica a la sociedad y a las 

víctimas.  

 

Tratándose de víctimas de violencia de género es 

necesario aplicar en todas las etapas de la 

investigación, desde el primer respondiente, los 

protocolos de actuación tales como el “Protocolo 

de Investigación Ministerial, Policial y Pericial 

con Perspectiva de Género para el Delito de 

Feminicidio2” o los protocolos creados por los 

Institutos de la Mujer estatales, por ejemplo, el 

Protocolo de Investigación Criminalística del 

Feminicidio3 y el Protocolo de Actuación en la 

Investigación del Delito de Homicidio desde la 

Perspectiva del Feminicidio4. 

 

La responsabilidad de investigar cualquier muerte 

violenta de mujeres recae en las Fiscalías y/o 

Procuradurías generales de los estados, 

específicamente en el  Ministerio Público a quien 

le compete conducir la investigación, coordinar a 

las policías y a los servicios periciales, resolver 

sobre el ejercicio de la acción penal...ordenar las 

diligencias pertinentes y útiles para demostrar o 

no, la existencia del delito y la responsabilidad de 

quien lo cometió o participó en su comisión5, 

conforme los protocolos antes señalados y aplicar 

el criterio jurisdiccional de la tesis aislada de la 

suprema corte de justicia publicada el 05 de mayo 

de 20156, que a la letra dice: 

 
FEMINICIDIO. LAS AUTORIDADES 

ENCARGADAS DE LA INVESTIGACIÓN DE 

MUERTES VIOLENTAS DE MUJERES TIENEN 

LA OBLIGACIÓN DE REALIZAR LAS 

DILIGENCIAS CORRESPONDIENTES CON 

BASE EN UNA PERSPECTIVA DE GÉNERO.  De 

la cual se interpreta que toda muerte violenta de 

mujer debe ser investigada de inicio como 

feminicidio para después descartar sus características 

si en la investigación no se encontró alguna de las 

causales del tipo penal existente en las 32 entidades 

de la república.   

4Puedeserconsultadoenhttp://cedoc.inmujeres.gob.mx/ftpg/

EdoMex/edomex_meta4_1_2011.pdf 
5 Art. 127 del Código Nacional de Procedimientos Penales.  
6Puedeserconsultadaenhttp://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/Pagina

s/DetalleGeneralV2.aspx?ID=2009087&Clase=DetalleTesi

sBL&Semanario=0 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/253267/Protocolo_Feminicidio.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/253267/Protocolo_Feminicidio.pdf
http://cedoc.inmujeres.gob.mx/ftpg/Chihuahua/Ch_Meta_A2_1_1_protocolo_feminicidio.pdf
http://cedoc.inmujeres.gob.mx/ftpg/Chihuahua/Ch_Meta_A2_1_1_protocolo_feminicidio.pdf
http://cedoc.inmujeres.gob.mx/ftpg/EdoMex/edomex_meta4_1_2011.pdf
http://cedoc.inmujeres.gob.mx/ftpg/EdoMex/edomex_meta4_1_2011.pdf
http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?ID=2009087&Clase=DetalleTesisBL&Semanario=0
http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?ID=2009087&Clase=DetalleTesisBL&Semanario=0
http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?ID=2009087&Clase=DetalleTesisBL&Semanario=0
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A continuación, se cita un extracto de la tesis 

señalada: 

 
Con base en los derechos humanos de igualdad y no 

discriminación por razones de género, cuando se 

investigue la muerte violenta de una mujer, los 

órganos investigadores deben realizar su 

investigación con perspectiva de género, para lo cual, 

debe implementarse un método para verificar si 

existió una situación de violencia o vulnerabilidad en 

la víctima por cuestiones de género.  Así pues, en el 

caso de muertes violentas de mujeres, las autoridades 

deben explorar todas las líneas de investigación 

posibles, incluyendo el hecho de que la mujer muerta 

haya sido víctima de violencia de género a fin de 

determinar la verdad histórica de lo sucedido […] 

 

Esta tesis es resultado de la lucha de Irinea 

Buendía que perdió a su hija debido a la violencia 

de género reiterada que padecía por parte de su 

esposo, y que al ser encontrada muerta su caso fue 

investigado como suicido, por lo que la Sra. Irinea 

Buendía comenzó un largo proceso ante los 

órganos jurisdiccionales donde arribaron al 

criterio jurisdiccional antes mencionado, 

concluyendo que no fue un suicidio sino 

feminicidio.  

 

Cualquiera que sea el espacio donde las mujeres se 

encuentren, ya sea dentro o fuera de un hogar, 

estas son violentadas por extraños y conocidos, al 

intentar cumplir un papel sociocultural de hija, 

hermana, novia, esposa, o madre, dedicada al 

hogar, así como al intentar romper con él en la 

búsqueda de crecimiento educativo, profesional, 

laboral, económico, y político. 

 

De acuerdo a información delictiva y de 

emergencias con perspectiva de género en el país 

2, 952 mujeres y niñas perdieron la vida ante un 

presunto feminicidio u homicidio doloso durante 

el periodo comprendido de enero a noviembre de 

2018, es decir, al menos 8 mujeres morían 

diariamente de forma violenta.  

 

Vale la pena resaltar que de los 2, 952 casos 

ocurridos en 2018, solo 706 serán investigados 

                                                 
7 De acuerdo a información delictiva y con perspectiva de 

género del Secretariado Ejecutivo Nacional de Seguridad 

con perspectiva de género, pues estos fueron 

clasificados en la carpeta de investigación como 

feminicidios.   

 

Con base en el análisis de los datos señalados se 

infiere que en el 75% de los casos de muertes 

violentas de mujeres las Fiscalías de los Estados 

y/o Procuradurías Generales dejarán de investigar 

posibles signos de violencia sexual de la víctima, 

lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes 

infligidas, antecedentes o datos de alguno o varios 

de tipos de violencia en el ámbito familiar, laboral, 

o docente, asimismo de amenazas, acoso, el 

vínculo entre el sujeto activo o la víctima, o si la 

víctima fue incomunicada o privada de su libertad, 

entre otras. 

  

Las 10 entidades que ocupan los primeros lugares 

de muertes violentas de mujeres y  que no 

investigan con perspectiva de género son: Estado 

de México con 319 muertes violentas de mujeres 

y niñas, Guanajuato con 279, Baja California 

Norte con 248, Guerrero, con 232, Chihuahua con 

186, Jalisco con 182, Veracruz con 167 (entidad 

que cuenta con dos alertas), Michoacán con 147, 

Puebla con 118 y Oaxaca con 1067.  

 

En estas entidades sucedieron 1981 muertes 

violentas de mujeres, pero solo en el 14% de ellas 

fueron clasificadas como feminicidio en la carpeta 

de investigación, en las cuales se deberá averiguar 

si hubo o no razones de género.  

 

A pesar de los altos índices de violencia contra las 

mujeres que se presentan en estas entidades sólo 6 

de estas cuentan con Alerta de Violencia de 

Género (Estado de México, Guerrero, Jalisco, 

Veracruz, Michoacán, y Oaxaca), sin embargo, 

aquellas que cuentan con alerta y las de mayor 

índice de muertes violentas de mujeres no 

observan o cumplen con la aplicación del criterio 

jurisdiccional mencionado líneas arriba. 

 

Pública, durante el periodo enero a octubre de 2018. Puede 

serconsultadaenhttps://www.gob.mx/cms/uploads/attachme

nt/file/415019/Info_delict_persp_g_nero_OCT_231118.pdf 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/415019/Info_delict_persp_g_nero_OCT_231118.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/415019/Info_delict_persp_g_nero_OCT_231118.pdf
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No se trata solo de los 10 primeros lugares de 

entidades con mayor registro de muertes violentas 

de mujeres que están incumpliendo con el criterio 

jurisdiccional, sino de la mayor parte del territorio 

mexicano, e inclusive en aquellos estados que 

están declarados con Alerta de Violencia de 

Género, como Campeche, Colima, Chiapas, 

Durango, Guerrero, Jalisco, México, Estado de 

México, Michoacán, Morelos, Nayarit, Nuevo 

León, Oaxaca, Quintana Roo, San Luis Potosí, 

Veracruz y Zacatecas. Estas características de 

acuerdo a la tesis citada deberán ser descartadas 

durante la investigación y cuando estás no existan 

o no se encuentre, será entonces que la carpeta de 

investigación se reclasificará por homicidio 

doloso o culposo.  

 

La excepción es la Fiscalía General del Estado  de 

Sinaloa que ha cumplido con el criterio 

jurisdiccional de investigar todo muerte violenta 

de mujer como feminicidio desde el año 2017, de 

acuerdo a los resultados de información delictiva 

y con perspectiva de género 2017 y 2018 

respectivamente8.  

 

Ante la resistencia de gobernantes y autoridades 

de incorporar la perspectiva de género en sus 

funciones en forma transversal, las tareas de 

prevención, atención y sanción de la violencia 

hacia las mujeres se ven obstaculizadas 

permitiendo y fomentando la impunidad, pues hay 

información relevante que está dejando de 

sistematizarse, la cual en todo momento es 

imperante analizar para determinar de qué manera 

y en qué medida las instituciones involucradas 

actuaron conforme los protocolos y criterios 

jurisdiccionales establecidos en la materia.  

 

En tal virtud, y con sustento en la fundamentación 

y consideraciones anteriores, es por lo que someto 

a la consideración de esta Soberanía el siguiente:  

 

Punto de acuerdo 

 

                                                 
8Puedenserconsultadoenhttp://secretariadoejecutivo.gob.mx

/docs/pdfs/nueva-

Único. La Cámara de Diputados del Honorable 

Congreso de la Unión, exhorta, respetuosamente, 

a las Procuradurías Generales de Justicia de Baja 

California Norte, Baja California Sur, Ciudad de 

México, Guanajuato, Michoacán, y a las Fiscalías 

Generales de los estados de Aguascalientes, 

Campeche, Coahuila, Colima, Chiapas, 

Chihuahua, Durango, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, 

Estado de México, Morelos, Nayarit, Nuevo León, 

Oaxaca, Puebla, Querétaro, San Luis Potosí, 

Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala,  Quintana 

Roo, Veracruz, Yucatán y Zacatecas a la 

aplicación del criterio jurisdiccional de investigar 

con perspectiva de género todas las muertes 

violentas de mujeres. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 3 de abril de 

2019 

 

Dip. Merary Villegas Sánchez 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

metodologia/Info_delict_persp_genero_DIC2017.pdfhttps:/

/www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/415019/Info_de

lict_persp_g_nero_OCT_231118.pdf 

http://secretariadoejecutivo.gob.mx/docs/pdfs/nueva-metodologia/Info_delict_persp_genero_DIC2017.pdf
http://secretariadoejecutivo.gob.mx/docs/pdfs/nueva-metodologia/Info_delict_persp_genero_DIC2017.pdf
http://secretariadoejecutivo.gob.mx/docs/pdfs/nueva-metodologia/Info_delict_persp_genero_DIC2017.pdf
http://secretariadoejecutivo.gob.mx/docs/pdfs/nueva-metodologia/Info_delict_persp_genero_DIC2017.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/415019/Info_delict_persp_g_nero_OCT_231118.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/415019/Info_delict_persp_g_nero_OCT_231118.pdf
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DEL DIP. RUBÉN CAYETANO GARCÍA CON PUNTO 

DE ACUERDO POR EL CUAL SE EXHORTA A LOS 

ÓRGANOS JURISDICCIONALES A QUE IMPULSEN 

DE OFICIO TODOS LOS PROCESOS LEGALES QUE 

TENGAN BAJO SU COMPETENCIA EN TRÁMITE, A 

PARTIR DE LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA, EL 

PROCESO, LA SENTENCIA Y EJECUCIÓN DE LAS 

MISMAS 

 

El que suscribe, Rubén Cayetano García, diputado 

del Grupo Parlamentario Morena de la LXIV 

Legislatura de la Cámara de Diputados, con 

fundamento en lo señalado en los artículos 6, 

numeral 1, fracción I, y 79 numeral 1, fracción II, 

del Reglamento de la Cámara de Diputados del 

Honorable Congreso de la Unión, someto a 

consideración el siguiente punto de acuerdo por el 

cual se exhorta a los órganos jurisdiccionales, a 

que en el uso de sus facultades impulsen de oficio 

todos los procesos legales que tengan bajo su 

competencia en trámite a partir de la admisión de 

la demanda, el proceso, la sentencia y ejecución de 

las mismas, con el objeto de garantizar el principio 

de constitucionalidad de conceder una justicia 

pronta y expedita, con base en la siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

Una de las recurrentes y sistemáticas 

preocupaciones de la sociedad los justiciables y la 

comunidad jurídica respecto al funcionamiento del 

Poder Judicial Federal, de los poderes judiciales 

estatales y tribunales en materia laboral, agraria y 

administrativos, es la lentitud de los procesos que 

ante éstos se tramitan o de plano la falta de acceso 

a la impartición de justicia. 

 

Los principios o sus garantías de prontitud, 

eficacia y expedites contenidas en el segundo 

párrafo del artículo 17 de la Constitución Federal, 

resultan afectados por la dilación procesal en la 

mayoría de los asuntos con trámite jurisdiccional, 

muchas veces por la falta de interés u 

obstaculización de una de las partes, lo que se 

conoce en la jerga o argot judicial como “chicana 

jurídica”, y otras por la falta de servidores públicos 

diligentes que actúen con el noble compromiso de 

dar a quien corresponde lo de su derecho. 

El artículo 1°, Tercer Párrafo, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

establece la obligación a todas las autoridades, que 

en el ámbito de sus competencias, tienen la 

obligación de promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos de conformidad 

con los principios de universalidad, 

interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

En consecuencia, el Estado deberá prevenir, 

investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 

derechos humanos, en los términos que establezca 

la ley. 

 

Lo anterior implica el alto compromiso ético y de 

servicio público para que verdaderamente se 

garantice la tutela del Estado mexicano y sus 

instituciones a la protección de sus derechos, 

máxime cuando son reclamados en las instancias 

jurisdiccionales. 

 

El común denominador del malestar de los 

justiciables y de la sociedad en general, es la 

escases de servidores públicos diligentes en las 

instancias jurisdiccionales en cualquier materia 

del derecho, la prolongada calendarización de 

fechas que muchas veces, aun cuando son 

consentidas por las partes, rebasan los propios 

plazos previstos por la ley, bajo el argumento 

infundado de que “hasta entonces lo permiten las 

labores” de los órganos de justicia. 

 

En México hay una sistemática violación al 

artículo 17 de la Constitución de la República, es 

falso que tengamos una justicia pronta y expedita, 

no hay tal, lo que tenemos es la saturación de 

trámites administrativos y procesales que impiden 

la agilidad y eficiencia de los procesos en perjuicio 

de quienes litigan sus derechos en los tribunales. 

 

Estoy seguro que a la gran mayoría, si no es que, a 

todos los diputados y diputadas, nos han planteado 

un caso similar y nos han mostrado un expediente 

que contiene dilaciones procesales que vienen 

posponiendo etapas, sentencias, laudos o 

ejecuciones de las mismas. En materia agraria, no 

obstante, de existir una resolución en grado de 

cosa juzgada y en vía de ejecución, simplemente 

se pospone, día a día, año con año y en lugar de 
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resolver un conflicto lo perpetúa generando en 

muchos casos un problema social que rebasa a los 

tribunales. Con ello se genera la percepción social 

de que no se imparte ni se administra justicia. 

 

Considerandos 

 

El Artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos obliga: 

 
“Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse 

justicia por sí misma, ni ejercer violencia para 

reclamar su derecho. 

Toda persona tiene derecho a que se le administre 

justicia por tribunales que estarán expeditos para 

impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, 

emitiendo sus resoluciones de manera pronta, 

completa e imparcial. Su servicio será gratuito, 

quedando, en consecuencia, prohibidas las costas 

judiciales. 

Siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, 

el debido proceso u otros derechos en los juicios o 

procedimientos seguidos en forma de juicio, las 

autoridades deberán privilegiar la solución del 

conflicto sobre los formalismos procedimentales. 

…” 

Como se lee en antelación, la Carta Marga 

establece la imperiosa necesidad de que cualquier 

sujeto de derecho en México le sea administrada 

justicia, se concedan sus derechos frente a otros, 

dentro de los plazos preinscritos en la ley, como 

decía el Siervo de la Nación José María Morelos y 

Pavón: 

 
“Que haya un tribunal para que todo aquel que se 

queje con justicia, que lo defienda y ampare frente al 

fuerte y el arbitrario”. 

 

Todo tribunal de instancia aplica normas de 

carácter sustantivo y adjetivo, derechos de los 

individuos y procedimientos, para ejercerlos se 

encuentran vigentes las leyes procesales que 

mediante demanda, es decir a petición de parte u 

oficiosamente accionan la maquinaria 

jurisdiccional para arribar a la justicia. Dichas 

normas procesales facultan a todos los tribunales 

del país, en unos casos menos, y en otros casos 

más para que en las distintas etapas del proceso 

dichos órganos actúen de manera diligente y de 

oficio para excitar los procesos legales, obtener 

una sentencia y ejecutarla. Ésta es la parte que el 

Poder Legislativo Federal, como soberanía 

popular debe expresar su preocupación por la 

excesiva dilación en el trámite de procedimientos 

y juicios que se siguen ante tribunales de instancia, 

no es menor cada caso, todos son importantes, 

pero cuando ya existe una percepción generalizada 

en la sociedad respecto a un estancamiento del 

sistema de impartición de justicia, es dable 

conceder a favor de la sociedad, los justiciables, 

víctimas de delitos y comunidad jurídica en 

general, un exhorto como éste. 

 

Sin que éste Poder Legislativo asuma suplencia 

alguna de lo que en términos de ley compete a los 

tribunales de México, resulta consecuente e 

idóneo señalar que el espíritu del artículo 17 

constitucional, constituye una auténtica garantía 

de acceso a la justicia pronta y diligente, 

comprometida con la verdad e imparcial, cuyos 

principios es dictar el derecho a quien 

corresponde, pero hacerla eficiente es alcanzar la 

máxima satisfacción que cada individuo busca en 

el Estado mexicano. Este exhorto más allá de ser 

considerado un llamado de atención a los distintos 

tribunales del país, que respetamos, lo que busca 

esencialmente es fortalecer el estado de derecho.  

 

Por otra parte, debo añadir que para estructurar 

este exhorto me di a la tarea de hacer una búsqueda 

exhaustiva y minuciosa para saber cuántos 

tribunales u órganos jurisdiccionales hacen 

pública la información que ante ellos se tramita, 

información que es prácticamente nula. 

 

Así no podemos saber cuántos juicios registran los 

tribunales en un mes, un trimestre, semestre o en 

un año, hay opacidad respecto a la carga laboral y 

en consecuencia en relación a la capacidad y 

eficiencia para resolver por parte de los 

funcionarios judiciales, con lo que considero se 

viola lo dispuesto por los artículos 1º, 2º y 9º de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, puesto que los ciudadanos, justiciables y 

comunidad jurídica en general están 

imposibilitados para conocer y de alguna manera 

evaluar la función pública de nuestros tribunales, 

juzgados e instancias que administran la justicia. 
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Por lo antes descrito, someto a consideración el 

siguiente: 

 

Punto de acuerdo 

 

Primero. - Se exhorta a los órganos 

jurisdiccionales siguientes: 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

Tribunales Colegiados de Circuito, Tribunales 

Unitarios de Circuito, Salas y Juzgados de 

Distritos, con las facultades establecidas en la Ley 

para que impulsen de oficio, cuando la ley los 

faculte, todos los procesos legales que tengan 

bajo su competencia en trámite, a partir de la 

admisión de la demanda, el  proceso, la 

sentencia y ejecución de las mismas, así como 

los trámites de Revisión, Queja y Reclamación, 

con el objeto de garantizar el principio 

constitucional de conceder una justicia pronta 

y expedita. 

 

Segundo. - Se exhorta a los Tribunales siguientes: 

 

Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de 

México, Supremo Tribunal de Justicia del Poder 

Judicial del Estado de Aguascalientes, Tribunal 

Superior de Justicia de Baja California, H. 

Tribunal Superior de Justicia del Estado de Baja 

California Sur, Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de Campeche, Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Chiapas, Tribunal Superior 

de Justicia de Chihuahua, Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Coahuila, Supremo Tribunal 

de Justicia del Estado de Colima, Tribunal 

Superior de Justicia del Estado de Durango, 

Tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Guanajuato, Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de Guerrero, Tribunal Superior de Justicia 

del Estado de Hidalgo, Supremo Tribunal de 

Justicia del Estado de Jalisco, Tribunal Superior 

de Justicia del Estado de México, Supremo 

Tribunal de Justicia del Estado de Michoacán, H. 

Tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Morelos, Tribunal Superior de Justicia del Estado 

de Nayarit, Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de Nuevo León, Honorable Tribunal 

Superior de Justicia de Oaxaca, Honorable 

Tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Puebla, Tribunal Superior de Justicia del Estado 

de Querétaro, Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de Quintana Roo, Supremo Tribunal de 

Justicia del Estado de San Luis Potosí, Supremo  

Tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Sinaloa, Supremo Tribunal Superior de Justicia 

del Estado de Sonora, Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Tabasco, Supremo Tribunal 

Superior de Justicia del Estado de Tamaulipas, 

Tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Tlaxcala, Tribunal Superior de Justicia del Estado 

de Veracruz, Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de Yucatán y Tribunal Superior de Justicia 

del Estado de Zacatecas, para que en el ámbito 

de sus atribuciones y competencias instruyan a 

los Juzgados de Primera Instancia, Salas de 

Revisión o Segunda Instancia y Jueces 

Menores, de Paz o Municipales o según la 

denominación que en cada Entidad Federativa 

corresponda, para que impulsen de oficio, 

cuando la ley los faculte, todos los procesos 

legales que tengan bajo su competencia en 

trámite, a partir de la admisión de la demanda, 

el proceso, la sentencia y ejecución de las 

mismas, así como los trámites de apelación, con 

el objeto de garantizar el principio 

constitucional de conceder una justicia pronta 

y expedita. 

 

Tercero. – Se exhorta a los órganos 

jurisdiccionales siguientes: 

 

Tribunales de Conciliación y Arbitraje:  

 

Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, 

Tribunal de Arbitraje de Aguascalientes, Tribunal 

Arbitraje del Estado de Baja California, Tribunal 

de Conciliación y Arbitraje para los Trabajadores 

al Servicio de los Poderes del Estado y Municipios 

de Baja California Sur, Tribunal Laboral 

Burocrático del Estado de Chiapas, Tribunal de 

Arbitraje para los Trabajadores al Servicio del 

Municipio de Chihuahua, Tribunal de 

Conciliación y Arbitraje del Poder Judicial del 

Estado de Coahuila, Tribunal de Arbitraje y 

Escalafón del Estado de Colima, Tribunal Laboral 

Burocrático del Estado de Durango, Tribunal de 
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Conciliación y Arbitraje del Estado Guanajuato, 

Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado de 

Guerrero, Junta Local de Conciliación y Arbitraje 

de Estado de Hidalgo, Tribunal de Arbitraje y 

Escalafón de Jalisco, Tribunal Estatal de 

Conciliación y Arbitraje del Estado de México, 

Tribunal de Conciliación y Arbitraje en el Estado 

de Michoacán, Tribunal Estatal de Conciliación y 

Arbitraje del Estado de Morelos, Tribunal de 

Conciliación y Arbitraje de Nayarit, Tribunal de 

Arbitraje del Estado de Nuevo León, Tribunal de 

Arbitraje del Estado de Puebla, Tribunal de 

Conciliación y Arbitraje del Estado de Querétaro, 

Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado de 

Quintana Roo, Tribunal Estatal de Conciliación y 

Arbitraje de San Luis Potosí, Tribunal Local de 

Conciliación y Arbitraje del Estado de Sinaloa, 

Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado de 

Tabasco, Tribunal de Conciliación Arbitraje del 

Estado Tamaulipas, Tribunal de Conciliación y 

Arbitraje del Estado de Tlaxcala, Tribunal de 

Conciliación y Arbitraje del Poder Judicial del 

Estado de Veracruz, Tribunal de los Trabajadores 

al Servicio del Estado y de los Municipios del 

Estado de Yucatán y Tribunal Local de 

Conciliación y Arbitraje de Zacatecas, para que 

impulsen de oficio, cuando la ley los faculte, 

todos los procesos legales que tengan bajo su 

competencia en trámite, a partir de la admisión 

de la demanda, el proceso, los laudos y 

ejecuciones de los mismos, con el objeto de 

garantizar el principio constitucional de 

conceder una justicia pronta y expedita. 

 

Cuarto. - Se exhorta a los Tribunales de lo 

Contencioso Administrativo siguientes: 

 

Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad 

de México, Tribunal Contencioso Administrativo 

del Poder  Judicial del Estado de Aguascalientes, 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Estado de Baja California, Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California Sur, 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Campeche, Tribunal de Justicia Administrativa 

del Estado de Chiapas, Tribunal de Justicia 

Administrativa de Coahuila de Zaragoza, Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de Colima, 

Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del 

Estado de Durango, Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de Guanajuato, 

Tribunal Contencioso Administrativo del Estado 

de Guerrero, Tribunal Fiscal Administrativo del 

Poder Judicial del Estado de Hidalgo, Tribunal de 

lo Administrativo del Estado de Jalisco, Tribunal 

Contencioso Administrativo del Estado de 

México, Tribunal de Justicia Administrativa de 

Michoacán de Ocampo, Tribunal Superior de 

Justicia Administrativa del Estado de Morelos, 

Tribunal de Justicia Administrativa de Nayarit, 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Nuevo León, Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo y de Cuentas del Poder Judicial del 

Estado de Oaxaca, Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Puebla, Tribunal 

Contencioso Administrativo del Estado de 

Querétaro, Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Quintana Roo, Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Estado de San 

Luis Potosí, Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de Sinaloa, Tribunal de 

lo Contencioso Administrativo del Estado de 

Sonora, Tribunal Contencioso Administrativo del 

Estado de Tabasco, Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Tamaulipas, 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Tlaxcala, Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de Veracruz, Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán 

y Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Estado de Zacatecas, para que impulsen de 

oficio, cuando la ley los faculte, todos los 

procesos legales que tengan bajo su 

competencia en trámite, a partir de la admisión 

de la demanda, el proceso, la sentencia y 

ejecución de las mismas, así como los trámites 

de Revisión o Segunda Instancia, con el objeto 

de garantizar el principio constitucional de 

conceder una justicia pronta y expedita. 

 

Quinto. - Se exhorta a los Tribunales Agrarios, 

siguientes: 

 

Tribunal Unitario Distrito 08 Agrario de la Ciudad 

de México, Tribunal Unitario Agrario Distrito 01ª 

de Aguascalientes, Tribunal Unitario Agrario 
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Distrito 2 Baja California, Tribunal Unitario 

Agrario Distrito 45 Ensenada, Baja California, 

Tribunal Unitario Agrario Distrito 48 La Paz, Baja 

California Sur, Tribunal Unitario Agrario Distrito 

50 Campeche, Campeche, Tribunal Unitario 

Agrario Distrito 03 Chiapas, Tribunal Unitario 

Agrario Distrito 54 Comitán de Domínguez, 

Chiapas, Tribunal Unitario Agrario Distrito 05 

Chihuahua, Tribunal Unitario Agrario Distrito 06 

Coahuila, Tribunal Unitario Agrario Distrito 38 

Colima, Colima, Tribunal Unitario Distrito 07 

Durango, Tribunal Unitario Agrario Distrito 11 

Guanajuato, Tribunal Unitario Agrario Distrito 12 

Chilpancingo, Guerrero, Tribunal Unitario 

Agrario Distrito 41 Acapulco, Guerrero, Tribunal 

Unitario Agrario Distrito 51 Iguala, Guerrero, 

Tribunal Unitario Agrario Distrito 52 Zihuatanejo 

de Azueta, Guerrero, Tribunal Unitario Agrario 

Distrito 14 Hidalgo, Tribunal Unitario Agrario 

Distrito 55 Pachuca, Hidalgo, Tribunal Unitario 

Agrario Distrito 13 Jalisco, Tribunal Unitario 

Agrario Distrito 15 Guadalajara, Jalisco, Tribunal 

Unitario Agrario Distrito 16 Guadalajara, Jalisco, 

Tribunal Unitario Agrario Distrito 53 Ciudad 

Guzmán, Jalisco, Tribunal Unitario Agrario 

Distrito 09 Toluca, Estado de México, Tribunal 

Unitario Agrario Distrito 10 Tlalnepantla, Estado 

de México, Tribunal Unitario Agrario Distrito 23 

Texcoco, Estado de México, Tribunal Unitario 

Agrario Distrito 24 Toluca, Estado de México, 

Tribunal Unitario Agrario Distrito 17 Michoacán, 

Tribunal Unitario Agrario Distrito 36 Morelia, 

Michoacán, Tribunal Unitario Agrario Distrito 18 

Cuernavaca, Morelos, Tribunal Unitario Distrito 

49 Cuautla, Morelos, Tribunal Unitario Agrario 

Distrito 19 Tepic, Nayarit, Tribunal Unitario 

Agrario Distrito 56 Tepic, Nayarit, Tribunal 

Unitario Agrario Distrito 20 Monterrey, Nuevo 

León, Tribunal Unitario Agrario Distrito 21 

Oaxaca, Oaxaca, Tribunal Unitario Agrario 

Distrito 22 Tuxtepec, Oaxaca, Tribunal Unitario 

Agrario Distrito 46 Huajuapan de León, Oaxaca, 

Tribunal Unitario Agrario Distrito 37 Puebla, 

Puebla, Tribunal Unitario Agrario Distrito 47 

Puebla, Puebla, Tribunal Unitario Agrario Distrito 

42 Querétaro, Querétaro, Tribunal Unitario 

Agrario Distrito 44 Chetumal, Quintana Roo, 

Tribunal Unitario Agrario Distrito 25 San Luis 

Potosí, San Luis Potosí, Tribunal Unitario Agrario 

Distrito 26 Culiacán, Sinaloa, Tribunal Unitario 

Agrario  Distrito 27 Guasave, Sinaloa, Tribunal 

Unitario Agrario Distrito 39 Mazatlán, Sinaloa, 

Tribunal Unitario Agrario Distrito 28 Hermosillo, 

Sonora, Tribunal Unitario Agrario Distrito 35 

Ciudad Obregón Sonora, Tribunal Unitario 

Agrario Distrito 29 Villahermosa, Tabasco, 

Tribunal Unitario Distrito 30 Ciudad Victoria, 

Tamaulipas, Tribunal Unitario Agrario Distrito 43 

Tampico, Tamaulipas, Tribunal Unitario Distrito 

33 Tlaxcala, Tlaxcala, Tribunal Unitario Agrario 

Distrito 31 Xalapa, Veracruz, Tribunal Unitario 

Agrario Distrito 32 Tuxpan, Veracruz, Tribunal 

Unitario Agrario Distrito 40 San Andrés Tuxpan, 

Veracruz, Tribunal Unitario Agrario Distrito 34 

Mérida, Yucatán y el Tribunal Unitario Agrario 

Distrito 1 Guadalupe, Zacatecas, para que 

impulsen de oficio, cuando la ley los faculte, 

todos los procesos legales que tengan bajo su 

competencia en trámite, a partir de la admisión 

de la demanda, el proceso, la sentencia y 

ejecución de las mismas, con el objeto de 

garantizar el principio constitucional de 

conceder una justicia pronta y expedita. 

 

Sexto. – Se exhorta todas las autoridades 

jurisdiccionales referidas en los puntos que 

anteceden, para que en sus portales y sitios 

oficiales de consulta,  hagan pública la 

información, mes con mes, de todos los números 

de expedientes, civiles y familiares, laborales, 

administrativos, agrarios, causas penales o de 

cualquier otra materia de derecho que les sea 

competente, por materia, cuantía, por inhibitoria 

y/o declinatoria, ilustrando la etapa procesal y 

estado que guardan, así como también de tocas, 

salvaguardando el nombre de las partes y cosa 

litigiosa, para efecto de que cualquier ciudadano, 

barra, colegio o comunidad jurídica pueda 

verificar la carga laboral, así como la eficiencia del 

quehacer jurisdiccional en cada ámbito del 

derecho. 
 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 3 de abril de 

2019 
 

Dip. Rubén Cayetano García  
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DE LA DIP. ARACELI OCAMPO MANZANARES 

CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE 

EXHORTA AL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA Y 

AL CONSEJO DE LA JUDICATURA, AMBOS DEL 

ESTADO DE GUERRERO, PARA QUE SE 

ABSTENGAN DE NOMBRAR COMO JUZGADORES A 

LAS PERSONAS QUE NO CUMPLEN CON LOS 

REQUERIMIENTOS ESTABLECIDOS EN LA LEY 

ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO 

 

La que suscribe, Araceli Ocampo Manzanares, 

diputada federal integrante de la LXIV Legislatura 

del Congreso de la Unión del Grupo Parlamentario 

de Morena, con fundamento en lo dispuesto en los 

artículos 6, fracción I, y 79, numeral 2, fracción 

III, del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

someto a consideración de esta soberanía la 

siguiente proposición, con punto de acuerdo, de 

urgente u obvia resolución, al tenor de las 

siguientes: 

 

Consideraciones 

 

El 8 de enero de 2019, el Tribunal Superior de 

Justicia del Estado de Guerrero, lanzó una 

convocatoria interna para someter a concurso 12 

plazas de Juez de Control y Enjuiciamiento Penal, 

y 8 para Juez de Ejecución Penal. Luego de las 

evaluaciones correspondientes, el 15 y 20 de 

marzo del 2019, el referido tribunal publicó la lista 

de las 13 personas que resultaron ganadoras. En 

ese tenor, el Consejo de la Judicatura, y el Pleno 

del Tribunal Superior de Justicia, de manera 

pronta y expedita, emitieron los acuerdos 

mediante los cuales avalaron tales resultados, es 

decir, quedaron sentadas las bases para que, en 

cualquier momento, se pudieran nombrar como 

jueces a los ganadores de ese concurso. 

 

No obstante, aunque se trató de una convocatoria 

interna, en dicho proceso se permitió concursar a 

personas que no integran la carrera judicial, 

situación que propicia actos de corrupción y que, 

es violatoria del artículo 67 y demás relativos de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado 

Libre y Soberano de Guerrero Número 129, 

además de contravenir con lo establecido en el 

Reglamento del Sistema de Carrera Judicial de la 

misma entidad. 

 

Por lo tanto, la mayoría de las personas 

seleccionadas, no detentan ninguna plaza de las 

contempladas en los artículos 66 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de Guerrero y 15 del 

Reglamento del Sistema de Carrera Judicial. 

  

El artículo 67 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial del Estado Libre y Soberano de Guerrero 

Número 129, dispone: 

 
“Artículo 67.- Las designaciones para cubrir las 

plazas vacantes de Jueces de Primera Instancia, 

Jueces de Control, de Ejecución y de Justicia Integral 

para Adolescentes, Jueces de Paz, Secretarios de 

Acuerdos, Proyectistas y Actuarios de Primera 

Instancia, ya sean definitivas o de carácter interino, 

deberán realizarse 

en la forma y bajo las condiciones establecidas en la 

presente Ley y en el Reglamento correspondiente”. 

 

En ese sentido, emitir los nombramientos de Juez 

de Control y Enjuiciamiento Penal, y de Ejecución 

Penal, de personas que, sin formar parte de la 

carrera judicial, pero habiendo participado y 

resultado ganadoras del concurso en comento, 

sería no observar lo dispuesto en los artículos 66 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado 

Libre y Soberano de Guerrero Número; y los 

artículos 129, 11, 12 y 15 del Reglamento del 

Sistema de Carrera Judicial del Poder Judicial del 

Estado de Guerrero.  

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a 

consideración de esta honorable asamblea, la 

siguiente proposición con 

 

Punto de acuerdo 

 

Primero. La Cámara de Diputados del honorable 

Congreso de la Unión, exhorta respetuosamente al 

Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado 

de Guerrero, para que se abstenga de nombrar 

como jueces, a personas que no reúnen los 

requisitos de ley para ello, específicamente, a 

quienes no integren la carrera judicial. 
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Segundo. La Cámara de Diputados exhorta al 

Consejo de la Judicatura del Estado de Guerrero, 

para que cumpla y haga cumplir con lo dispuesto 

en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado 

Libre y Soberano de Guerrero Número 129, y el 

Reglamento del Sistema de Carrera Judicial, y en 

consecuencia califique de inelegibles para ocupar 

el cargo de Juez de Control, Enjuiciamiento y 

Ejecución, a las personas que, aun cuando 

resultaron ganadoras del concurso interno de 

oposición, hayan participado sin pertenecer a la 

carrera judicial. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 4 de abril de 

2019 

 

Dip. Araceli Ocampo Manzanares 

 

 

 
 

 

DE LA DIP. MIROSLAVA SÁNCHEZ GALVÁN CON 

PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE SOLICITA A 

LA JUCOPO INSTRUYA A LAS AUTORIDADES 

ADMINISTRATIVAS DE LA CÁMARA DE 

DIPUTADOS IMPLEMENTEN LAS ACCIONES 

NECESARIAS PARA ADECUAR LAS INSTALACIONES 

DEL PALACIO LEGISLATIVO DE SAN LÁZARO, A 

EFECTO DE QUE SEAN CIEN POR CIENTO 

ACCESIBLES A LAS PERSONAS CIEGAS Y DÉBILES 

VISUALES 
 

La que suscribe, Miroslava Sánchez Galván, 

diputada federal integrante del Grupo 

Parlamentario Morena, en ejercicio de la facultad 

conferida por los artículos 6, numeral 1, fracción 

I; 62, numeral 3; 79, numerales 1, fracción I, y 2; 

y 100, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someto a la consideración de esta 

soberanía, el presente punto de acuerdo por el que 

se solicita a la Junta de Coordinación Política a las 

autoridades administrativas de la Honorable 

Cámara de Diputados implementen las acciones 

                                                 
1Fuente:http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/

productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/

nueva_estruc/702825090203.pdf consultado el 28 de febrero 

de 2019. 

necesarias para adecuar las instalaciones del 

Palacio Legislativo de San Lázaro a efecto de que 

sean cien por ciento accesibles a las personas 

ciegas y débiles visuales y que les permitan 

conducirse de forma independiente en su interior, 

al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

En nuestro país, de acuerdo con los resultados de 

la Encuesta Nacional de la Dinámica 

Demográfica, la Encuesta Nacional de 

Ingresos y Gastos de los Hogares y la Encuesta 

Nacional de los Hogares, todas ellas del año 

2014, elaboradas por el Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía (INEGI) se desprende 

que había cerca de 120 millones de personas, 

de ellas 6% presentaban algún problema de 

discapacidad y 13.2% se encontraban en 

riesgo de experimentar restricciones o 

limitaciones en sus actividades. En cifras 

absolutas el total de población que sufre de 

algún tipo de discapacidad alcanzó los 7 

millones 184 mil personas y alrededor de 15 

millones 886 mil registraron dificultades leves 

o moderadas para realizar actividades básicas.  
 

En el documento denominado “La discapacidad en 

México, datos al 2014” publicado por el INEGI1se 

refieren algunas de las condiciones que enfrentan 

en nuestro país las personas con alguna 

discapacidad; en el caso de la discapacidad visual 

los resultados difundidos por el Instituto señalan 

que 1 millón 561 mil personas tienen algún tipo de 

esta discapacidad (moderada, grave o ceguera2), y 

enfrentan diversos obstáculos que les impiden 

llevar a cabo actividades básicas, en especial 

podemos señalar lo relativo a la accesibilidad a 

edificios e instalaciones públicas y privadas. 

 

Al respecto, resulta importante señalar que el 

concepto de accesibilidad se utiliza para nombrar 

2Fuente:http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs282/e

s/ consultado el 28 de febrero de 2019. 

 

http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/702825090203.pdf
http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/702825090203.pdf
http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/702825090203.pdf
http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs282/es/
http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs282/es/
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al grado o nivel en el que cualquier ser humano, 

más allá de su condición física o de sus facultades 

cognitivas, puede usar una cosa, disfrutar un 

servicio o hacer uso de una infraestructura.  

 

La accesibilidad supone un derecho que otorga a 

un individuo la posibilidad concreta y real de 

entrar, permanecer y recorrer un lugar con 

seguridad, comodidad y la mayor autonomía 

posible. 

 

Existen diversas “ayudas técnicas” para impulsar 

la accesibilidad y equiparar las posibilidades de 

todas las personas, ello supone que un espacio que 

presenta buenas condiciones de accesibilidad 

puede recibir a toda clase de gente sin que exista 

un perjuicio o una complicación para nadie, las 

rampas para discapacitados, el alfabeto braille y 

las señales auditivas son algunas de estas ayudas 

técnicas. 

 

Interesados en garantizar el pleno ejercicio de los 

derechos de las personas con discapacidad, en el 

interior de la Cámara de Diputados, se han llevado 

a cabo acciones tendentes a adecuar y 

acondicionar sus instalaciones para asegurar a las 

personas con discapacidad que acuden al Palacio 

Legislativo de San Lázaro la accesibilidad 

necesaria para llevar a cabo las actividades que 

realicen en su interior. Con ese fin, entre otras 

acciones, se adecuaron rampas para el uso de sillas 

de ruedas, se acondicionaron instalaciones 

especiales en los sanitarios, los elevadores cuentan 

con platillas braille en los tableros de control y en 

diversas actividades desarrolladas en el marco de 

los trabajos parlamentarios intérpretes de la lengua 

de señas mexicana (LSM) participan en ellas en 

beneficio de aquellos que hacen uso de dicha 

lengua. 

 

No obstante, estas relevantes acciones, debemos 

reconocer que falta mucho por hacer para lograr 

que el Palacio Legislativo de San Lázaro sea cien 

por ciento accesible a las personas con 

discapacidad, en especial para las personas ciegas 

y débiles visuales. 

 

Actualmente, cuando una persona ciega o débil 

visual accede a estas instalaciones se enfrenta a la 

falta de ayudas técnicas que le permitan ubicarse y 

desplazarse de forma autónoma o independiente 

dentro del Palacio Legislativo y se encuentra en la 

necesidad de solicitar la orientación o ayuda del 

personal que presta sus servicios en la Cámara de 

Diputados o, en su defecto, a quien se preste a 

auxiliarlo, situación que limita su desplazamiento 

y lo hace depender de terceras personas.  

 

En efecto, resulta necesario, por una parte, la 

colocación de “guías podotáctiles” o “guías 

táctiles” para ayudar y facilitar el desplazamiento 

de las personas ciegas y débiles visuales dentro de 

las instalaciones de la Cámara de Diputados, en 

especial pasillos y explanadas; y por otro lado la 

instalación de “Planos de Planta” o “Planos de 

Conjunto” que permitan a una persona ciega o 

débil visual la ubicación de las instalaciones 

internas (auditorios, salones, edificios, grupos 

parlamentarios, entre otros) y le facilite la 

movilidad dentro del conjunto arquitectónico del 

Palacio Legislativo. 

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a 

consideración del pleno de está soberanía el 

siguiente: 

 

Punto de acuerdo 

 

Único. Punto de acuerdo por el que se solicita a la 

Junta de Coordinación Política instruya a las 

autoridades administrativas de la Honorable 

Cámara de Diputados implementen las acciones 

necesarias para adecuar las instalaciones del 

Palacio Legislativo de San Lázaro a efecto de que 

sean cien por ciento accesibles a las personas 

ciegas y débiles visuales y que les permitan 

conducirse de forma independiente en su interior. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 2 de abril del 

2019 

 

Dip. Miroslava Sánchez Galván 
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DE LA DIP. JUANITA GUERRA MENA CON PUNTO 

DE ACUERDO POR EL QUE SE SOLICITA A LA 

SECRETARÍA DE CULTURA, SE HAGAN LAS 

GESTIONES NECESARIAS A FIN DE QUE LA 

LOCOMOTORA 279 UBICADA EN EL MUNICIPIO DE 

CUAUTLA, MORELOS, SEA CONSIDERADA 

PATRIMONIO DE LA HUMANIDAD 

 

La que suscribe, Juanita Guerra Mena, diputada 

integrante del Grupo Parlamentario de Morena, 

con fundamento en los artículos 6º, numeral 1, 

fracción I, 79 numeral 1, fracción II y demás 

relativos y aplicables del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, someto a consideración de 

esta Honorable Cámara, la presente proposición 

con punto de acuerdo por el que se solicita 

respetuosamente a la Secretaría de Cultura, se 

hagan las gestiones necesarias a fin de que la 

Locomotora 279 ubicada en el municipio de 

Cuautla  Morelos, sea considerada patrimonio de 

la humanidad, con base en las siguientes: 

 

Consideraciones 

 

El uso del vapor, representó el inicio de uno de los 

más importantes acontecimientos a nivel mundial 

y significó el momento en el que sus habitantes 

ingresaron a una nueva era: la revolución 

industrial. 

 

Con la revolución industrial, los motores y 

máquinas de vapor se utilizaron de manera 

extensa, su aplicación en distintas ramas y 

actividades del ser humano permitió el avance 

tecnológico a niveles hasta entonces poco 

imaginados; ya que  se pudieron sustituir 

elementos peligrosos y contaminantes como el 

carbón en las fábricas y se aplicó dicha tecnología 

en aspectos como el transporte de personas, bienes 

y servicios, en un momento y devenir de la historia 

donde se generó la producción en masa y en donde 

el capital humano pasó a formar parte de una gran 

fuerza laboral. 

 

De esta manera, la máquina de vapor se convirtió 

en el elemento más importante de la revolución 

industrial ya que se utilizó en motores de barcos, 

en bielas y de manera especial, en locomotoras. 

Se denomina locomotora al material rodante con 

motor que se utiliza para dar tracción a los trenes, 

siendo, una parte fundamental de éstos.  

 

La palabra “locomotora” proviene del latín “loco”, 

ablativo de “locus”, que significa lugar, y del latín 

medieval “motivus”, que significa provocar 

movimiento. 

 

Desde sus inicios a principios del siglo XIX hasta 

mediados del siglo XX, las locomotoras fueron el 

principal medio de transporte de masas y de 

insumos de consumo para las grandes ciudades 

nacientes. La primera locomotora fue construida 

por Richard Trevithick en 1804, 10 años antes de 

la máquina de George Stephenson. Esta máquina 

no dio resultado porque circulaba por rieles de 

hierro fundido inapropiados para su peso. Hasta 

1825, la utilización de locomotoras de vapor fue 

exclusiva de líneas férreas en minas de carbón. 

Algunas locomotoras estaban diseñadas para rodar 

sin necesidad de raíles, por caminos y carreteras, 

se denominaban locomóviles, estaban dotadas de 

ruedas de tractor y eran empleadas para encarrilar 

los vagones que se salían de las vías en accidentes, 

arrastre de maquinaria pesada, etc.  

 

Por su parte, una locomotora de vapor es una 

máquina que, mediante la combustión de un 

combustible en una caldera, calienta agua y el 

vapor resultante de la ebullición de ésta genera 

presión y mueve pistones que impulsan las ruedas 

mediante un juego de bielas. Las locomotoras de 

vapor tienen que ser reabastecidas de agua cada 

cierto tiempo, ya que sin ella no funcionaría el 

sistema. 

 

En México, la historia ferroviaria data del 22 de 

agosto de 1837, durante la gestión del presidente 

Anastasio Bustamante cuando se dio la primera 

concesión ferrocarrilera del país a Francisco de 

Arrillaga para construir y explotar por 30 años una 

vía doble de trenes que transitara desde la Ciudad 

de México hasta Veracruz, a cambio de un millón 

de pesos. La segunda concesión llegó en 1842, sin 

embargo, la lentitud en el avance del proyecto de 

construcción generó que éste pasara a manos del 

estado. 
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Hasta el periodo de 1863 -1873, México contaba 

con 228 kilómetros de vía férrea. 

 

La historia del ferrocarril mexicano es la historia 

del progreso, del avance tecnológico y de la 

modernidad, pero también del abandono y de la 

sustitución de este importante medio de transporte 

por otros que, con el paso de los años han venido 

a generar, que el uso de trenes en nuestro país ya 

no sea una alternativa real de transporte inmediato 

y por ende, sea preciso preservar la memoria 

ferroviaria de nuestro país como parte del 

patrimonio histórico y cultural, para las próximas 

generaciones. 

 

En la época dorada del vapor muchas líneas de 

ferrocarril fueron construidas en todo México. El 

tren se convirtió rápidamente en la manera de 

viajar. La era del ferrocarril marcó el comienzo de 

un nuevo género entero de la literatura de viajes, 

lo que culminó en las primeras guías de viajes, que 

describen las rutas y lugares para que otros 

viajeros puedan visitar con relativa facilidad. 

 

La línea México-Puebla se completó en 1886 y 

cruzaba la ciudad de Cuautla, en el estado de 

Morelos. 

 

Vale recordar que Cuautla es llamada la Heroica e 

Histórica, ya que en este lugar acontecieron dos 

sucesos importantes en la Historia de Nuestro 

País: El Sitio de Cuautla de 1812 y la Revolución 

Mexicana en 1910. 

 

Cuautla fue escenario de una de las batallas más 

feroces de la Guerra de Independencia, el Sitio de 

Cuautla que comenzó el 19 de febrero y terminó el 

2 de mayo de 1812. La ciudad fue tomada por las 

fuerzas del sacerdote y general José María 

Morelos y Pavón, quien defendió la ciudad contra 

el General español Félix María Calleja. Los 

insurgentes resistieron 72 días el sitio impuesto 

por los realistas, y en más de una ocasión 

intentaron romper el cerco. La madrugada del 2 de 

mayo, cierta tropa de realistas avanzaba hacia una 

trinchera en donde había un cañón abandonado; 

repentinamente, un niño de 12 años, Narciso 

Mendoza, corrió hacia el arma y la disparó. La 

tropa realista retrocedió en medio de la humareda, 

y varios soldados cayeron muertos o heridos a 

consecuencia de la descarga. El “niño artillero” 

resultó herido de cuidado, pero gracias a su arrojo 

las tropas insurgentes volvieron a tomar las 

riendas de la situación. Tras ocho horas de batalla, 

los realistas se retiraron, derrotados. 

 

Recorrer las calles históricas de Cuautla, es 

recordar la valentía de los Insurgentes que 

pelearon al lado del General José María Morelos y 

Pavón para evitar que los Realistas entraran a 

Cuautla y detuvieran el movimiento emprendido 

por el Cura Miguel Hidalgo y Costilla, la 

Independencia de México. 

 

Por su parte, durante la Revolución mexicana 

Cuautla fue la primera ciudad conquistada por las 

fuerzas del General Emiliano Zapata. El 

movimiento revolucionario Maderista de 1910 

llegó a la región encabezado por el profesor Pablo 

Torres Burgos, quien lo inició en marzo de 1911. 

Ante su temprana muerte, las tropas eligieron al 

General Emiliano Zapata, quien peleó con la idea 

de que el gobierno les devolviera las tierras que les 

pertenecían. Su General, el profesor Otilio 

Montaño, redactó y manuscribió el Plan de Ayala, 

según las ideas de Zapata y se promulgó en 

Ayoxuxtla, Puebla, el 28 de noviembre de 1911. 

Este movimiento revolucionario de Zapata se 

terminaría por la traición que le causo el Coronel 

Guajardo en Chinameca, Morelos, el 10 de abril 

de 1919, cuando fue asesinado. 

 

En Cuautla, los constructores del ferrocarril 

encontraron un lugar perfecto para la nueva 

estación de la ciudad, muy cerca del centro. Ellos 

modelaron la estación alrededor de los claustros de 

un edificio abandonado, el antiguo convento 

dominico de San Diego, que databa de 1657. La 

vida eclesiástica terminó algunos años antes de 

que se incorporara la estación de ferrocarril en 

1881. 

 

La guía completa más antigua sobre viajar por 

México es la Guía Appletons de 1883; pronto fue 

seguida por otras, incluyendo la guía completa de 
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Campbell y el libro descriptivo de México, 

publicado por primera vez en 1895. 

 

La edición de 1899 de la Guía de viajes de 

Campbell da una idea de lo que los visitantes de 

Cuautla podían esperar cuando el tren estaba en su 

apogeo: 

 
El tren pasa por una hacienda y después de una Y, 

cruza un acueducto, donde se ven a los locales 

bañarse y lavar la ropa, llegando a la estación que 

fue una iglesia. El tren se detiene unos minutos en 

Cuautla y da tiempo para un paseo por la pequeña 

alameda, a las afueras de la estación, donde hay 

árboles y flores además de un hotel donde hay buenos 

vinos, café y comidas. 

 

Es aquí, en donde se encuentra la legenda 

locomotora 279, única locomotora de vapor que 

todavía tiene las posibilidades de ser puesta en 

marcha. 

 

Esta locomotora data en su construcción de 1904; 

se le denomina del tipo de  Máquina de Vapor de 

Vía Angosta y fue construida por la Baldwin 

Locomotive Works de Filadelfia para la concesión 

de Ferrocarriles Nacionales de México y puesta  en 

Servicio en ese mismo año; por su parte fue 

comprada por el gobierno mexicano en el año de 

1921 para reemplazar aquellas pérdidas como 

consecuencia de la revolución mexicana de 1910; 

es la única sobreviviente de un lote de 27 

máquinas que sobrevivió al paso del tiempo, a la 

modernidad, al descuido, al olvido y a diversas 

crisis del sector ferroviario del país. La locomotora 

279 es el único testigo que permanece en pie de 

una serie innumerable de pasajes, hechos y 

momentos históricos y trascendentes para la 

región y para México.  

 

La estación de Cuautla en donde se encuentra 

actualmente, fue puesta en servicio desde el año de 

1881 y era un sitio de importancia determinante 

para la vida económica, social y política de la 

región pues es ahí donde se ubicaron los ejes de 

los ferrocarriles que transitaban por las regiones 

que hoy corresponden a los Estados de Morelos, 

Puebla y Estado de México. Fue en ese sitio donde 

el General Emiliano Zapata y Francisco I. Madero 

tuvieron su histórico diálogo en el que el Caudillo 

del Sur planteaba la búsqueda de un “pedacito de 

felicidad” en contraparte al deseo de paz 

incondicional que planteaba Madero. 

 

La línea ferroviaria de Cuautla quedó fuera de 

operación en el mes de octubre del año de 1973 y 

desde entonces la locomotora 279 ha sufrido de la 

ineficiencia, la falta de sensibilidad por preservar 

la memoria histórica y el abandono pues en cuanto 

la línea del ferrocarril dejó de prestar servicios, la 

locomotora fue a dar a un depósito de chatarra. Así 

lo confirma el oficio enviado por el Club Amigos 

del Ferrocarril a Luis Gómez, director general de 

Ferrocarriles Nacionales de México en 1980, a 

quien se le solicitó ayuda para recuperar la 

máquina del Campo de Concentración de Chatarra 

de Huehuetoca, Estado de México, así como sus 

coches de vía angosta. 

 

En aquel entonces, el objetivo era "que puedan ser 

reparadas y se les entreguen en condiciones de 

servicio para operar un tren turístico", según se lee 

en el documento fechado el 20 de junio de aquel 

año. 

 

El proyecto del tren turístico inició en una primera 

etapa, pero la falta de interés de las autoridades 

municipales devino en su extinción. 

Eventualmente, la máquina de vapor volvió a 

funcionar para dar pequeños recorridos turísticos, 

cada vez más cortos y con menor frecuencia, hasta 

que fue recluida en el taller de reparación, hoy 

adaptado como museo vivencial. 

 

Esta locomotora 279 fue parcialmente restaurada 

en el año 2014 conservando sus piezas originales 

y remodelados sus vagones para dejarlos en el 

mismo estado que tenían hace más de cien años, 

sin embargo, en el mes de noviembre de 2016, el 

entonces presidente municipal de Cuautla solicitó 

al señor Enrique López Márquez, en su calidad de 

Secretario de Elecciones y Remociones de la 

Coalición de Socios Ferrocarrileros Jubilados, A. 

C. que inspeccionara la máquina a fin de 

dictaminar las condiciones operativas en las que se 

encuentra, y de ser posible, el funcionamiento de 
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la Caldera, según el Oficio/PM/863 enviado por la 

Oficina de la Presidencia y firmado por el alcalde. 

 

Como resultado de la revisión, el equipo de López 

Márquez conformado por personal jubilado de 

diferentes especialidades de la empresa 

Ferrocarriles Nacionales de México en 

Liquidación, encontró que a la máquina le faltaban 

piezas, entre las que destacan cinco tapones Flus 

en bronce de su caldera, necesarios para su 

encendido y chequeo de piezas internas; zapata y 

contrazapata del sistema de freno en la rueda No. 

3 del lado izquierdo, con faltantes; mangueras 

desconectadas; un compresor de aire para su 

encendido que ya no funciona; un cuarto de 

herramientas cerrado, así como falta de 

combustible, mantenimiento, conservación y 

limpieza de todas las partes. 

 

Un diagnóstico desgarrador, tratándose de una 

pieza histórica y uno de los principales atractivos 

turísticos de la ciudad, que fue entregado al 

presidente en junio de 2017 y que cuenta con 

vigilancia permanente. 

 

Esta locomotora, con más de 130 años de historia, 

es testigo de importantes momentos del México 

que hace su arribo a la modernidad y es uno de los 

pocos elementos que conjunta la llegada de la 

Revolución Industrial a nuestro país, al tiempo que 

es emblema de la lucha armada de 1910, de la 

historia ferroviaria nacional y dadas las 

condiciones y el desinterés por parte de pasadas 

administraciones por preservar la memoria 

histórica local, resulta valioso que a pesar de los 

elementos materiales que le han sido sustraídos, la 

locomotora 279 todavía se encuentre en 

posibilidades de ser rehabilitada y puesta en 

marcha. 

 

La locomotora 279 es una joya del pasado que 

representa un conglomerado importante de la 

historia de México en distintos momentos y 

decisiones cruciales, cabe señalar que hace apenas 

unos años todavía era encendida para eventos 

especiales, sin embargo, lo costoso de su 

mantenimiento y la falta de refacciones la tiene 

condenada a la inmovilidad, a pesar de que existen 

las condiciones y los medios para poderla 

rehabilitar y a pesar de ser un objeto que tiene 

sobradas razones para ser preservado. 

 

Para la memoria histórica de los morelenses y la 

dignidad de las y los mexicanos, es preciso que las 

autoridades federales tomen cartas en el asunto y 

se realicen las gestiones por parte de la Secretaría 

de Cultura, a efecto de realizar una profunda 

valoración por parte de expertos en la materia, 

para diagnosticar su estado y se proceda de 

inmediato a su total reparación y puesta en 

funcionamiento, considerando para ello, la 

suficiencia presupuestal con que cuenta la política 

cultural a nivel nacional. 

 

Asimismo, como parte de la preservación de la 

historia para las siguientes generaciones, es 

preciso que la Secretaría de Cultura de inicio a los 

trámites correspondientes para que la locomotora 

279 sea considerada patrimonio cultural de la 

humanidad, ya que se trata de una de las últimas 

locomotoras de vapor en el mundo que se 

encuentra en condiciones de funcionar y además 

de ser testigo de la historia nacional, es un digno 

elemento que representa el avance y progreso de 

la humanidad en una etapa tan determinante para 

el mundo moderno como es la Revolución 

Industrial. 

 

Por tal motivo, las y los diputados de esta LXIV 

Legislatura, conscientes de que la preservación de 

la historia es la preservación de la identidad 

nacional y los elementos visuales que se conserven 

de las distintas épocas de la nación son parte de su 

patrimonio histórico y que sirven para las 

próximas generaciones de mexicanas y mexicanos 

que, a través de estos insumos pueden conocer su 

origen, dar testimonio de los momentos y 

decisiones trascendentes que forjaron el México 

que hoy conocemos y valorar el esfuerzo de esos 

héroes que nos dieron libertad, leyes y patria. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto y fundado 

se propone la siguiente Proposición con: 

 

Punto de acuerdo 
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Primero. Esta H. Cámara de Diputados, solicita 

respetuosamente a la Secretaría de Cultura 

Federal, a que realice una profunda valoración del 

estado que guarda la locomotora 279 y que se 

ubica en el Museo Vivencial de Cuautla, Morelos, 

a fin de que se destinen los recursos humanos, 

materiales y financieros necesarios para realizarle 

una intervención total que le permita su total 

reparación y puesta en funcionamiento, en 

beneficio de la historia de México. 

 

Segundo. Esta H. Cámara de Diputados solicita 

respetuosamente a la Secretaría de Cultura 

Federal, a que inicie de manera formal, los 

trámites correspondientes a fin de que la 

locomotora 279 sea considerada patrimonio 

cultural de la humanidad. 

 

Salón de Sesiones del Palacio Legislativo de San 

Lázaro 8 de abril de 2019 

 

Dip. Juanita Guerra Mena 

 

 

 
 

 

DEL DIP. IRINEO MOLINA ESPINOZA CON PUNTO 

DE ACUERDO POR EL QUE EXHORTA A LA 

SEMARNAT, A LA PROFEPA, A LA CONAGUA Y A 

LOS GOBERNADORES DE LOS ESTADOS DE 

OAXACA Y VERACRUZ, PARA QUE DE FORMA 

COORDINADA IMPLEMENTEN PROGRAMAS O 

ACCIONES INMEDIATAS DE RESTAURACIÓN 

ECOLÓGICA ANTE EL GRAVE DESEQUILIBRIO DEL 

RÍO PAPALOAPAN 

 

El que suscribe, Irineo Molina Espinoza, diputado 

integrante del Grupo Parlamentario de Morena de 

la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, 

con fundamento en lo dispuesto por los artículos 

3, numeral 1, fracción XX, 79 y demás relativos y 

aplicables del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someto a consideración de esa 

Honorable Asamblea, la presente proposición con 

punto de acuerdo que exhorta a la Secretaría de 

Medio Ambiente y Recursos Naturales, a la 

Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, a 

la Comisión Nacional del Agua y a los 

Gobernadores de los Estados de Oaxaca y 

Veracruz, para que de forma coordinada 

implementen programas o acciones inmediatas de 

restauración ecológica ante el grave desequilibrio 

del Río Papaloapan por los altos niveles de 

contaminación que presenta, de acuerdo a las 

siguientes: 

Consideraciones 

 

El río Papaloapan es uno de los más importantes 

ríos que tenemos en México, desemboca en el 

Golfo de México pasando principalmente por las 

ciudades de San Juan Bautista Tuxtepec Oaxaca, 

Otatitlán, Tlacojalpan, Cosamaloapan, 

Tlacotalpan y Alvarado, es decir que su longitud 

va desde los límites de los estados de Puebla y 

Oaxaca hasta su desembocadura en Veracruz. 

 

Su nombre proviene del náhuatl “Papalotl” que 

significa mariposa, y “apan” que significa lugar 

de, o Río de las Mariposas. El río Papaloapan 

forma la segunda cuenca hidrográfica del país, en 

cuanto a su caudal, ya que tiene una longitud de 

354 kilómetros, pero sí se considera como parte 

del sistema Papaloapan-Santo Domingo-Grande-

Tehuacán llega hasta los 900 kilómetros. 

 

En las orillas de este río habitan más de tres 

millones de personas de las entidades federativas 

de Puebla, Oaxaca y Veracruz, con una extensión 

de 51 025,52 km². 

 

Las fuentes más lejanas del río Papaloapan son el 

río Tehuacán que nace en la sierra de Puebla, y el 

río Quiotepec que pasa la Mixteca oaxaqueña que 

al unirse adquieren el nombre de río Grande y más 

adelante se les une el río Salado, al juntarse estos 

tres cuerpos de agua se llama río Santo Domingo 

y cuando se les une el río Valle Nacional, todo el 

caudal se denomina río Papaloapan. 

 

Este río tenía mucha importancia desde antes de la 

conquista, ya que era una vía de comunicación 

importante en la región, pero en los últimos años 

derivado de los cambios ecológicos de la 

deforestación que provocaron que el río se 

ensanchara y su fondo se elevara, ha ocasionado 
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que el mismo deje de ser navegable, sumado a que 

la zona está densamente poblada, su principal 

problema es la contaminación, tanto urbana como 

industrial que es producida por empresas como la 

Compañía Cervecera del Trópico, el ingenio 

“Adolfo López Mateos” y la fábrica de papel, así 

como por los usos agrícolas que involucran el 

exceso de uso de agroquímicos, lo que ha 

generado que poco a poco este perdiendo su caudal 

medio de 5 mil 683 metros cúbicos por segundo. 

 

Es triste ver como a un gran número de pobladores 

que habitan en las cercanías del río Papaloapan no 

les interesa que el mismo algún día se seque o peor 

aún, que este se encuentre sumamente 

contaminado a causa de animales muertos como 

cerdos, perros o de todo tipo que se encuentran 

flotando en el mismo, por los desperdicios 

humanos, restos de comida, envases de plástico, 

pañales, químicos, bolsas de plástico, latas de 

aluminio que van a la deriva en el río o que al 

acumularse generan áreas donde se concentra la 

basura que está matando a las especies de peces, 

reptiles y aves del lugar. 

 

Sumado a toda la basura y restos de animales, se 

arrojan al Papaloapan sin consideración restos y 

sustancias industriales provenientes de las fábricas 

establecidas en su margen que desde hace muchos 

años han vertido en él aguas negras y todo tipo de 

contaminantes industriales. 

 

En febrero de 2018, la Comisión Nacional del 

Agua realizó un estudio técnico de las aguas 

nacionales superficiales en 16 cuencas 

hidrológicas que comprenden la región número 28 

y encontró que el río Papaloapan tiene un 

problema serio de contaminación generalizado en 

todas sus aguas y que las mismas registran 

presencia de agroquímicos, metales pesados y 

coliformes, destacando que uno de los factores 

centrales de esta alta contaminación, es por la falta 

de plantas de tratamientos de aguas residuales y 

por la inexistencia de buenas prácticas 

ambientales, lo que genera que la calidad del agua 

que corre por el Papaloapan se vea gravemente 

afectada. 

 

Tanto pobladores que habitan en las cercanías del 

Papaloapan y autoridades han sido omisos en 

evitar esta grave contaminación, no siendo 

entendible que contaminemos de manera 

indiscriminada un río que es fuente de vida y con 

dichas acciones estamos privando a las futuras 

generaciones de que cuenten con recursos 

naturales tan importantes como lo son los ríos, 

además de que la contaminación de estos ocasiona 

graves daños a la salud de las personas ya que el 

agua contaminada cuenta con microorganismos, 

virus y bacterias que generan enfermedades como 

cólera, diarreas, disentería, hepatitis A, fiebre 

tifoidea, poliomielitis, enfermedades de la piel, 

entre otras. 

 

En los últimos diez años el río Papaloapan 

descendió 40 metros su nivel, y es sólo un ejemplo 

de cómo los mexicanos estamos acabando con 

nuestro entorno, con los ecosistemas y el medio 

ambiente, con los mares, ríos y lagos, y que si no 

hacemos algo pronto para revertir estos graves 

daños ecológicos y ambientales, estaremos 

condenando a las futuras generaciones a la 

extinción, ya que enfrentaremos efectos 

devastadores como son la escasez del agua a causa 

de contaminación, la superpoblación y el cambio 

climático, que afectan a las fuentes de este recurso 

esencial. 

 

El agua es necesaria para el consumo humano, 

para cultivar y procesar alimentos, también brinda 

energía a la industria con el objeto de satisfacer a 

una población en constante crecimiento, por ello, 

la gestión inadecuada de las aguas residuales 

urbanas, industriales y agrícolas, conlleva a que el 

agua que beben cientos de millones de personas se 

vea peligrosamente contaminada o polucionada 

químicamente. 

 

La contaminación del agua también provoca que 

parte de los ecosistemas acuáticos terminen 

desapareciendo por la rápida proliferación de 

algas invasoras que se alimentan de todos los 

elementos que les proporcionan los residuos. 

 

Es importante que la sociedad civil, la industria, 

pero sobre todo las autoridades, tomemos acciones 
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inmediatas para revertir la contaminación de 

nuestros mares, ríos y lagos, reduciendo el uso de 

productos químicos para la limpieza en el hogar y 

desechar correctamente productos con pintura, 

aceite de motor, amoníacos y cloro, así como 

evitar desechar objetos como pañales, toallas 

húmedas y plásticos en cualquier fuente de agua, 

ya que dichos materiales ponen en peligro la vida 

de la fauna marina e incluso, la de los humanos.  

 

Ante la grave contaminación que afecta al río 

Papaloapan, resulta necesario solicitar a las 

autoridades federales y al gobernador de Oaxaca a 

que ejecuten acciones inmediatas para evitar que 

la contaminación, residuos y basura que se 

encuentran en sus aguas, sigan disminuyendo su 

caudal, ya que su grado de contaminación 

representa un peligro para la salud de las personas 

que consumen agua del mismo y sobre todo, para 

que se apliquen sanciones a todo aquel que vierta 

o tire en el río cualquier tipo de material, 

desperdicio, basura o contaminante.1    

 

Derivado de los argumentos expuestos, someto a 

la consideración de esta Honorable Asamblea, la 

siguiente proposición con: 

 

Punto de acuerdo 

 

Primero. La Cámara de Diputados del H. 

Congreso de la Unión exhorta a los titulares de la 

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales, de la Procuraduría Federal de 

Protección al Ambiente, de la Comisión Nacional 

del Agua, y a los gobernadores de los Estados de 

Oaxaca y Veracruz, para que de forma coordinada 

implementen programas o acciones inmediatas de 

restauración ecológica ante el grave desequilibrio 

del Río Papaloapan por los altos niveles de 

contaminación que presenta, formulando y 

                                                 
1 Fuentes: Nota periodística “Contaminación y Sequía 

Acaban con el Río Papaloapan; 40 Metros descendió su nivel 

en los últimos 10 años”, de Carlos Abad, publicada en “El 

Piñero de la Cuenca” y que puede consultarse en el siguiente 

link: 

https://www.elpinerodelacuenca.com.mx/contaminacion-y-

sequia-acaban-con-el-rio-papaloapan-40-metros-descendio-

su-nivel-en-los-ultimos-10-anos/ 

ejecutando los mecanismos necesarias para la 

recuperación y restablecimiento de las 

condiciones del proceso natural que en dicho río 

deben desarrollarse.   

 

Segundo. La Cámara de Diputados del H. 

Congreso de la Unión, exhorta a los Titulares de la 

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales, de la Procuraduría Federal de 

Protección al Ambiente, de la Comisión Nacional 

del Agua, y a los Gobernadores de los Estados de 

Oaxaca y Veracruz, para que en el ámbito de sus 

atribuciones, apliquen sanciones administrativas y 

en su caso penales dependiendo del tipo de 

afectación, a todo aquel que vierta cualquier tipo 

de material contaminante en las aguas que 

conforman el Río Papaloapan y para que exijan 

con mayor rigor a la empresas e industrias que por 

sus actividades vierten directa o indirectamente en 

las aguas del Río Papaloapan cualquier tipo de 

residuos contaminantes, a que instalen plantas de 

tratamiento de aguas residuales eficientes y para 

que desarrollen sus actividades bajo un esquema 

de observancia y cumplimiento de buenas 

prácticas ambientales. 

 

Salón de Sesiones de la Cámara de Diputados a 3 

de abril de 2019 

 

Dip. Irineo Molina Espinoza 

 

 

 

 
 

  

Nota periodística “Río Papaloapan ¨contaminación 

generalizada¨, dice CONAGUA”, de Virgilio Sánchez, 

publicada en el portal NVI Noticias, el 22 de febrero de 2018 

y que puede consultarse en el siguiente link: 

https://www.nvinoticias.com/nota/85572/rio-papaloapan-

contaminacion-generalizada-dice-conagua 

 

https://www.elpinerodelacuenca.com.mx/contaminacion-y-sequia-acaban-con-el-rio-papaloapan-40-metros-descendio-su-nivel-en-los-ultimos-10-anos/
https://www.elpinerodelacuenca.com.mx/contaminacion-y-sequia-acaban-con-el-rio-papaloapan-40-metros-descendio-su-nivel-en-los-ultimos-10-anos/
https://www.elpinerodelacuenca.com.mx/contaminacion-y-sequia-acaban-con-el-rio-papaloapan-40-metros-descendio-su-nivel-en-los-ultimos-10-anos/
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DEL DIP. JESÚS SALVADOR MINOR MORA CON 

PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A 

LA SADER AMPLIAR ESTATUS DE PRODUCTORES 

QUE SERÁN SUJETOS DE APOYOS PARA EL SECTOR 

AGROPECUARIO EN SUS CONVOCATORIAS DE 

APOYO, EN ESPECIAL A LOS PROGRAMAS DE 

CONCURRENCIA CON LAS ENTIDADES 

FEDERATIVAS 

 

El que suscribe, Jesús Salvador Minor Mora, 

diputado integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena en la LXIV Legislatura de la Cámara de 

Diputados del Honorable Congreso de la Unión, 

con fundamento en lo establecido por los artículos 

6 numeral 1, fracción I y 79 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, somete a consideración de 

esta soberanía el presente punto de acuerdo al 

tenor de la siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

El pasado 28 de febrero de 2019, la Sader publicó 

en el Diario Oficial de la Federación, el acuerdo 

por el que se dan a conocer las Reglas de 

Operación del Programa de Concurrencia con las 

entidades federativas de la Secretaría de 

Agricultura y Desarrollo Rural para el ejercicio 

2019. Las cuales establecen lo siguiente:  

 
Artículo 5. La población objetivo del Programa está 

compuesta por las unidades de producción agrícola, 

pecuaria, de pesca y acuícolas, y las de nueva creación en 

las entidades federativas, preferentemente de los estratos 

E2 (tiene ingresos por ventas anuales máximo de $55,200 

m.n.), E3 (tiene ingresos por ventas anuales máximo de 

$97,600 m.n.) y E4 (tiene ingresos por ventas anuales 

máximo de $228,858 m.n.); dichos estratos de acuerdo al 

Diagnóstico, FAO/SADER. 

 

Artículo 6. La cobertura del presente programa es 

nacional de aplicación en las 32 Entidades federativas, y 

se atenderá prioritariamente a: Las localidades de media, 

alta y muy alta marginación, conforme a la clasificación 

de Conapo. 

 

En el valle de Mexicali, Baja California por la 

naturaleza de los tipos de cultivo y superficie que 

se siembra por cada unidad de producción, cerca 

del 90% de los productores se encuentran en un 

estrato distinto a los mencionados, esto es el 

estrato 5; que son aquellos productores que 

rebasan los $228,858 pesos por ventas anuales; 

por lo que, con la actual interpretación de las 

reglas de operación, no son sujetos de participar en 

esta convocatoria. 

 

Claramente en las reglas de operación se indica 

que los estratos de productores 2, 3 y 4 serán 

atendidos preferentemente, pero no indica que 

serán atendidos ellos exclusivamente, por lo que 

hay lugar para que el resto de los productores 

también sean atendidos y no sean excluidos de las 

convocatorias en este caso de concurrencia con las 

entidades federativas. 

 

Por lo anteriormente expuesto se solicita al 

secretario de Agricultura y Desarrollo Rural, Dr. 

Víctor Villalobos Arámbula, que realice las 

gestiones necesarias para que aún y cuando se dé 

prioridad en las convocatorias a productores de los 

estratos 2,3 4, con lo cual estamos de acuerdo; 

también se incluya en las convocatorias de 

concurrencia para este año 2019 y en el resto de 

las convocatorias de la SADER a los productores 

del estrato 5. 

 

Punto de acuerdo 

 

Único: La Cámara de Diputados del Honorable 

Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al 

Ejecutivo Federal y a la Secretaría de Agricultura 

Ganadería y Desarrollo Rural para que se incluya 

a los productores agropecuarios correspondientes 

al estrato 5 (productores con ingresos superiores a 

los $228,858 m.n. anuales) en las convocatorias de 

apoyo al sector agropecuario, toda vez que las 

reglas de operación no los excluyen. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 3 de abril de 

219 

 

Dip. Jesús Salvador Minor Mora 
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DEL DIP. MANUEL LÓPEZ CASTILLO CON PUNTO 

DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LA 

TITULAR DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE 

SONORA, A INSTAURAR DE MANERA PRONTA Y 

EFICAZ LA COMISIÓN EJECUTIVA DE ATENCIÓN 

A VÍCTIMAS DEL ESTADO DE SONORA 

 

El que suscribe, Manuel López Castillo, diputado 

federal por Sonora en la LXIV Legislatura de la 

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de 

la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena, con fundamento en lo establecido por los 

artículos 6, numeral 1, fracción I y 79, numeral 1, 

fracción II, del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someto a consideración de esta 

Asamblea Legislativa de lo Federal, la siguiente 

proposición con punto de acuerdo, al tenor de las 

siguientes: 

 

Consideraciones 

 

En fecha 9 de enero del año 2013, se publicó en el 

Diario Oficial de la Federación la Ley General de 

Victimas, dicha legislación tiene por objeto el 

crear los mecanismos, así como las instituciones 

que garanticen los derechos sustantivos y 

adjetivos penales de las víctimas de los delitos. 

 

De igual manera, esta ley contempla la creación de 

la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, la 

cual y atendiendo lo esgrimido en el artículo 84 de 

la legislación en comento tendrá por finalidad lo 

siguiente: 

 
…garantizar, promover y proteger los derechos de 

las víctimas del delito y de violaciones a derechos 

humanos, en especial los derechos a la asistencia, a 

la protección, a la atención, a la verdad, a la justicia, 

a la reparación integral y a la debida diligencia. 

 

Como se pude vislumbrar, la creación de la 

Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, es de 

gran impacto social y menester del Estado para dar 

cumplimiento, al apartado C, del artículo 20 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en materia de derechos de las víctimas. 

 

El decreto de la Ley General de Victimas, en su 

régimen transitorio, específicamente en el noveno 

y décimo, obliga primeramente a las legislaturas 

de las entidades federativas a realizar las 

modificaciones en sus ordenamientos ex lege con 

la finalidad de que dichas disposiciones sean 

congruentes al decreto en mención, 

posteriormente se obliga a los Estados a crear sus 

propias comisiones de atención a víctimas. 

 
Noveno. - En un plazo de 180 días contados a partir 

de la entrada en vigor del presente Decreto, las 

legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito 

de sus respectivas competencias, realizarán las 

modificaciones legislativas y presupuestales 

conforme a lo dispuesto en el presente Decreto.  

 

Décimo. - Las entidades federativas en un plazo de 

90 días contados a partir de la entrada en vigor del 

presente Decreto, deberán integrar su Comisión de 

Atención a Víctimas. 

 

Si bien es cierto que, en el ámbito estatal la 

obligación planteada líneas arriba ha sido 

cumplida parcialmente (modificación y 

armonización de las leyes locales), en sentido 

material aún carecemos de eficacia, tal es el caso 

del estado de Sonora, en donde han pasado ya 4 

años desde las reformas locales a la Ley de 

Atención a Víctimas para el estado de Sonora, y 

las autoridades del poder ejecutivo local no han 

tomado las medidas necesarias para dar por 

cumplidas las disposiciones establecidas en el 

ordenamiento. 

 

El porqué de lo anterior, se debe a que la 

gobernadora del Estado de Sonora, la C. Claudia 

Artemiza Pavlovich Arellano no ha hecho las 

labores que, por mandato legal, se le interpusieron 

para crear la Comisión de Atención a Víctimas del 

Estado de Sonora, cuestión que trae aparejado 

diversas omisiones graves a las leyes federales y 

locales, de las cuales podemos mencionar las 

siguientes: 

 
a) La Comisión Ejecutiva y el Sistema Estatal de 

Atención a Víctimas son los órganos que dan voz a 

las víctimas de delitos o de violaciones a los derechos 

humanos, así como también son los envestidos para 

brindar diversos servicios de asesoría, protección, 

ayuda, atención, acceso a la justicia, acceso a la 

verdad y reparación integral que se soliciten ante las 

instancias competentes; y al no existir dicha 
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Comisión no se pueden llevar a cabo estos principios 

señalados. 

b) Atendiendo lo establecido en el artículo 5 de la 

Ley de Atención a Víctimas del Estado de Sonora, en 

donde se dispone que, el Estado garantizara en todo 

momento los recursos necesarios para la 

implementación de la Comisión Ejecutiva y del 

Sistema Estatal de Atención a Víctimas, es fecha que 

no se ha velado por el presupuesto para poner en 

marcha las atribuciones antes mencionadas, así 

mismo, al no existir Fideicomiso para el Fondo 

Estatal de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, 

no se pueden otorgar las prerrogativas en materia de 

acceso y otorgamiento de justicia para las víctimas. 

c) Conforme a lo dispuesto por la fracción III y VII 

del artículo 12 de la legislación enunciada, la 

Comisión Ejecutiva está facultada a tener una 

participación en la elaboración del Plan y del 

Programa Estatal de Atención a Víctimas del Sistema 

Estatal, hecho que no puede ser dilucidado de manera 

formal, puesto que estos dos ejes son necesarios para 

la efectiva dirección de la política pública del Estado 

respecto de la diligente atención a víctimas. 

d) El artículo tercero transitorio de la Ley de 

Atención a Víctimas de Sonora, dispone que, dentro 

de un plazo de noventa días naturales se deberán 

emitir las disposiciones reglamentarias de esta ley, 

sin embargo, la fracción XVII, del artículo 16 

contempla como atribución de la Comisión Ejecutiva, 

el proponer al Sistema Estatal el proyecto de 

Reglamento de la Ley de Atención a Víctimas, es el 

caso que al no estar instaurada la Comisión por ende 

no se ha emitido Reglamento alguno. 

 

Son diversas las omisiones en las que ha recaído 

el poder ejecutivo local de Sonora, respecto al 

funcionamiento eficaz de la Ley de Atención a 

Víctimas del estado de Sonora, haciendo hincapié 

en la no instauración de la Comisión Ejecutiva de 

Atención a Víctimas, ante esto, ¿Quién ha 

brindado los servicios legales a los sonorenses que 

han sido víctimas de delitos o de violaciones a 

derechos humanos, durante estos casi cuatro años 

de indiferencia por parte de la gobernadora de 

Sonora?  

 

La falta de eficacia jurídica, así como la 

inobservancia de lo establecido en la ley, son 

causas de responsabilidades administrativas, pues 

está en presencia de incumplimiento a los debes 

señalados en la Ley General de Victimas y su 

homóloga a nivel local. 

 

En Morena estamos a favor de dotar a las víctimas 

del estado de Sonora de un órgano que les dé una 

debida representación, que vele por sus derechos y 

brinde todos los servicios a que tienen derecho por 

ley, evitando una revictimización por parte del 

Estado. 

 

Por los argumentos esgrimidos, someto a 

consideración de las legisladoras y los legisladores 

que integran esta Cámara de Diputados, el 

siguiente: 

 

Punto de acuerdo 

 

Único. - La Cámara de Diputados del Honorable 

Congreso General de los Estados Unidos 

Mexicanos, exhorta de manera respetuosa a la 

titular del Poder Ejecutivo del estado Sonora, la C. 

Claudia Artemiza Pavlovich Arellano, a instaurar 

de manera pronta y eficaz la Comisión Ejecutiva 

de Atención a Víctimas del estado de Sonora, con 

la finalidad de garantizar la vigencia efectiva de 

los derechos de las víctimas. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 

2019 

 

Dip. Manuel López Castillo 
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DEL DIP. CÉSAR AGUSTÍN HERNÁNDEZ PÉREZ 

CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE 

EXHORTA A LAS SECRETARÍAS DE EDUCACIÓN 

PÚBLICA Y DE SALUD DEL GOBIERNO FEDERAL A 

CONCIENCIAR SOBRE LAS NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES CON ESPECTRO AUTISTA 

 

El que suscribe, César Agustín Hernández Pérez, 

diputado federal integrante de la LXIV 

Legislatura, perteneciente al Grupo Parlamentario 

de Morena, con fundamento en lo dispuesto por el 

artículo 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, 

fracción II, del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a la consideración de esta 

Honorable Asamblea, la presente proposición con 

punto de acuerdo, al tenor de la siguiente: 

 
Exposición de motivos 

 

El 18 de diciembre del 2007 la Asamblea General 

de las Naciones Unidas declaro el 2 de abril de 

cada año como el día mundial de concienciación 

sobre el autismo, esto a razón de que dicho 

trastorno se ha vuelto a lo largo de los años un 

motivo más de discriminación, el cual impide la 

realización de un diagnóstico adecuado, así como 

su tratamiento para sobrellevarlo. La finalidad de 

conmemorarlo es lograr la inclusión de estas 

personas y garantizar que lleven una vida digna, 

plena, gratificante y libre de toda discriminación. 

 

Los trastornos del espectro autista (TEA) son un 

grupo de complejos trastornos del desarrollo 

cerebral. Este término genérico abarca afecciones 

tales como el autismo, el trastorno desintegrador 

infantil y el síndrome de Asperger.  

 

La fracción XII del artículo 3º de la Ley General 

para la Atención y Protección a Personas con la 

Condición del Espectro Autista, las personas con 

la condición del espectro autista son “todas 

aquellas que presentan una condición 

caracterizada en diferentes grados por dificultades 

en la interacción social, en la comunicación verbal 

y no verbal, y en comportamientos repetitivos.” 

 

Datos de la Organización Mundial de la Salud, 

OMS, establecen que uno de cada 160 niños 

padece autismo, y que este trastorno comienza 

desde su infancia prolongándose hasta la 

adolescencia y vida adulta, igualmente se maneja 

que algunas personas con este padecimiento 

pueden vivir de forma independiente, pero que 

existen otras que padecen un mayor número de 

discapacidades lo que ocasiona que requieran de 

una constante atención. 

 

Datos del Autism Speaks señalan que, en 2018, 

uno de cada 59 niños es diagnosticado con 

autismo, de esto se expresa que en niños se da 1 

por cada 37, y en niñas 1 por cada 151, 

concluyendo así que los niños tienen más 

probabilidades de padecer autismo que las niñas. 

 

Igualmente se tiene la cifra que un tercio de las 

personas con autismo no se comunican de manera 

verbal, es decir no hablan, y que el 31% de los 

niños con este trastorno poseen una discapacidad 

intelectual que les dificulta la vida cotidiana. 

También aproximadamente el 28% de los niños 

con 8 años de edad que padecen autismo registran 

un comportamiento de autolesión. En general 

aproximadamente un 7% de niños con este 

trastorno suelen ser afectados por depresión, y en 

los adultos en un 26%. 

 

Según estadísticas de la Secretaría de Salud del 

Estado de México por cada 1,000 niños de 3 a 6 

padecen autismo a nivel mundial, mientras que en 

México en el año 2016 se manejó la cifra que de 

cada 115 niños 1 padece autismo, teniendo así que 

el 1% del total de los niños en nuestro país padecen 

este trastorno, lo cual equivale a 400,000 niños. 

 

Entre los síntomas o señales que nos pueden 

permitir detectar una persona con autismo se 

encuentran el repetir ciertas conductas, tener 

demasiado interés en ciertas cosas u objetos, poco 

contacto visual, no escuchar a las personas, interés 

prolongado en ciertos temas o detalles, demora al 

responder cuestionamientos, dificultad para seguir 

una conversación, reacción inusual ante un 

comportamiento de ira en otras personas, repetir 

constantemente las mismas palabras, problemas 

para comprender el punto de vista de los demás, 

entre otras. 
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Por lo anterior, es que se dificulta la interacción 

social, la comunicación, el aprendizaje, la 

realización de determinadas actividades y, sobre 

todo, aquello que tenga que tenga relación con el 

procesamiento de información sensorial.  

 

Quienes viven con un espectro autista no tienen 

una enfermedad sino una condición y la única 

diferencia es que ellos procesan la información 

que reciben de una forma distinta pues sus sentidos 

son mayores a los de una persona regular. 

 

Las familias y las de niñas, niños o adolescentes 

con esta condición se enfrentan ante situaciones 

difíciles ante la sociedad, pues la mayoría de estos 

niños no tiene rasgos físicos respecto de esta 

condición, lo que hace que la gente no se pueda 

percatar a simple vista de su condición y mucho 

menos sabe cómo interactuar o ayudarles ante una 

posible crisis. Esto sucede debido a la poca 

información que existe sobre este tema, que en 

algunas ocasiones hace que estos niños sean 

blanco de bullyng por parte de otros niños e 

incluso hasta de adultos. 

 

Por lo anteriormente expuesto, mediante el 

presente exhorto soy portavoz de las necesidades 

de las familias con hijos que padecen esta 

condición quienes argumentan que no hay 

escuelas públicas que incluyan o tengan medidas 

y estrategias para educar a este tipo de niños, ya 

que las escuelas regulares y su personal no están 

capacitados para atenderlos y en caso de recibirlos 

no les instruyen y/o los tienen aislados. Por otro 

lado, para el caso de las escuelas privadas, en ellas 

les piden a los papás que los niños asistan con una 

maestra “sombra” lo cual hace que los costos aún 

se multipliquen más o incluso que no puedan ser 

costeables para las mamás de niñas, niños o 

adolescentes de escasos recursos.  

 

Cabe mencionar que las familias afectadas 

refieren que hacen falta instituciones públicas en 

materia de salud que brinden apoyo a los niños que 

viven con esta condición, ya que todo se ha 

concentrado en capacidades diferentes o 

especiales pero a la hora de buscar 

específicamente este espectro no hay personal 

capacitado que pueda brindar apoyo para que estos 

niños sean incluidos a la sociedad de una forma 

asertiva, siendo esto por lo que solicito que se 

implementen campañas de concienciación social  

sobre el autismo y se promueva su conocimiento. 

  

Resulta importante tener presente que los niños 

con condiciones diferentes, deben contar con 

alternativas que les permitan ejercer los derechos 

humanos a la salud y a la educación y que puedan 

tener oportunidades en igual condiciones que una 

persona regular, como asistir a una escuela pública 

con inclusión social. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto 

a la consideración de esta Honorable Asamblea, la 

siguiente proposición con: 

 

Punto de acuerdo 
 

Primero. - La Cámara de Diputados del H. 

Congreso de la Unión exhorta respetuosamente a 

la Secretaría de Educación Pública del Gobierno 

Federal para que se establezcan programas de 

capacitación para el personal docente y 

administrativo de cada unidad escolar, a efecto de 

que se pueda atender y brindar educación integral 

tendiente a incluir a las niñas, niños y adolescentes 

con condición de espectro autista dentro del 

sistema educativo regular; asimismo se 

implementen campañas inclusivas y de 

concienciación hacia los padres de familia y 

alumnado para que se erradique la estigmatización 

hacia las niñas, niños y adolescentes con el 

espectro autista. 
 

Segundo. - La Cámara de Diputados exhorta 

respetuosamente a la Secretaría de Salud del 

Gobierno Federal para que se implementen 

campañas de concienciación social sobre el 

autismo y se promueva un mejor conocimiento 

que contribuya a la inclusión social de las niñas, 

niños y adolescentes con del trastorno del espectro 

autista. 
 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 3 de abril de 

2019 

 

Dip. César Agustín Hernández Pérez 
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DEL DIP. CÉSAR AGUSTÍN HERNÁNDEZ PÉREZ 

CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE 

EXHORTA AL TITULAR DEL EJECUTIVO DEL 

GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO, PARA QUE 

INSTRUYA A LAS ÁREAS QUE CORRESPONDAN, SE 

DÉ SEGUIMIENTO A LA CONSTRUCCIÓN, 

EQUIPAMIENTO Y CONCLUSIÓN DE LOS 

HOSPITALES QUE SE ENCUENTRAN EN LOS 

MUNICIPIOS DE ACOLMAN, COACALCO, 

ACULCO, ZUMPANGO, TEPOTZOTLÁN, 

ZINACANTEPEC, CHICOLOAPAN Y CUAUTITLÁN 

IZCALLI 

 

El que suscribe, César Agustín Hernández Pérez, 

diputado federal integrante de la LXIV 

Legislatura, perteneciente al Grupo Parlamentario 

de Morena, con fundamento en lo dispuesto por el 

artículo 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, 

fracción II, del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a la consideración de esta 

Honorable Asamblea, la presente proposición con 

punto de acuerdo, al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de motivos 

 

El derecho a la protección de la salud es un 

derecho humano reconocido por nuestra 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en su artículo 4º que a la letra señala:  

  
“Toda persona tiene derecho a la protección de la 

salud. La Ley definirá las bases y modalidades para 

el acceso a los servicios de salud y establecerá la 

concurrencia de la Federación y las entidades 

federativas en materia de salubridad general, 

conforme a lo que dispone la fracción XVI del 

artículo 73 de esta Constitución.” 

 

Por su parte, la Organización Mundial de la Salud, 

OMS, define la salud como “un estado de 

completo bienestar físico, mental y social, y no 

solamente la ausencia de afecciones o 

enfermedades,” concepto que también es 

reconocido por la Ley General de Salud en el 

artículo 1º Bis.   

 

Además, el artículo 77 bis 1 de la Ley General de 

Salud, señala: 

 

“Todos los mexicanos tienen derecho a ser 

incorporados al Sistema de Protección Social en 

Salud de conformidad con el artículo cuarto de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, sin importar su condición social. 

 

 La protección social en salud es un mecanismo por 

el cual el Estado garantizará el acceso efectivo, 

oportuno, de calidad, sin desembolso al momento de 

utilización y sin discriminación a los servicios 

médico-quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios 

que satisfagan de manera integral las necesidades de 

salud, mediante la combinación de intervenciones de 

promoción de la salud, prevención, diagnóstico, 

tratamiento y de rehabilitación, seleccionadas en 

forma prioritaria según criterios de seguridad, 

eficacia, costo, efectividad, adherencia a normas 

éticas profesionales y aceptabilidad social. Como 

mínimo se deberán contemplar los servicios de 

consulta externa en el primer nivel de atención, así 

como de consulta externa y hospitalización para las 

especialidades básicas de: medicina interna, cirugía 

general, ginecoobstetricia, pediatría y geriatría, en 

el segundo nivel de atención.” 

 

A pesar de lo anterior, en fechas recientes algunos 

medios de comunicación han documentado que 

“en el Estado de México existen ocho hospitales 

inconclusos que actualmente requieren una 

inversión superior a los 1,207 millones de pesos, 

toda vez que la construcción de cada uno registra 

avances de entre 20 y 78 por ciento. 

 

En los ocho casos, la administración anterior 

(2011-2017 del Gobierno del Estado de México) 

autorizó contratos e inversiones iniciales con 

empresas constructoras. Luego avaló segundos 

contratos con nuevos montos, pero las obras nunca 

se hicieron. 

 

Por ejemplo, el hospital municipal de Acolman, 

comenzó a edificarse el 9 de junio de 2014 con la 

empresa Ten Infraestructura México, con la que se 

firmó un contrato por 20.7 millones de pesos, pero 

en 2017 se contrató a Grupo Marebb, por 29.9 

millones de pesos adicionales. El gobierno estatal 

sólo pagó a ambas empresas 25.5 millones y ahora, 

para terminar la obra, que daría a 49 mil 

habitantes, faltan 110 millones, más 46 para 

equipamiento.  
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En situación similar se encuentra Coacalco, que 

comenzó su construcción en mayo de 2013, con un 

contrato por 25 millones con Constructora de 

Infraestructura de Durango, y dos años después 

por 66 millones con Dycmacos. A la primera se le 

pagaron 10, y a la segunda 58, sin embargo, la obra 

tiene un avance del 78% y está suspendida. Se 

requieren 40 millones para dejarla útil. 

 

El resto de los hospitales que se encuentran en 

obra abandonada, están ubicados en Aculco, 

Zumpango, Tepotzotlán, Zinacantepec, 

Chicoloapan (al que me referiré en lo particular 

más adelante) y Cuautitlán Izcalli, con un avance 

de 47 %. En ellos se darían servicios básicos a 878 

mil mexiquenses. Pero también se requieren 960 

millones de pesos anuales para su operación.”1 

 

En especial, como representante Distrital Federal 

por el Distrito 30 por el Estado de México, y como 

portavoz de mis representados solicito la atención 

respecto de la construcción, equipamiento y 

conclusión del “Hospital Comunitario de 18 

camas (Hospital Municipal)”; ubicado en Avenida 

México, esquina Avenida Monterrey, S/N Unidad 

Habitacional -Bonito San Vicente-, Municipio de 

Chicoloapan, Estado de México. Esta obra se 

encuentra dentro del Programa de Fortalecimiento 

a la Calidad en los Servicios de Salud 2013, como 

fuente de financiamiento y a la fecha sigue sin ser 

terminada, a pesar de ser una demanda muy 

sentida para la comunidad Chicoloapense. 

 

El hospital en comento una vez en función, será de 

gran utilidad para los habitantes de dicho 

municipio, toda vez que entre sus servicios se 

planea que contará con servicio médico de 

consulta externa, laboratorio de análisis clínicos, 

rayos “x”, sala de expulsión, área de recuperación 

post-parto, quirófano, área de recuperación post-

quirúrgica, central de enfermeras, Central de 

Equipos y Esterilización, área de hospitalización, 

triage (clasificación de urgencias), observación de 

adultos, curaciones, sala de choque, centro de 

                                                 
1 El texto original de este artículo fue publicado por la 

Agencia Quadratín, con fecha 24 de marzo 2019, en la 

siguiente dirección: https://edomex.quadratin.com.mx/el-

desinfección, cuarto de Residuos Peligrosos 

Biológico-Infeccioso y área de gobierno, todos 

ellos indispensables para atender la demanda en 

salud de los Chicoloapenses.  

 

Para brindar los servicios en materia de salud, se 

requieren hospitales destinados para la atención y 

asistencia a enfermos por medio de personal 

facultativo, enfermería, personal auxiliar y de 

servicios técnicos durante 24 horas, todos los días 

del año, por lo cual, haciendo eco de las voces más 

sentidas de los miles de mexiquenses que esperan 

verse beneficiados con la total conclusión de los 

hospitales citados y, ante la imperiosa necesidad 

de generar una mejor calidad de vida a la sociedad, 

fortaleciendo su bienestar y garantizándole el 

derecho humano a la salud, en cumplimiento al 

artículo 4º de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, presento exhorto 

dirigido al Titular del Gobierno del Estado de 

México para que instruya a las áreas que  

correspondan, se dé seguimiento a la construcción, 

equipamiento y conclusión de los ocho hospitales 

que se encuentran pendientes en los municipios 

mencionados, en el Estado de México; así como el 

que se efectúen sendas auditorias que en derecho 

corresponda derivado de los contratos celebrados 

para la edificación y operatividad de los mismos, 

y de ser el caso se sancione a quien o quienes 

resulten responsables de una conducta ilícita por la 

presunta malversación del erario o de posibles 

desvío de recursos asignados.  

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto 

a la consideración de esta Honorable Asamblea, la 

siguiente proposición con: 

 

Punto de acuerdo 

 

Primero. - La Cámara de Diputados del 

Honorable Congreso de la Unión exhorta 

respetuosamente al Titular del Poder Ejecutivo del 

Gobierno del Estado de México, para que instruya 

a las áreas que correspondan, se dé seguimiento a 

cochinero-de-eruviel-en-salud-de-

edomex/?fbclid=IwAR0Vj9ytmd6pl0Hu2qK9pqNUOoCua

JbYJwj6G4aPWuNh7cKjmpwKAi3GCFY 

https://edomex.quadratin.com.mx/el-cochinero-de-eruviel-en-salud-de-edomex/?fbclid=IwAR0Vj9ytmd6pl0Hu2qK9pqNUOoCuaJbYJwj6G4aPWuNh7cKjmpwKAi3GCFY
https://edomex.quadratin.com.mx/el-cochinero-de-eruviel-en-salud-de-edomex/?fbclid=IwAR0Vj9ytmd6pl0Hu2qK9pqNUOoCuaJbYJwj6G4aPWuNh7cKjmpwKAi3GCFY
https://edomex.quadratin.com.mx/el-cochinero-de-eruviel-en-salud-de-edomex/?fbclid=IwAR0Vj9ytmd6pl0Hu2qK9pqNUOoCuaJbYJwj6G4aPWuNh7cKjmpwKAi3GCFY
https://edomex.quadratin.com.mx/el-cochinero-de-eruviel-en-salud-de-edomex/?fbclid=IwAR0Vj9ytmd6pl0Hu2qK9pqNUOoCuaJbYJwj6G4aPWuNh7cKjmpwKAi3GCFY
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la construcción, equipamiento y conclusión de 

cada uno de los hospitales que se encuentran en los 

municipios de Acolman, Coacalco, Aculco, 

Zumpango, Tepotzotlán, Zinacantepec, 

Chicoloapan y Cuautitlán Izcalli. 

 

 

Segundo.-  La Cámara de Diputados exhorta 

respetuosamente al Titular del Poder Ejecutivo del 

Gobierno del Estado de México, para que instruya 

a las áreas que correspondan, para que se efectúen 

sendas auditorias que en derecho procedan 

derivado de los contratos celebrados para la 

edificación y operatividad de los hospitales que se 

encuentran en los municipios de Acolman, 

Coacalco, Aculco, Zumpango, Tepotzotlán, 

Zinacantepec, Chicoloapan  y Cuautitlán Izcalli, y 

de ser el caso,  se inicien los procedimientos 

sancionatorios en contra de quien o quienes 

resulten responsables de una posible conducta 

ilícita. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 3 de abril de 

2019 

 

Dip. César Agustín Hernández Pérez 

 

 

 
 

 

DEL DIP. ARMANDO CONTRERAS CASTILLO CON 

PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL 

FONART PARA IMPLEMENTAR ACCIONES QUE 

BENEFICIEN A LA PROMOCIÓN Y VENTA DE 

ARTESANÍAS MEXICANAS INDÍGENAS ANTE EL 

EXTRANJERO Y A NIVEL NACIONAL 
 

El que suscribe, Armando Contreras Castillo, 

diputado federal del Grupo Parlamentario del 

Partido Morena de la LXIV Legislatura de la 

Cámara de Diputados; con fundamento en lo que 

disponen los artículos 6, numeral 1, fracción I, 79, 

numeral 1, fracción II, y numeral 2, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, se 

permite someter a la consideración de esta 

honorable asamblea, la presente proposición con 

punto de acuerdo con base en las siguientes: 

Consideraciones 

 

A nivel internacional las artesanías mexicanas 

cuentan con un gran reconocimiento y valoración, 

por ser productos que manifiestan la diversidad 

cultural de una sociedad, lo que ha permitido al 

sector convertirse en un atractivo mercado con 

potencial de crecimiento. 

 

Algunos datos muestran que los principales 

destinos de exportación de las artesanías 

mexicanas son Australia, Alemania, Canadá, 

Colombia, España, Estados Unidos e Italia. 

 

Por rubro, las mercancías hechas a base de plata, 

ónix, barro, madera, cerámicas y los cuadros 

prehispánicos, así como las telas hechas a mano, 

son las que tienen mayor participación en el 

comercio internacional. 

 

México tiene 62 etnias y cada una de ellas cuenta 

con sus características de arte popular, que 

representan a los diversos estados. 

 

El origen de las artesanías mexicanas proviene de 

las zonas rurales, gracias a que los artesanos se han 

valido de los recursos naturales de su región, como 

el barro, madera, textiles, talavera, cobre, entre 

otros para crear sus diseños. 

 

El comercio de las artesanías mexicanas es 

privilegiado, debido a que cuenta con texturas y 

patrones tradicionales que han sido bien recibidos 

en zonas turísticas nacionales e internacionales. 

 
 En la Ciudad de Oaxaca existe una gran 

diversidad de artesanías realizados por manos 

indígenas, su riqueza artística; ¡es una herencia 

milenaria! En Oaxaca, la artesanía es toda una 

tradición y ofrece una diversidad que denota la 

riqueza artística e imaginación de sus gentes. 

 

Los textiles que identifican a la ciudad de Oaxaca 

son, en especial, los productos de mantelería, 

característicos por sus inigualables diseños de 

reminiscencia prehispánica y colonial, así como 

sus vestidos y huipiles que en cada diseño tienen 

una historia de vida por la quien la porta. 
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De Teotitlán del Valle, Mitla y Tlacolula, 

provienen las cobijas, jorongos, alfombras y 

tapetes, elaborados en telar de pedal, con hilo de 

lana, al natural y teñida con tintes naturales. Los 

diseños de éstos, van desde códices y personajes 

zapotecas, hasta reproducciones pictóricas de 

Tamayo, Toledo y Picasso. De Mitla y Santo 

Tomás Jalieza se tienen: rebozos, vestidos, 

huipiles, blusas, gabanes, chales, bolsas, fajas, 

tapetes, servilletas y manteles, elaborados con hilo 

de algodón, lana y estambre. De San Antonino 

Castillo Velasco, vestidos y blusas bordadas con 

hilo seda. 

 

De Tlaxiaco, Tuxtepec y Huautla de Jiménez son 

los famosos trajes regionales, de origen 

prehispánico, que incluyen: huipiles, enredos y 

quexquémitls, inigualables por sus vistosos 

diseños, elaborados en telar de cintura. 

 

La alfarería oaxaqueña ocupa un lugar importante 

en la producción artesanal del estado. La loza 

vidreada, de fondo blanco y café, con diseños 

floreados, es muy común en la capital del estado y 

los pueblos de los valles centrales. Se producen: 

platos, tazas, fruteros, jarrones, jarras, floreros, 

juegos de té y juguetes. 

 

La alfarería de Atzompa, comunidad próxima a la 

ciudad, es muy famosa por su loza vidreada, de 

color verde. Se caracteriza por sus diseños 

elaborados con la técnica de pastillaje y calado, 

Otro tipo de alfarería importante en la ciudad es el 

barro negro de San Bartolo Coyotepec, 

inconfundible por su coloración, completamente 

negra, con acabados brilloso y opaco. 

 

La joyería oaxaqueña, de oro y plata, es de gran 

prestigio a nivel internacional. Los diseños 

combinan el metal con las piedras preciosas como 

la turquesa, obsidiana, amatista, ámbar, coral y 

ónix. 

 

Existen diversas artesanías de madera tallada: 

máscaras, guitarras, artículos de cocina, alebrijes, 

peines de naranjo, muebles y juguetes. La 

artesanía de palma es característica de la región 

Mixteca. En la ciudad se expenden: bolsas, 

tapetes, sombreros, tenates, petates, floreros, 

portafolios, canastas y artículos decorativos. 

 

Por lo anterior y con el propósito de promover el 

trabajo del artesano en México, así como de 

contribuir a la generación de un mayor ingreso, el 

28 de mayo de 1974 la Secretaría de Desarrollo 

Social (Sedesol) creó el Fondo Nacional para el 

Fomento de las Artesanías (Fonart). 

 

Desde hace 45 años, el Fonart ha coordinado de 

forma dinámica y efectiva las distintas políticas y 

recursos entre los organismos públicos, privados y 

gubernamentales fomentando la actividad 

artesanal. 

 

La exportación de las artesanías mexicanas en los 

diversos mercados internacionales ayuda a 

incrementar la utilidad, además de fortalecer la 

economía de los artesanos. 

 

Aunque aún existen diversas limitantes para las 

exportaciones de las artesanías mexicanas, que 

van desde la logística, la calidad que tengan los 

productos, así como las restricciones arancelarias 

del comercio exterior, las mercancías fabricadas 

por manos mexicanas representan una aportación 

valiosa en los mercados extranjeros. 

 

Por ello es importante que nuestras instituciones 

de fomento artesanal, la Secretaría de Turismo y 

Cultura, sean los principales promotores de 

preservar la cultura artesanal ancestral de cada 

comunidad indígena, otorgándoles beneficios a 

dichas comunidades promocionando sus 

productos artesanales en eventos culturales, foros 

turísticos internacionales invitando a que 

participen las comunidades artesanales en dichos 

foros y expos, donde es invitado el Gobierno 

mexicano, y con ello sea un escaparate ante el  

extranjero, así como fomentar foros y 

exposiciones artesanales en los distintas capitales 

del país para promocionar las artesanías de las 

comunidades indígenas. 

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a 

consideración de esta Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión, la siguiente proposición:  
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Punto de acuerdo 

 

Primero. - Exhortar al Fondo Nacional para el 

Fomento de las Artesanías (Fonart). para 

implementar acciones que beneficien a la 

promoción y venta de artesanías mexicanas 

indígenas ante el extranjero y a nivel nacional. 

 

Segundo. - Exhortar a las secretarías de Cultura y 

Turismo con la finalidad de extender sus 

invitaciones de los gobiernos extranjeros, a los 

artesanos indígenas; para participar en foros y 

exposiciones a nivel nacional e internacional con 

la finalidad de una debida promoción y venta de 

las artesanías mexicanas. 
 

Palacio Legislativo a 8 de abril 2019 
 

Dip. Armando Contreras Castillo 

 

 

 
 

 

DE LOS DIPUTADOS, JAVIER ARIEL HIDALGO, 

JUANA CARRILLO LUNA, ALMA DELIA 

NAVARRETE RIVERO, MARÍA DE LOS ÁNGELES 

HUERTA DEL RÍO Y JUAN ÁNGEL BAUTISTA 

BRAVO CON PUNTO DE ACUERDO POR EL CUAL SE 

EXHORTA A LA SHCP, SEDATU, SEMARNAT 

Y A LOS GOBIERNOS ESTATALES DEL ESTADO DE 

MÉXICO, CIUDAD DE MÉXICO E HIDALGO, A 

INVERTIR LOS RECURSOS DEL FONDO 

METROPOLITANO QUE CORRESPONDAN A LA 

ZONA METROPOLITANA DEL VALLE DE MÉXICO, 

EN LA CONSTRUCCIÓN DE INFRAESTRUCTURA 

QUE LE BRINDE AL SISTEMA 1 DE 

FERROCARRILES SUBURBANOS, 

INTERCONECTIVIDAD PEATONAL, 

 

Los que suscriben, integrantes del Grupo 

Parlamentario de Morena de esta LXIV 

Legislatura, con fundamento en el artículo 79, 

apartado 1, fracción II, del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, someten a consideración de 

este pleno la siguiente proposición con punto de 

acuerdo de urgente u obvia resolución al tenor de 

las siguientes: 

Consideraciones 

 

1. Que el artículo 10 del Presupuesto de 

Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 

2019 establece que los recursos del Fondo 

Metropolitano se destinarán a programas y 

proyectos de infraestructura; que demuestren ser 

viables y sustentables, orientados a promover la 

adecuada planeación del desarrollo regional, 

urbano, el transporte público y la movilidad no 

motorizada y del ordenamiento del territorio para 

impulsar la competitividad económica, la 

sustentabilidad y las capacidades productivas de 

las zonas metropolitanas, coadyuvar a su 

viabilidad y a mitigar su vulnerabilidad o riesgos 

por fenómenos naturales, ambientales y los 

propiciados por la dinámica demográfica y 

económica, así como a la consolidación urbana y 

al aprovechamiento óptimo de las ventajas 

competitivas de funcionamiento regional, urbano 

y económico del espacio territorial de las zonas 

metropolitanas;  

 

2. Que los programas y proyectos de 

infraestructura a los que se destinen los recursos 

federales del Fondo Metropolitano deberán 

guardar congruencia con los programas en materia 

de desarrollo regional y urbano correspondientes;  

 

3. Que el artículo 10 del Presupuesto de 

Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 

2019 establece que la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público emitirá las disposiciones 

específicas que establecerán los criterios, 

requisitos y procedimientos para el otorgamiento 

de los recursos del Fondo Metropolitano;  

 

4. Que con base en los Lineamientos de 

Operación del Fondo Metropolitano para el 

Ejercicio Fiscal 2019, publicados en el Diario 

Oficial de la Federación el día 26 de febrero de 

2019, los recursos con cargo al Fondo 

Metropolitano se pueden destinar a proyectos de 

infraestructura pública y su equipamiento en 

materia de servicios básicos, infraestructura vial, 
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movilidad urbana, espacios públicos, entre otros 

rubros prioritarios de interés metropolitano, para 

contribuir al ordenamiento territorial; 

 

5. Que para la determinación de los 

programas y proyectos de infraestructura que se 

someterán a consideración del Fondo 

Metropolitano, los gobiernos de las entidades 

federativas, deberán observar criterios objetivos 

de evaluación de costo y beneficio, así como de 

impacto metropolitano, económico, social y 

ambiental, de acuerdo con lo previsto en los 

Lineamientos del Fondo Metropolitano y demás 

normativa aplicable, tomando en cuenta la 

movilidad no motorizada considerada en estudios, 

planes, evaluaciones, programas, proyectos, 

acciones, obras de infraestructura y su 

equipamiento, en cualquiera de sus componentes, 

ya sean nuevos o en proceso; 

 

6. Que por la posición estratégica en la que se 

encuentra la terminal Buenavista del Sistema 1 de 

Ferrocarriles Suburbanos y por la gran 

interconectividad con la que cuenta (Línea B del 

Sistema de Transporte Colectivo de la Ciudad de 

México, Metro, así como con la Línea 1, 3 y 4 del 

Metrobús), es de vital importancia aprovechar y 

fomentar la intermodalidad en la Zona 

Metropolitana del Valle de México1; 

 

7. Que con la ampliación del Sistema 1 del 

Tren Suburbano, se cubrirán 50 kilómetros, siete 

municipios del Estado de México (Tlalnepantla, 

Tultitlán, Cuautitlán, Teoloyucan, Coyotepec, 

Huehuetoca y Cuautitlán Izcalli) y de dos alcaldías 

de la Ciudad de México (Cuauhtémoc y 

Azcapotzalco) con beneficios directos para más de 

15 millones de habitantes; y 

 

8. Que la primera ruta del Suburbano tiene la 

capacidad para atender cómodamente a 320 mil 

pasajeros por día, con un estimado de 100 millones 

                                                 
1

PresentaciónSuburbanohttp://www.fsuburbanos.com/pdf/la_empresa/presentacion_suburb

ano.pdf 

de pasajeros al año, en una zona de alta y creciente 

densidad demográfica (cuatro millones de 

habitantes) y de importante actividad económica 

para la región al disminuir el tráfico, los 

congestionamientos vehiculares y los accidentes 

viales. 

 

Por lo anteriormente motivado y fundado, someto 

a consideración de esta honorable asamblea, la 

siguiente proposición con 

 

Punto de Acuerdo 

 

Único.- Que a fin de que se cumpla cabalmente 

con lo que marca el Presupuesto de Egresos de la 

Federación para el Ejercicio Fiscal 2019 y los 

Lineamientos del Fondo Metropolitano, se exhorta 

a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 

Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 

Urbano, Secretaría de Medio Ambiente y 

Recursos Naturales y a los gobiernos estatales del 

Estado de México, Ciudad de México e Hidalgo, a 

invertir los recursos del Fondo Metropolitano que 

correspondan a la Zona Metropolitana del Valle de 

México, aprobados para el ejercicio fiscal 2019, en 

la construcción de infraestructura que le brinde al 

Sistema 1 de Ferrocarriles Suburbanos, en todas 

sus estaciones, interconectividad peatonal, 

especialmente para personas con discapacidad y 

movilidad limitada; interconectividad ciclista, a 

través de ciclo vías y bici estacionamientos; e 

interconectividad con el resto de sistemas de 

transporte público, así como en la elaboración de 

los estudios y del proyecto ejecutivo para su 

ampliación hasta el municipio de Huehuetoca, 

Estado de México, beneficiando y garantizando el 

interés de las y los Ciudadanos de la Zona 

Metropolitana del Valle de México. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de abril de 

2019 

 

Dip. Javier Ariel Hidalgo Ponce 

 

Dip. Juana Carrillo Luna 
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Lunes 8 de abril de 2019 

Dip. Alma Delia Navarrete Rivero 

 

Dip. María de los Ángeles Huerta del Río 

 

Dip. Juan Ángel Bautista Bravo 

 

 

 

 
 

 

 

DE LA DIP. TATIANA CLOUTHIER CARRILLO CON 

PUNTO DE ACUERDO PARA QUE EL PLENO DE ESTA 

CÁMARA DE DIPUTADOS EXHORTE AL 

CONGRESO DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN, A 

ABSTENERSE DE INTERVENIR EN EL PROCESO 

JUDICIAL, REFERENTE AL AMPARO PROMOVIDO 

CONTRA EL NOMBRAMIENTO DE DIVERSOS 

INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO DE INFORMACIÓN 

 

La suscrita Tatiana Clouthier Carrillo, integrante 

de la LXIV Legislatura, con fundamento en lo 

dispuesto en el artículo 71, fracción II de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y los artículos 3, fracción XX, artículo 

6, numeral primero, fracción I del Reglamento de 

la Cámara de Diputados presenta ante esta 

Soberanía proposición con Punto de acuerdo con 

el tenor de las siguientes: 

 

Consideraciones 

 

La Comisión de Transparencia y Acceso a la 

Información de Nuevo León ha desempeñado un 

papel fundamental para garantizar el derecho a la 

información de los neoleoneses. Por esta razón es 

imperativo asegurar la independencia de sus 

comisionados. El 26 de diciembre de 2018 se 

realizó la votación para nombrar a tres nuevos 

comisionados. De esta manera, se dictó el acuerdo 

legislativo número 059 en el que se eligieron a los 

ciudadanos María de los Ángeles Guzmán García, 

Francisco Reynaldo Guajardo Martínez y María 

Teresa Treviño. 

 

El veintinueve de enero del año en curso diversas 

organizaciones de la sociedad civil presentaron un 

amparo en contra de la decisión de la Comisión de 

Gobernación y organización interna de los poderes 

del congreso local de aprobar el dictamen en el que 

se establecía la elegibilidad de varios de los 

nuevos comisionados. El amparo fue aceptado el 

dos de febrero por el juez segundo de distrito en 

materia administrativa. 

 

Sin prejuzgar si los motivos que los ciudadanos 

argumentan en su demanda son verídicos, el 

asunto es de vital importancia tanto para el estado 

de Nuevo León como para la política nacional. La 

resolución de este asunto podría clarificar los 

alcances del amparo en decisiones de ciertos 

órganos legislativos. También, podría suponer un 

importante precedente sobre la responsabilidad de 

los poderes legislativos estatales sobre 

cumplimiento de los criterios de idoneidad para la 

nominación de funcionarios públicos. Por estas 

razones es imperativo garantizar la separación de 

poderes y la independencia del Poder Judicial 

Federal.  

 

Punto de acuerdo 
 

Único. – se exhorta al Congreso del estado de 

Nuevo León a garantizar la independencia del 

Poder Judicial Federal y no intervenir en el 

transcurso de la resolución del amparo con número 

de expediente 58/2019 interpuesto contra la 

designación de los comisionados María de los 

Ángeles Guzmán García, Francisco Reynaldo 

Guajardo Martínez y María Teresa Treviño 

Fernández integrantes de la Comisión de 

Transparencia y Accesos de la Información y los 

asuntos relacionados con este proceso.  

 

Palacio de San Lázaro a 8 de abril de 2019 

 

Dip. Tatiana Clouthier Carrillo 
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Lunes 8 de abril de 2019 
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